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Presentación

F omentar la investigación sobre la teoría y práctica del gobierno así como 
promover su difusión, es uno de los principales objetivos del Instituto de 
Administración Pública del Estado de México; al cumplimiento de estos 

objetivos apoya nuestra Revista IAPEM con un enfoque de especialidad en la 
administración pública y temas que involucran el actuar de nuestros gobiernos, 
la Revista IAPEM actualmente de edición cuatrimestral, pretende aportar a la 
divulgación y actualización en materia de Administración Pública y disciplinas 
afines, que permita proponer ejes de estudio y reflexión para aquellos que ejercen 
el servicio público.

Gracias a los diferentes Consejos Directivos y Comités Editoriales responsables 
de seleccionar los artículos que cumplen con los lineamientos para ser publicados, 
la Revista IAPEM llega a su edición 104 de manera ininterrumpida desde 1989, 
propiciando el debate sobre temas de actualidad, el intercambio de ideas, la difu-
sión de proyectos y programas de gobierno que son puestos en práctica por 
administradores públicos; con lo que se da cuenta de la evolución de la Adminis-
tración Pública que siempre está en pos de los cambios sociales para atender las 
demandas, los reclamos de espacios de participación y el sentido crítico de los 
ciudadanos. 

En estos treinta años de existencia, nuestra Revista, ha tratado temas acordes 
a la realidad de cada época, actualmente vivimos una que se caracteriza por ser 
vertiginosa en sus cambios, por atestiguar transformaciones tecnológicas que 
alientan una mayor participación social en los asuntos públicos, que se traduce 
en exigencia de respuesta inmediata por los gobiernos y las administraciones 
públicas a los problemas de la ciudadanía. Hace pocos años la Administración 
Pública se centraba en la acción operativa del Gobierno; en la actualidad tiene 
que enfrentar caos, crisis en diferentes sectores, contradicción y complejidad. Esta 
condición obliga a adaptar la agenda de análisis, discusión y acción de gobierno, 
tomando decisiones cada vez más informadas e integradoras de una problemática 
compleja.
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La selección de artículos de este número obedece al contexto mencionado. 
Melchor Ocampo consignó; “En la Administración Pública los Medios son el todo”, 
dejando claro que no es suficiente para un estadista, gobernante o administrador 
público, proponer fines legítimos u objetivos ambiciosos de atención a un problema 
público; debe tener en cuenta la previsión de medios legítimos y eficaces para poder 
atender dichos problemas. En este número hacemos referencia a algunos de estos 
medios como los organizacionales, la comunicación, el gobierno abierto, factores 
ambientales y de percepción ciudadana, particularmente en seguridad ciudadana.

En el primer artículo el Maestro Ricardo Joya Cepeda plantea que la comu-
nicación institucional y las políticas públicas se encuentran estrechamente 
relacionadas; se nutren una a la otra, en un ejercicio interminable de planeación, 
desarrollo, instrumentación y evaluación tanto técnica como argumental. Iden-
tificar los puntos de cruce entre ambas es clave para contribuir a la confianza de 
un régimen, un gobierno y una Administración Pública. 

En nuestro segundo artículo el doctor Jaime Espejel Mena, nos comparte el 
análisis que desarrolla sobre la relación entre la teoría de la organización y la 
Administración Pública, desde la óptica del nuevo institucionalismo, reflexionando 
sobre la forma, tipo, estructura y alcance que adquieren las organizaciones y de 
qué manera incentivan o desalientan de manera directa y proporcional la parti-
cipación de los individuos en la toma de decisiones de las organizaciones públicas.

El tercer apartado a cargo del doctor Jaime Reyes Jaramillo, describe cómo 
el INFOEM, desde su creación ha sido factor fundamental del acceso a la infor-
mación pública y la transparencia con que cuenta el Estado de México. Al mismo 
tiempo plantea los retos pendientes sobre el procesamiento de solicitudes al 
interior del Organismo Autónomo.

Tratando el problema del agua en el Estado de México y Toluca, desde el punto 
de vista de un mal uso del servicio público, explorando la corrupción que pudiera 
existir en su manejo, para debatir entre el abuso corporativo y la defensa popular 
del líquido. Los doctores Carlos E. Massé Narváez;  Victorino Barrios Dávalos y el 
maestro Salvador López Pacheco analizan la importancia que tiene el agua para el 
país, el Estado de México y en el municipio de Toluca, a partir de la explotación, 
uso, aprovechamiento, conservación y deterioro intrínseco del líquido y de los 
recursos ambientales; la defensa que hacen los pobladores y vecinos a través de la 
constitución de movimientos o protestas sociales, que se generan por la percep-
ción de un mal manejo y administración del recurso, lo que genera  escasez para 
los usuarios pertenecientes a las clases más vulnerables. Esta condición abre la 
posibilidad al debate para proponer acciones de mejora en la administración del 
recurso hídrico.

Con el texto que pone sobre la mesa una de las mayores preocupaciones de la 
sociedad y de los gobernantes, el maestro Arturo Huicochea Alanis, analiza cómo 

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 7-9, ISSN: 1665-2088

PRESENTACIÓN8



se puede garantizar la seguridad en el Estado de México, asunto de interés central 
de la ciencia de la Administración Pública. Al ser un reto enorme pareciera que el 
panorama luce desolador por los altos niveles de violencia que se han alcanzado 
en nuestra entidad. La propuesta del maestro Huicochea plantea que; sí es posible 
recuperar la armonía, garantizar la seguridad, lograr la justicia y alcanzar la paz. 
El interés de este documento radica en la propuesta metodológica para garantizar 
la seguridad en el Estado de México, que no exige recursos financieros adicionales 
a los previstos, enfatizando en la responsabilidad plena del gobierno estatal y de 
los ayuntamientos, teniendo en cuenta la condición de la necesaria participación 
decidida de la sociedad.

Por último, el doctor Rafael Martínez Puón, escribe sobre las oportunidades y 
limitantes en datos abiertos, a partir de presentar el estudio de caso en el Instituto 
Nacional Electoral. Plantea que la tendencia en la estrategia de un gobierno 
abierto implica la apertura de los datos de las organizaciones públicas; mediante 
la exposición del caso de la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Nacional 
del Instituto Nacional Electoral de México. En su artículo el doctor Martínez 
explica la metodología empleada, así como las oportunidades y limitantes de la 
implementación.

Amables lectores, espero que la Revista IAPEM 104 que tienen en sus manos, 
o en su caso, en los medios electrónicos en la que la consultan, les resulte, no solo 
de interés, sino también de utilidad para su quehacer como servidores públicos o 
académicos interesados en los asuntos que se tratan.

Mtro. Roberto A. Rodríguez Reyes
Secretario Ejecutivo
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Comunicación institucional y políticas públicas
Institutional communication and government policies

Ricardo Joya Cepeda*

“La política pública está hecha de palabras” 
Giandomenico Majone. 2005.

Introducción 

Generalmente, la comunicación dentro del gobierno y la Administración Pública 
se percibe como una actividad no sustantiva y alejada del origen, diseño, gestión 

* Profesor de Tiempo Completo de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Autónoma 
del Estado de México y presidente de la Academia de Periodismo y Comunicación de la Sociedad Mexicana de 
Geografía y Estadística del Estado de México. México. Correo electrónico: joyaricardo@hotmail.com
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Resumen: 
La comunicación institucional y las políticas públi-
cas se encuentran estrechamente relacionadas. Se 
nutren una a la otra, en un ejercicio interminable de 
planeación, desarrollo, instrumentación y evalua-
ción tanto técnica como argumental. Identificar los 
puntos de cruce entre ambas es clave para contribuir 
a la confianza de un régimen, un gobierno y una 
Administración Pública. La comunicación, como 
actividad profesional, se desarrolla en cuatro 
ámbitos: información, relaciones públicas, campa-
ñas y redes sociales. La ejecución de planes, pro-
gramas, estrategias y acciones y productos de 
comunicación en los cuatro planos, deben ejecutarse 
con precisión, claridad, suficiencia y oportunidad, 
de manera que se mantenga el diálogo entre 
gobierno y ciudadanía, en un ejercicio plenamente 
democrático. Identificar las características y simili-
tudes entre la comunicación y las políticas públicas 
puede contribuir a fortalecer el desempeño de 
cualquier ámbito de gobierno.
Palabras clave: Políticas públicas. Gobierno. Admi-
nistración pública. Comunicación. 

Abstract
The institutional communication and the public 
policies are closely related. They nurture each other, 
in an endless exercise of planning, developing, 
instrumentation and evaluation in the technical 
and argumentative fields. The identification of 
the crossing points is the key to contribute the 
trust of a regimen, a government and a Public 
Administration. The communication, as a professio-
nal activity unfolds in four different directions: 
information, public relations, campaigns and social 
media. The plan, programs, strategies, actions and 
communications product execution in the four 
directions, should be carried out with precision, 
clarity, sufficiency and opportunity, in a way that 
dialogue between government and the citizenship, in 
a democratic exercise. Identifying the characteristics 
and similarities between communication and 
public policies can contribute to strengthening the 
performance in any governmental field. 
Keywords: Public politics. Government. Public ad-
ministration. Communication. 
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y evaluación de las políticas públicas; sin embargo, esas políticas, por sí mismas 
constituyen un ejercicio de diálogo e interacción entre lo público y lo privado, 
entre el gobierno y la ciudadanía. 

Reflexionar con respecto a los elementos que integran la comunicación 
institucional y analizar su aportación al desempeño de la actividad pública del 
gobierno, es fundamental, sobre todo ahora que la Administración Pública se 
desarrolla en entornos inestables y escenarios impredecibles. Identificar los cuatro 
componentes que integran la comunicación institucional: información, relaciones 
públicas, campañas y redes sociales, es fundamental para una aproximación a la 
forma como se aporta a la creación de confianza en la actividad pública. 

Políticas Públicas, Ejercicio de Diálogo

Las políticas públicas determinan la interacción entre lo público y lo privado, 
al tiempo que reflejan el sentido ideológico de un gobierno, al constituirse en 
las decisiones y acciones que se toman para enfrentar y/o resolver un problema 
que afecta a un sector o a la sociedad entera. Para la conformación de esas 
políticas públicas intervienen diferentes factores: locales, regionales, nacionales e 
internacionales; así como sociales, económicos, culturales y políticos.

En su relación con la sociedad civil, las políticas públicas “se constituyen en 
un poderoso instrumento de comunicación” (Medellín. 2004). Por sí mismas, las 
políticas públicas muestran a la sociedad el perfil de un gobierno. En ese sentido, 
Pedro Medellín señala que la cultura política e institucional se expresa a través de 
tres elementos fundamentales:

Primero, la manera como se produce la conversación entre gobernantes y 
gobernados en la definición y gestión de los asuntos políticos e institucionales. Es 
decir, la forma como se hacen las peticiones entre los hablantes del proceso político 
o institucional; cómo se producen las ofertas entre ellos y cómo se establecen los 
compromisos, ya en su condición de gobernantes y gobernados.

Segundo, la manera particular como se disponen las cosas para que un fin 
pueda ser alcanzado; es decir, la forma como se ordena el conjunto de tácticas y 
estrategias gubernativas y se despliegan territorialmente las acciones de gobierno 
para alcanzar los resultados deseados.

Tercero, la intensidad con la que se aplican los recursos del gobierno para el 
logro de unos propósitos definidos; es decir, el grado de consenso o de represión 
que requiere el cumplimiento de los resultados.

De hecho, las políticas públicas están estrechamente ligadas al tipo de régimen 
político y a la acción de gobierno de la que emergen. El régimen político “define 
la naturaleza y el carácter (democrático o autoritario) con que pueden nacer 
y desplegarse las políticas en unos ámbitos bien determinados, así como las 
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condiciones (de gestión presidencial o trámite parlamentario) que determinan su 
ciclo de existencia” (Medellín, 2004).

Asimismo, el gobierno es la forma concreta a través de la cual los regímenes 
políticos expresan la particular manera en que se han organizado y ejerce el poder 
político en una sociedad y (desde) un Estado. De hecho, uno de los elementos 
que se considera para el análisis de los regímenes políticos y el gobierno que 
les caracteriza, es su capacidad para lograr que la ciudadanía conozca, acepte y 
aplique principios y valores determinados por el propio gobierno. 

Sin embargo, tradicionalmente se ha considerado que los “expertos” de la 
Administración Pública no deben ofrecer evidencias y argumentos con respecto a 
la utilidad, necesidad y pertinencia de los actos que determinan, de las decisiones 
que toman, por lo que la ciudadanía está obligada a convencer -a las autoridades 
y a los administradores públicos- que los problemas que enfrenta son de carácter 
público. Particularmente ahora, en la era de las redes sociales (sociodigitales), 
la posibilidad de que la ciudadanía exprese o visibilice su inconformidad, 
sus demandas y necesidades, además de las manifestaciones públicas con la 
toma de avenidas, calles y el cierre de accesos a las grandes urbes, obliga a las 
administraciones públicas a establecer estrategias, planes, programas y acciones 
para tratar de responder a lo que la ciudadanía demanda.

Es así que la comunicación se constituye en una parte sustancial de las 
políticas públicas –o políticas de gobierno- al ser éstas el proceso mediante el 
cual los gobernantes y gobernados dialogan en torno a problemas que les son 
comunes. Majone (2005) insiste en que la decisión y operación del gobierno y de 
su administración deben considerar su capacidad para ofrecer buenas razones de 
sus actos de autoridad, tanto a los ciudadanos como a las propias organizaciones 
del Estado.  

En una sociedad democrática, como en el caso de México, se hace necesario 
que la clase política gobernante tenga capacidad para comunicar su proyecto de 
gobierno y las políticas públicas que diseña y opera. Sin embargo, los entornos 
permanentemente cambiantes que provocan realidades complejas e inéditas, 
obliga a la flexibilidad, en virtud de que ya no estamos en procesos lineales. 

“Un reto a destacar que deben encarar las ciencias sociales son las realidades caóticas del siglo 
XXI que coexisten de manera simultánea. Es el caso del conflicto y la cooperación, el desorden y la 
estabilidad, el bienestar y la pobreza, la equidad y la injusticia, la inclusión y la exclusión sociales, 
las crisis y la recuperación, el progreso y el consumo indiscriminado de los recursos naturales, las 
crisis financieras y la necesidad de empleo, la innovación tecnológica y el aumento del desempleo, 
los recursos públicos escasos y el incremento de demandas que tienen los gobiernos” (Uvalle. 2017. 
P.133).



Los problemas de la sociedad contemporánea –enfatiza Uvalle- están relacio-
nados con hábitos, creencias, valores, prácticas sociales, liturgias y prejuicios, 
los cuales impiden soluciones únicas e irrefutables. La realidad del siglo XXI es 
cada vez menos predecible y estable, lo cual implica que se ha de comprender en 
los marcos de las contradicciones, turbulencias, crisis, cambios estructurales y 
oportunidades políticas (Uvalle. 2017).

Es ahí donde se identifica con mayor precisión la necesidad de que la comuni-
cación sea concebida como elemento estratégico en la definición de políticas 
públicas, no solamente para identificar los problemas que aquejan a la sociedad y 
que se reflejan en la opinión pública; sino que durante el proceso de construcción 
de la política pública se considere –desde su proyección- la forma de comunicarla, 
para lograr el consenso entre los actores involucrados, para legitimar la decisión 
tomada desde el gobierno o bien para informar sobre el avance en la aplicación de 
la política pública. Al respecto, Christopher Arterton, señala: 

“Para asegurar la representatividad del gobierno, los ciudadanos deben ser informados tanto sobre 
los hechos, como sobre su necesidad, interpretación, análisis y programas políticos. El periodismo 
solo, no es suficiente para proveer el necesario contraste de las visiones del futuro. Esa tarea recae 
primordialmente sobre los líderes políticos cuya misión es adelantar las interpretaciones de las 
circunstancias presentes y hacer propuestas para el futuro. Si bien la probidad de la retórica política 
es a menudo cuestionada, aun así, una defensa competente les sirve a los ciudadanos, porque les 
permite entender las opciones de las políticas públicas que deben ser afrontadas. Para el logro de 
esta tarea, los políticos deben ser capaces de comunicarse con su público” (Arterton en: Izurieta. 
2001).

Poco se entiende que el proceso de gobernar requiere una comunicación 
diferente al de una campaña político electoral, en virtud de que se trasciende 
de una oferta para obtener el voto a una responsabilidad de gobierno. La gente, 
cuando ya se es gobierno, no espera que se le hagan promesas, espera resultados. 
Espera decisiones y que éstas se traduzcan en las soluciones de sus problemas, 
que son cada vez más complejos y dinámicos, y que se enfrentan en el día con día.

En el ejercicio de gobierno, la necesidad de enfocar el esfuerzo hacia un 
número determinado de prioridades (limitadas por la escasez de recursos), se 
frustra cuando aliados y enemigos piden acceso y atención. A diferencia de las 
campañas donde solamente existe un objetivo: ganar la elección.

En cualquier ámbito de gobierno (municipal, estatal o federal) deben resolverse 
situaciones en las que se ven involucrados más actores y donde los problemas se 
entrecruzan, lo que hace más compleja su solución y obliga a la búsqueda y logro 
de consensos, así como a una creciente capacidad para comunicar lo que hará y 
hace el régimen político, a través del gobierno. 
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“La comunicación desde el gobierno tiene un objetivo central, ya que además 
de proveer de información a la sociedad debe de ser una herramienta útil para 
facilitar el proceso de toma de decisiones y para generar apoyo alrededor de las 
políticas y programas que persigue la administración pública” (Ortiz. 2001).

“Los funcionarios públicos actúan reactivamente, impotentes para mantener 
su iniciativa y avanzar en su agenda” (Arterton. 2001), por ello, es fundamental 
–para el ejercicio político- atender las estrategias de comunicación pública o 
institucional; aunque parecería que la comunicación es solamente un componente 
y no una política por sí misma. 

Tecnologías de Información y Comunicación

Actualmente, los avances tecnológicos tienen repercusión –prácticamente de 
manera inmediata- en el funcionamiento de la opinión pública. Las Tecnolo-
gías de la Información y Comunicación (TIC’s) adquieren un mayor peso en la 
construcción del espacio público. Con frecuencia observamos cómo los medios 
masivos de comunicación recurren a Twitter o Facebook, por mencionar dos de 
las de mayor uso en el mundo, para obtener información que alimente sus pro-
ductos periodísticos. 

“Las redes sociales y la creciente generalización del acceso móvil a internet 
claramente trasladan a los usuarios la capacidad de descubrir y compartir noticias 
de último momento, que antes estaba restringida a los medios de masas. Desde 
hace cinco años, Twitter es el lugar por excelencia de las breaking news” (Orihuela. 
2011).

En este escenario, la Comunicación Institucional adquiere mayor relevancia 
que la acción de tomar fotografías y redactar boletines oficiales. ¿Pero qué es la 
comunicación institucional? José María Laporte nos ofrece una definición: 

“Tipo de comunicación realizada de modo organizado por una institución o sus representantes, 
y dirigida a las personas y grupos del entorno social en el que desarrolla su actividad. Tiene como 
objetivo establecer relaciones de calidad entre la institución y los públicos con que se relaciona, y 
adquirir notoriedad social e imagen pública adecuadas a sus fines y actividades” (Laporte. 2009).

Características de la Comunicación Institucional

Se identifican siete elementos o características de la Comunicación Institucional, 
considerados importantes para lograr la cohesión entre la naturaleza, la actividad 
y la imagen que se proyecta de la institución:
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1.	Debe gestionar todos los contactos comunicativos de la institución y sus 
miembros con los diversos públicos, sean internos o externos, organismos 
públicos o cualquier otro sector como empresarios, sociedad civil organizada, 
autoridades de diferentes ámbitos gubernamentales, representantes políticos 
y religiosos, entre otros. 

2.	Busca establecer –a partir del diálogo- relaciones con los miembros de 
la sociedad en la que se encuentra inmersa la institución, en busca de un 
beneficio social.

3.	Mantiene relación estrecha entre la identidad y los valores que caracterizan 
a la institución, para mantener la cohesión comunicativa. 

4.	Es consciente de la responsabilidad pública de la institución y no debe actuar 
para maquillar una mala gestión. Debe reflejar a la institución sin traicionar 
la verdad, porque defraudaría la expectativa de los ciudadanos. 

5.	Busca la armonía entre la identidad de la institución, la imagen que desea 
transmitir y la percepción que se tiene de ella en la sociedad. La fractura 
entre estos tres elementos van en detrimento de la percepción.

6.	Refiere todo acto que realice la institución y todos sus integrantes (no 
solamente quienes coordinan las actividades comunicativas), porque 
considera la comunicación formal e informal. Toda acción de comunicación 
es percibida por la sociedad. 

7.	Las relaciones implican la comunicación verbal y no verbal. Es necesario 
gestionar, de manera coordinada, ambos tipos de comunicación. 

Algunos dirigentes de la llamada vieja guardia confunden el concepto con 
propaganda o publicidad, exclusivamente, y cuando enfrentan un problema de 
imagen, lo primero que plantean es “hacer un spot de televisión” o una campaña de 
publicidad, como si la capacidad de síntesis de los medios permitiera comunicar 
con efectividad, siguiendo la vieja teoría de la aguja hipodérmica donde se 
concebía a los medios de comunicación como entes capaces de inyectar formas de 
pensar y actuar de las personas. 

“Los gobernantes pueden y deben comunicarse de manera permanente con 
los ciudadanos para explicar sus propuestas y demandas su apoyo”, señala Jaime 
Durán Barba (Durán, en Izurieta. 2001) y añade: “El gobernante moderno investiga 
primeramente la realidad, se comunica directamente con los gobernados a través 
de los medios, investiga nuevamente sus opiniones, se comunica nuevamente y 
genera un proceso sin fin de investigación y comunicación, diálogo que está en la 
base del éxito de la comunicación de un gobierno” (Durán. 2001. p. 35). 

Por ello, la Comunicación Institucional es una práctica constante y permanente 
desde las estructuras gubernamentales; sin embargo, generalmente se desarrolla 
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a partir de los criterios personales de quienes encabezan el sector público o de 
quienes son responsables de dirigir la actividad comunicativa. En muchos ámbitos 
se carece de criterios claros, precisos y transparentes que contribuyan a una toma 
de decisiones eficaz.

Además, las instituciones públicas gubernamentales o políticas –como lo 
hemos señalado antes- tienen la necesidad de comunicar sus proyectos, planes o 
programas, sus actividades que derivan de éstos, así como las metas u objetivos 
que se persiguen, además de que el proceso mismo de comunicación institucional 
hace necesario conciliar demandas (de las empresas de comunicación -en el 
exterior- y de quienes componen la institución –en el ámbito interior) que en este 
campo se presentan permanentemente.

Siempre debe tenerse presente que una institución que promete y no cumple, 
tiene asegurado el fracaso. Una institución si quiere ser identificada positivamente, 
debe hablar, decir quién es, explicar cómo se ve a sí misma. Habría que subrayar 
un principio fundamental que nunca debe perderse de vista: lo que la política 
no resuelve, la comunicación no lo repara, porque una de las tareas esenciales 
de la comunicación desde la Administración Pública consiste en lograr que la 
percepción de la gente se aproxime cada vez más y con mayor precisión a la 
realidad. Se debe proyectar la imagen que exprese lo que la institución es, pero 
jamás podrá crearse una realidad sólo con la imagen. 

En ese sentido, Martin Linsky (1986) subraya que “aquellos que quieran que 
el gobierno funcione mejor, deben promover administradores públicos con 
capacidad para comunicar y manejar las relaciones con los medios, y deben 
valorar a aquellos funcionarios que tengan esas habilidades”.

Comunicación en el Ámbito Público

El análisis de la comunicación, desde el ámbito público, se ha enfocado funda-
mentalmente hacia una perspectiva instrumental, que no permite dimensionar su 
papel estratégico, como un proceso que permite construir y fortalecer relaciones 
de poder, y –en el caso de la Administración Pública- para fortalecer la percepción 
positiva del Estado, de un gobierno, de un régimen.

“Los organigramas de la Administración Pública todavía no priorizan la 
comunicación y las dinámicas de trabajo siguen situación a ésta en un nivel muy 
técnico y ‘a posteriori’ de la toma de decisiones”, advierte María José Canel (2018) 
y añade: “La Administración Pública carece, todavía, de organigramas que se 
adecuen a lo que es la comunicación desde una perspectiva integral”.

Por otra parte, Manuel Castells afirma que la esencia del poder está en la 
capacidad para modelar la mente, explica que el proceso de comunicación influye 
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decisivamente en la forma de construir y desafiar las relaciones de poder en todos 
los campos de las prácticas sociales, incluida la práctica política. “La capacidad 
para lograr el consentimiento o al menos instilar miedo y resignación respecto 
al orden existente es fundamental para imponer las reglas que gobiernan las 
instituciones y las organizaciones de la sociedad” (Castells. 2012. p. 24)

Por otra parte, María José Canel (2018. p.29) explica 10 elementos que desde la 
Administración Pública, pretenden explicar para qué es necesaria la comunicación:

 
a)	Para justificar las decisiones y lucrar con el apoyo, así como llegar al consenso 

que se requiere para dirimir los conflictos de intereses; 
b)	Para explicitar cuál es la necesidad común y el bien que comúnmente puede 

satisfacerla; 
c)	Para poner en contacto y relación al Estado con aquellos a quienes sirve; 

para acompañar la experiencia del servicio público, a través de la cual el 
usuario recibe un mensaje; 

d)	Para articular el proceso de toma de decisiones que configuran la estructura; 
e)	Para asistir en la actividad funcional, así como en la institucional para la 

gestión de los asuntos del Estado; 
f)	Para llevar a cabo la deliberación que exige la adopción de medidas y que 

lleva consigo interpretar situaciones; 
g)	Para idear y transmitir los símbolos que encapsulan las tradiciones, rasgos y 

lindes del territorio; 
h)	Para determinar el carácter vinculante de las medidas que reflejan el poder 

regulador y coercitivo de la autoridad; 
i)	 Para activar el control y vigilancia de los públicos hacia el ejercicio del poder, 

y 
j)	 Para llevar a cabo la interacción necesaria para escuchar a la sociedad en la 

toma de decisiones.

Desde la perspectiva del liderazgo, el arte de la política no se relaciona con el 
movimiento, sino con el posicionamiento:

“El político, el hombre de negocios o el líder que capta su potencial [de la 
comunicación] puede utilizar su poder para arrasar con todo lo que tenga por 
delante. Toda innovación tecnológica abre nuevos medios de comunicación, ofrece 
oportunidades para convencer, persuadir y movilizar a la gente en una dirección 
u otra” (Morris. 2003. p. 335).

La comunicación dentro de la Administración Pública, la política y como 
parte de las estructuras de poder, no necesariamente lo hace en entornos estables 
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y controlables. Ahora menos que nunca es posible “dirigir” en un solo sentido los 
mensajes que se emiten, de manera que la comunicación debe planearse, decidirse 
y ejecutarse –sin dar las cosas por sentado- para coadyuvar a los logros de la 
organización, y para ello, el área de comunicación deberá cumplir, al menos, tres 
funciones: 1) generar agenda para que los medios lo incluyan en sus previsiones; 
2) ofrecer información que forme parte de los contenidos del día, y 3) responder 
de manera eficaz, rápida y veraz a las peticiones que realizan los medios de 
comunicación, como explica Juan María Naveja (Naveja. 2018).

Sin embargo, la comunicación –al igual que la Administración Pública- debe 
ser más dinámica, proactiva, flexible, para ofrecer respuestas ágiles, oportunas y 
suficientes que permitan sostener índices de aprobación positivos, y para ello se 
reconoce la relevancia que tiene la dimensión intangible de la opinión pública 
para el desarrollo de la sociedad, de manera que se pueda crear el valor intangible 
que está asociado a la gestión de percepciones en la Administración Pública. La 
pregunta en este enfoque es “¿qué valor aporta este intangible a la Administración 
Pública?”. 

“La literatura sobre valor público subraya la idea de que la percepción que una 
persona se forma sobre una organización (…) es clave para el desarrollo del valor 
público; y la literatura sobre bienes intangibles apoya en esta percepción el bien 
intangible “cultura organizacional”. La literatura sobre valor público considera 
que el diálogo y la deliberación son prácticas clave para incrementar el valor 
público” (Canel. 2018. p. 91-93).

Canel ofrece elementos para comprender que el modo “valor público” significa 
un planteamiento integral que combina la estrategia de gestión –propia de la 
Administración Pública- con la estrategia de comunicación, que traslada el foco 
de lo puramente táctico operativo a lo estratégico directivo; que determina valores 
organizaciones y las medidas que lo confirman, así como la manera de reportarlos. 
Desde la perspectiva de Canel, es fundamental que se enfatice la calidad de las 
relaciones con los diferentes públicos y que se cuente con el respaldo institucional, 
así como con el involucramiento del líder al más alto nivel. 

Pero ese reto es muy complejo, porque parece que la sociedad enfrenta un 
problema creciente desconfianza en las instituciones. En este escenario, surgen 
preguntas fundamentales: ¿Cómo controlar la imagen que muestra la institución? 
¿Debemos ofrecer toda la información o sólo parte de ella? ¿Debemos anticiparnos 
a situaciones de crisis o coyuntura?
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Ejes de la Comunicación Institucional

Una estrategia de Comunicación Institucional debe desarrollarse con un manejo 
equilibrado de cuatro elementos fundamentales: Información, Campañas Institu-
cionales, Relaciones Públicas y Redes Sociales.  

Información

Desde las instituciones no podemos esperar a que los acontecimientos perio-
dísticos sean favorables para colocar los mensajes. Espera significaría condenar 
a la organización a mantenerse en una especie de electrocardiograma mediático, 
porque los hechos periodísticos son flashazos cuya vida es de corta duración –un 
día, tal vez un par- y entre uno y otro que nos sea favorable, pueden transcurrir 
varios días de silencio. Para evitar ese vacío o silencio, siempre se debe estar 
listo con información clara, suficiente, veraz y oportuna, para incorporarse a la 
dinámica informativa que se presenta en el día con día. 

De ahí la importancia de contar con un eficiente y eficaz manejo informativo 
que ofrezca datos suficientes para atender los requerimientos de los medios 
de comunicación, pero deben mantener la veracidad de la institución y deben 
otorgarse con oportunidad, atendiendo a las dinámicas en que los medios perio-
dísticos se desenvuelven. Es decir: la Comunicación Institucional debe ser más 
proactiva y menos reactiva.

Campañas

El espacio entre uno y otro hecho debe ocuparse con campañas institucionales, 
de manera que no queden vacíos, porque en comunicación todos los espacios 
se ocupan –por nosotros o por el resto de los actores-, ya sea con mensajes o 
con rumores. Todo dependerá de la estrategia que se siga, en la que participan 
mercadólogos, diseñadores, productores de medios, administradores, abogados, 
entre otros profesionales.

Las campañas deberán tener una clara visión, una perspectiva a futuro y para 
ello es fundamental que se defina, desde el inicio de la gestión, la percepción 
institucional que se construirá durante el periodo de gobierno o de administración. 
Para ello, es imprescindible considerar los atributos o las características que serán 
los factores de identificación de liderazgo y su gestión. ¿Cómo será el recuerdo? 
Como una administración que combatió la pobreza… como un gobierno que 
abatió el analfabetismo… como una gestión en la que se alcanzaron los mayores 
niveles de calidad académica o durante la cual se logró una mejor ubicación en 
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el ranking mundial; sin que ello signifique dejar de atender las circunstancias 
coyunturales. 

Relaciones Públicas

Este campo de la comunicación institucional es tan importante como los 
anteriores, porque del vínculo que se mantiene con los medios de comunicación 
–como forjadores de una buena parte de la opinión pública- atendiendo a sus 
características (locales, estatales, regionales, nacionales o internacionales; im-
presos, electrónicos o internet), así como al entorno político, social y económico 
en el que se encuentran inmersos, dependerá la colocación de la mayoría de los 
mensajes institucionales, ya sea por la vía periodística o a través de las campañas. 

En este aspecto, es necesario establecer que el manejo de las relaciones públi-
cas generalmente se desarrolla con los medios de comunicación; sin embargo, 
en este campo sería importante considerar el vínculo que desde las áreas de 
Comunicación Institucional pueda crearse con sectores que forman parte de 
la opinión pública; por ejemplo: para el sector gubernamental o para el sector 
educativo, ahora resulta de vital importancia mantener informados a los legis-
ladores –estatales y federales-, a los representantes de la iniciativa privada, 
Organizaciones No Gubernamentales (ONG’s), por mencionar algunos. 

El relacionador público –como lo señala Lewis Helm (1981) - ayuda, en el 
proceso de la comunicación, a escuchar la respuesta del mensaje que emitimos, no 
sólo a través del monitoreo de medios, sino por el encuentro que mantiene con los 
periodistas y con quienes establece contacto permanente. El relacionador público 
debe ser quien más escucha lo que ocurre afuera de la institución y debe conocer 
a detalle acerca de lo que los periodistas deben saber e incluso pueden anticipar 
eventos y ver problemas o tendencias que pudieran desembocar en crisis. 

Sin embargo, en algunas ocasiones, a pesar de esa previsión, la crisis no podrá 
evitarse, pero seguramente sí se alistarán las tropas para ofrecer una mejor batalla 
que permita reducir las pérdidas. Debe mencionarse que existen estrategias de 
comunicación específicas para enfrentar una crisis. Por mencionar algunos 
modelos, Frank Corrado, Lewis Helm y Robert Dilenschneider ofrecen elementos 
en ese sentido.

Argumentación

Habría que subrayar un hecho real: muchas instituciones o autoridades no permi-
ten que los comunicadores institucionales participen en la toma de decisiones 
por el temor de que éste tenga acceso a los medios o de que se “filtre” la noticia; 
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pero el comunicador debe estar informado de lo que pasa al interior y en torno 
a la institución y debe informar de lo que ocurre con los medios. Ambos están 
conectados, se requieren. Debe valorarse a una persona que sabe lo que los medios 
piensan o necesitan, porque es un enorme aporte para el desarrollo de cualquier 
política institucional.

Por todo lo anterior, debe enfatizarse que las acciones, productos y servicios 
de comunicación institucional requieren -cada vez más- de profesionales de 
este campo del conocimiento, no sólo para lograr mayor efectividad, sino para 
revertir algunas tendencias que en otros tiempos han provocado vicios, que han 
pervertido la relación entre las instituciones y los medios de comunicación. 

Las instituciones deben evitar la tentación de sólo ser eficientes, porque ya 
no alcanza. Deben ser participativas y transparentes, áreas donde la reflexión 
y la cooperación se conviertan en el vínculo que los une con la población. En 
el gobierno que se guía por la deliberación pública, el análisis tiene menos que 
ver con las técnicas formales de solución de problemas que con el proceso de 
argumentación (Lahera. 2008).

Lahera añade que, entre los elementos fundamentales de una política pública, 
destaca la necesidad de anticipar “cómo serán percibidas” las políticas y plantear 
su defensa en términos más amplios, ideológicos y filosóficos. Advierte que es 
necesario “explicar y defender” un plan de acción razonable cuando el óptimo 
teórico se desconoce o es prácticamente inalcanzable. Por ello, enfatiza –en 
coincidencia con Majone- que el analista de políticas públicas es un “productor 
de argumentos”. 

Con esa misma ruta, Hannia Vega señala que no basta la legitimidad electoral 
alcanzada por el voto popular, sino que “necesita sustentarse cada día en plan-
teamientos y políticas originadas en acuerdos de mayor profundidad con la 
sociedad civil” (Vega. 2001. p. 146).

Los gobiernos que llegan al poder para hacer las cosas bien, pero no dicen qué 
cosas van a hacer y no fijan un objetivo de largo plazo, muchas veces terminan 
atrapados en sus propias redes y pierden el respaldo ciudadano. Por ello, la co-
municación desempeña un papel estratégico. Sin embargo, pareciera que esa área 
de la gestión pública no es prioridad y menos podrá serlo cuando -de manera 
natural- es más importante gestionar, generar o ahorrar los recursos económicos 
para pagar las nóminas, reducir los adeudos heredados o arrancar obras y 
acciones de beneficio colectivo, combatir la delincuencia, y generar alternativas 
de desarrollo económico. 

Estas reflexiones solamente buscan iniciar una discusión entre los estudiosos de 
la ciencia política y la comunicación, a fin de renovar un modelo de comunicación 
que -desde nuestra óptica- se encuentra agotado, en virtud de que se ha sostenido 
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solamente por la relación entre el Estado y los medios de información, dejando 
de lado, en muchas ocasiones, a la propia ciudadanía y a la sociedad en general. 

A manera de conclusiones:

•	 La Comunicación Institucional se constituye por una serie de acciones, 
productos y servicios que desde las organizaciones –articulados de manera 
estratégica- permiten crear, consolidar y fortalecer la imagen de una 
institución –pública o privada-, a partir de cuatro pilares fundamentales: 
información, campañas institucionales, relaciones públicas y redes sociales.

•	 La Comunicación Institucional debe ser proactiva, atendiendo a las condi-
ciones de su entorno y a las características de los medios de comunicación 
con los cuales interactúa.

•	 Es necesario definir la imagen objetivo que desea proyectarse, a fin de 
desarrollar todas las acciones de comunicación en el mismo sentido y, de 
esa forma, crear elementos que nos permitan evaluar la estrategia que se ha 
determinado seguir durante la gestión. 

•	 La Comunicación Institucional es una tarea que, por su objetivo estratégico, 
requiere de profesionales en este campo que tengan la capacidad para 
adaptarse a las circunstancias cambiantes y que posean gran creatividad para 
llevar a cabo acciones, productos y servicios innovadores. 

•	 Es fundamental avanzar en el uso de las herramientas que permitan medir o 
evaluar qué tan efectivas son las estrategias de comunicación, a fin de romper 
inercias que durante mucho tiempo han distorsionado el trabajo de quienes 
se desempeñan en este campo, que va más allá de una buena sonrisa o una 
agradable figura. 
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La teoría de la organización y la Administración Pública. 
El cambio organizacional de la Administración Pública como 

exigencia del ciudadano
The theory of organization and Public Administration. 

The organizational change of the Public Administration as 
a demand of the citizen
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Introducción

La Administración Pública es una institución dotada de ciertas funciones y como 
tal está provista de un conjunto de valores. La institucionalización no es otra cosa 
más que la asignación de objetivos singulares y específicos a la Administración 
Pública, como son la consecución del bien común o del interés general y la 
asignación de recursos para alcanzar su cumplimiento. 
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Resumen: 
El documento es resultado del análisis de la 
relación entre la teoría de la organización y la 
Administración Pública, el estudio se plantea desde 
la óptica del nuevo institucionalismo y su análisis 
organizacional, se concluye planteando que la 
forma, tipo, estructura y alcance que adquieren las 
organizaciones determina (incentivan o desalientan) 
de manera directa y proporcional la participación  
de los individuos en la toma de decisiones de las 
organizaciones públicas, lo que a su vez impide que 
lleguen al núcleo central de sus objetivos. El poder 
y todo lo que de éste se despliega  dentro de las 
organizaciones, describe y explica su influencia y 
condiciones en la conducta del individuo. 
Palabras clave: Organización, cambio, administra-
ción, institución, legitimidad, gobierno.

Abstract
The document is the result of the analysis of the 
relationship between the theory of organization and 
public administration, the study is proposed from 
the perspective of the new institutionalism and its 
organizational analysis, it is concluded by stating 
that form, type, structure and scope acquired by the 
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directly and proportionally the participation 
of individuals in the decision making of public 
organizations, which in turn prevents them from 
reaching the central core of their objectives. The 
power and everything that is displayed within the 
organizations, describes and explains its influence 
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Para el ciudadano que pide a la Administración Pública comprensibilidad, la 
Administración Pública responde con un diseño de receptividad; pero para los 
individuos que piden eficacia no es suficiente la comprensibilidad, sino que es 
necesario avanzar en las ofertas de la administración hasta conseguir de ésta que 
su actuación venga presidida por criterios de competitividad, que solo pueden 
alcanzarse a través de una gestión de calidad. En cualquier caso la Administración 
Pública, como institución, está provista de una serie de marcos fundamentales 
que orientan y restringen el comportamiento de sus organizaciones.  

En un entorno competitivo de la Administración Pública la pregunta in-
mediata, sería ¿Cómo determinar la competitividad en la Administración 
Pública? Para su contestación se debe señalar que la misma se determina desde 
dos aspectos: a) en todo el proceso de transformación que experimentan las 
organizaciones de la Administración Pública, hay un punto de partida por parte 
de los ciudadanos. Para éstos, el único factor valorable de la administración es el 
servicio público que presta y que ellos reciben. Su valoración desde los parámetros 
de la comprensibilidad o comodidad e incluso desde los de la misma titularidad 
(pública y privada del servicio público), están evolucionando hacia los de eficacia, 
comodidad y economicidad. Para ellos es así, porque pagan los servicios, porque 
a la hora de su valoración tienen como punto de referencia otros servicios, que 
por otras organizaciones privadas se les prestan y cuyas premisas de accesibilidad, 
costo, atención, entre otros, son similares a los de la administración. Este análisis 
comparativo, quizás involuntario, está demandando a la administración una 
actitud competitiva desde el momento en que cada mañana abre las oficinas a sus 
clientes. 

Estamos ante unos ciudadanos que demandan de la administración unos 
servicios públicos eficaces y que para su valoración, independientemente de la 
titularidad pública de los mismos, siempre tiene como referencia los servicios que 
se les prestan por la gestión privada, y b) son varios los elementos que podemos 
encontrar que vienen a defender una actitud competitiva por la Administración 
Pública. En primer lugar, la existencia de una administración encaminada 
en el marco de una organización supranacional. Así pues, va dirigida a una 
administración que entra en relación con otras organizaciones de similares 
objetivos para homogeneizar su gestión en un ámbito diferente en virtud de la 
normativa comunitaria. 

Por lo anterior, este ensayo parte de dos ideas centrales, a saber: a) la 
Administración Pública como garante de las necesidades de la sociedad, descuida 
a los integrantes de ésta, es decir, a los ciudadanos particulares. La sociedad, ante 
la prestación de los servicios públicos, se convierte en una figura simbólica. En la 
parte endógena de la sociedad se encuentran ciudadanos con particularidades y 
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necesidades diversas, la sociedad que se coloca como referente de la Administración 
Pública es una sociedad compuesta por ciudadanos organizados, demandantes de 
incrustarse en la vida pública; b)  aunque el Estado sea, antes que nada, el reflejo 
de los ciudadanos, vamos a considerarlo aquí como sujeto y no como objeto, como 
organismo, cuya gobernabilidad necesita ser ampliada para que pueda actuar más 
efectiva y eficientemente en beneficio de los ciudadanos.

El supuesto del documento plantea que es posible encontrar en la relación  de la 
teoría de la organización y la Administración Pública la relación de la racionalidad 
organizacional y las decisiones administrativas, la relación de las decisiones de 
los integrantes de las organizaciones y las decisiones de los ciudadanos en las 
organizaciones públicas.   

Para los integrantes de las organizaciones no se refleja la  participación del 
individuo en la toma de decisiones de las mismas, mientras que para los  integrantes 
de la Administración Pública los ciudadanos  repiensan  las decisiones   que dan 
como consecuencia su mejor funcionamiento y utilidad en la sociedad.

La forma, tipo, estructura y alcance de las organizaciones determinan 
(incentivan o desalientan) de manera directa y proporcional la participación  de 
los individuos en la toma de decisiones de las organizaciones públicas, lo que a su 
vez impide que lleguen al núcleo central de su misión, visión y objetivo. El poder 
y todo lo que de éste se despliega  dentro de las organizaciones, describe y explica 
su influencia y condiciones para su permanencia. 

El trabajo es una revisión teórica, sobre la relación  que guarda la teoría de la 
organización y la Administración Pública y a su vez, el punto que amalgama a 
ambas: la incidencia de los individuos integrantes de las mismas organizaciones 
y de los ciudadanos en la toma de decisiones. El punto de partida, para dicha 
revisión, se establece el trabajo de Herbert Simon, como planteamiento genérico 
para todo tipo de organizaciones. 

  
La teoría de la organización y la Administración Pública 

La teoría de la organización se desarrolló paralelamente a la Administración 
Pública y en ocasiones se han superpuesto, confundiéndose o relativizándose sus 
fronteras disciplinarias. Herbert Simon (1988) postularía la unidad de la admi-
nistración, eliminando toda frontera entre Administración Pública y privada, 
para construir la teoría de la organización como disciplina universal del fenómeno 
organizacional  (Ibarra y Montaño, 1992).

Para Simon (1988) la organización es importante, en primer lugar, porque en 
nuestra sociedad los hombres pasan la mayor parte de su vida adulta dentro de las 
organizaciones; ese medio ambiente suministra en gran parte la fuerza que moldea 
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y desarrolla cualidades y hábitos personales. En segundo lugar, es importante 
porque ofrece a aquellos que ocupan cargos de responsabilidad los medios de 
ejercer autoridad y de influir en los demás. En tercer lugar, porque al estructurar 
las comunicaciones determina las condiciones externas de la información en las 
cuales se toman decisiones.  Se  define a la organización como un: 

[…] complejo diseño de comunicaciones y demás relaciones que se puedan producir en un 
grupo de seres humanos. Este diseño proporciona a cada miembro del grupo una gran parte 
de la información, de los supuestos, objetivos y actitudes que entran en sus decisiones, y 
también una serie de expectativas fijas y comprensibles de lo que los demás miembros del grupo 
están haciendo y de la forma en que reaccionarán ante lo que él diga y haga. El sociólogo le 
denomina “sistema de funciones”; pero para la mayoría de nosotros es más conocido como una 
“organización” (Simon, 1988: XVI). 

Para Simon,1 lo que constituye la preocupación central de la teoría adminis-
trativa es el límite entre los aspectos racionales y no racionales del comportamiento 
social humano. La teoría administrativa es, particularmente, la teoría de la 
racionalidad intencionada y limitada del comportamiento de los seres humanos 
que se dan por satisfechos porque no tienen el ingenio para tratar de lograr el 
máximo. 

Los primeros acercamientos desde el enfoque organizacional a la Adminis-
tración Pública se encuentran en las teorías posweberianas de la burocracia. La 
teoría de la organización avanzó a lo largo del siglo XX por medio de rupturas y 
encuentros que le otorgan una especificidad propia como un campo en búsqueda 
de un objeto multifacético y cambiante. A las rupturas del enfoque convencional, 
que privilegian ciertos aspectos del fenómeno, tales como la reconstrucción 
del proceso de trabajo), la administración de los grupos informales, el combate 
contra los círculos burocráticos, la elaboración de modelos para la toma de 
decisiones, el análisis de las estructuras de gestión del contexto,  la formulación 
de las estrategias y el diseño de estructuras flexibles, se superpone el análisis y 
la gestión de un conjunto de procesos considerados como fundamentales en la 
organización, aunque analizados generalmente de manera aislada. Tal es el caso 
del poder, el conflicto y la comunicación (Ibarra y Montaño, 1992).

En la teoría organizacional las aproximaciones críticas, al orden establecido, 
empezaron a surgir en la década de los setentas. El agotamiento del modelo 
organizacional taylorista fordista y el descontento social pusieron en tela de juicio 
los beneficios de la sociedad postindustrial, desmintiendo el llamado fin de las 
1 Para Simon no existen “principios” inmutables de administración. Si alguna “teoría” queda implicada, es de la 
que la toma de decisiones constituye el núcleo de la administración, el vocabulario de la teoría administrativa 
debe derivarse de la lógica y de la psicología de la elección humana (Simon, 1988).
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ideologías, lo que propició una serie de movimientos críticos al interior mismo 
de la teoría de la organización. Las relecturas críticas de Marx, Weber y Freud 
no se hicieron esperar. La participación, el poder  y el conflicto o el consenso, 
entre otros, conocieron entonces un más amplio marco de análisis en el que se 
recuperaban algunos aspectos sociales como clave para explicar la organización 
como fundamento de la especificidad del fenómeno  estudiado (Ibarra y Montaño, 
1992).

Históricamente la administración pública se ha observado como una realidad 
social, jurídica, política y económica, los diferentes tratamientos responden a 
las trasformaciones del Estado, gobierno y sociedad, a las diferentes tareas que 
tienen que abordar las administraciones públicas. El predominio de los recursos 
financieros, materiales, humanos, el crecimiento de los servicios que presta el 
gobierno y la exigencia de calidad  en estos, exaltan el cuestionamiento y la vigencia 
de las organizaciones, ponen de relieve los temas eficientistas, gerencialistas u 
organizacionales en la Administración Pública. 

La teoría de la organización sugiere que los administradores públicos actúan 
de acuerdo a un contexto organizacional, las decisiones que se generan en este 
contexto inciden en la conducta de terceros. El contexto organizacional en el 
que se toman las decisiones es moldeado por leyes y reglamentos, conocidos por 
los integrantes de la misma y por tradiciones, conocidas por algunos de los in-
tegrantes. La Administración Pública como la actividad de gobernar, a través de 
sus administradores públicos, deciden cuándo y cómo actuar para orientar la 
conducta de los individuos (Harmon y Mayer, 1999).   

 […] la Administración Pública requiere cada vez más una de una teoría que le permita no sólo 
legitimar una práctica profesional de exigencia creciente, sino también de manera estructural 
y en el plano social, reelaborar los mecanismos de mediación que controlan algunas  de las 
“imperfecciones” del mercado. […] Pero también la Administración Pública requiere de una 
conciencia teórica que les dé legitimidad ética a su discurso y responsabilidad social a su 
práctica; es decir, necesita un conjunto de planteamientos teóricos rigurosos a partir de los cuales 
reconocer sus propias especificidades y su identidad (Ibarra y Montaño, 1992: 57).
  
Más recientemente, el libro de Barry Bozeman (1998: 31) sostiene que: “Algu-

nas organizaciones son gubernamentales, pero todas las organizaciones son pú-
blicas”. La premisa básica del libro de Bozeman es que lo público es una clave 
para entender el comportamiento y manejo de una organización, no sólo en 
dependencias del gobierno, sino virtualmente en todas las organizaciones. En ese 
sentido, lo público no es igual a gobierno. Lo público se refiere al grado en que la 
organización se ve afectada por la autoridad política. Una primera implicación es 
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que prácticamente cualquier organización −del gobierno, empresarial o lucrativa-  
tiene aspectos públicos significativos.2

Otros autores sostienen la dificultad inmediata de cómo enfrentar la diversidad 
que cabe en el rubro de la teoría de las organizaciones. Para Harmon y Mayer 
(1999) hay quienes están a favor de la síntesis: de las escuelas teóricas contendientes 
que ofrecen planteamientos diferentes del mismo objetivo; por lo tanto, deberían 
juntarse los hilos similares y tejerlos en una sola teoría de las organizaciones. 
Otra corriente reconoce abiertamente las diferencias y acude a distintas teorías 
para diferentes propósitos: la teoría de sistemas sirve para evaluar cuestiones 
sistemáticas; la teoría de las series de decisiones, para los problemas de decidir; y la 
teoría de las relaciones humanas, para los problemas interpersonales. En el primer 
caso se intenta crear una gran teoría que articule nuestros conocimientos sobre las 
organizaciones; en el segundo se trata de crear un “cinturón de herramientas” con 
una teoría para cada propósito.

Una preocupación fundamental de la Administración Pública es la toma 
de decisiones. Para el administrador público, esta preocupación siempre está 
envuelta en un tipo particular de contexto organizacional, que puede ser 
fragmentado con fines analíticos; aquí por ejemplo, empleamos el concepto de 
campos organizacionales en los que los administradores públicos actúan y que 
delimitan sus acciones según las funciones que deben desempeñar cada uno. 
Cada organización pública es una respuesta socialmente definida a un conjunto 
de problemas; a saber los que describimos con cierto detalle como problemas 
perversos. Por tanto, las decisiones −grandes y pequeñas- que están organizadas 
en formas públicas y que constituyen la Administración Pública, son también 
respuestas socialmente delegadas a estos problemas perversos. Estos mandatos 
se llevan a cabo en los campos organizacionales, mientras que en la base están los 
vectores normativos de la Administración Pública (Harmon y Mayer, 1999).

Para Ibarra y Montaño la Administración Pública acude a la teoría de 
la organización, destacando los conceptos de estrategia y poder en el plano 
organizacional y el de estructuras en las entidades productivas y oficinas 
burocráticas. El poder, que hasta hace poco tenía un lugar marginal en la 
explicación organizacional, ocupa desde hace poco tiempo el origen mismo del 
accionar en las organizaciones públicas. La estrategia y la estructura constituyen 
dos apartados de esta acción política instrumental racional.  

2 “La idea de que todas las organizaciones son públicas a uno u otro nivel (y de que lo público es una cuestión 
de grado) me parece bastante clara. Pero la teoría corporativa tradicional ofrece amplia evidencia de que no hay 
un acuerdo unánime al respecto. La teoría de la organización genérica, de llegar a tratar lo público, lo entiende 
como sinónimo de gobierno. Del mismo modo, gran parte de la teoría de la Administración Pública, si bien 
otorga importancia a la distinción entre lo público y lo privado, identifica las organizaciones públicas con las 
dependencias oficiales” (Bozeman, 1998: 31).
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La teoría de la organización puede limitar o sesgar el alcance explicativo de las 
organizaciones públicas; pero también puede contribuir en la construcción de este 
marco teórico, tanto como la ciencia política y la economía. La Administración 
Pública no debe caer en el extremo del total aprecio, ni en el desprecio absoluto. 
Esta teoría de la organización requiere ser reorganizada, es decir, repasada una y 
otra vez en función de un objeto de análisis movible y del momento histórico que 
lo rodea. Sólo de esta manera podrá reconstruir la maltrecha relación entre teoría 
de la organización y la Administración Pública.

La Administración Pública,  pensada a la luz de la teoría de la organización,   
observa la naturaleza y funciones del Estado, así como las formas de organización 
que caracterizan la sociedad. Para Ibarra y Montaño (1992), el estudio de la 
Administración Pública puede ser dimensionado desde la teoría de la organización, 
pero no como campo interdisciplinario, sino como espacio plural de reflexión 
en el que se construya una base paradigmática lo suficientemente sólida desde 
la cual abordar la diversidad y multiplicidad de lo organizado, de sus rupturas 
y discontinuidades. Es necesario pensar, el lugar que ocupan los individuos en 
la toma de decisiones, frente a las organizaciones, ¿En efecto las organizaciones 
públicas están diseñadas para representar las voluntades o decisiones de los 
individuos? ¿La racionalidad de los individuos y la toma de decisiones se 
expresan en  las organizaciones públicas? ¿Las organizaciones públicas  limitan la 
posibilidad de participar en la toma de decisiones?   

Cuadro No. 1
Enfoques de teoría de la organización y Administración Pública

Objetos de 
estudio

Caracterización Enfoques

Organización Los temas centrales de estudio son: dirección, estruc-
turas y relaciones humanas.   La Administración Pública 
se piensa  con  la naturaleza y funciones del Estado, así 
como las formas de organización que caracterizan a la 
sociedad. El estudio de la Administración Pública es 
dimensionado desde la teoría de la organización, pero 
no como campo interdisciplinario, sino como espacio 
plural de reflexión en el que pueda conformarse una 
base paradigmática lo suficientemente sólida desde 
la cual abordar la diversidad y multiplicidad de la 
organización.

Clásico
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 Gerencia pública Los temas centrales de estudio son: neorracionalismo, 
neoestructuralismo y la teoría de contingencias. La 
Administración Pública se observa desde la gerencia 
pública como un campo de intersección dominado 
por un conjunto de disciplinas diversas, tales como 
el management, las ciencias de la organización, y las 
ciencias administrativas y las ciencias políticas. La 
gerencia pública puede ser una metodología y define 
al sector público de forma opuesta a la perspectiva 
institucional, definición que encara la crisis y 
separación de los sectores público y privado que el 
management resuelve.

Neoclásico

Gobernanza Los temas centrales de estudio son: análisis longitu-
dinal, interorganizativo, economía organizativa, cul-
tura y aprendizaje organizativo y cambio organiza-
tivo. La Administración Pública se observa  desde la 
gobernanza como una herramienta útil que permite 
comprender la naturaleza política de la gestión pública. 
Esto es así, debido a que regresa la mirada del gobierno 
a actores que se suponían eran aliados naturales de 
la actividad gubernativa. Cuando en realidad dichos 
actores (ONG´s, organizaciones de voluntarios y 
ciudadanos) requieren ser consultados, incluidos y 
representados en las políticas públicas que tendrán 
impacto en su vida cotidiana. 

Contemporáneos

Fuente: elaboración propia con datos de Ramió (1999).

La teoría de la organización ha evolucionado con el paso del tiempo, los 
enfoques clásicos, neoclásicos y contemporáneos han experimentado cambios, en 
cierta medida, como resultado de las diferentes funciones que desempeñan las 
organizaciones. El cambio, evolución o modernización de la teoría de la organi-
zación camina de lo prescriptivo o normativo a lo descriptivo y viceversa. La po-
sibilidad de instrumentalidad de las propuestas organizacionales es una caracte-
rística más para distinguir las teorías de la organización. La teoría de la organización 
es una ciencia social de segunda generación, comparte la misma problemática 
de estudio con la Administración Pública, ciencia política, economía, sociología, 
historia, derecho, antropología, psicología, entre otras. El nuevo institucionalismo 
privilegia las identidades e instituciones en los estudios organizacionales, los 
rasgos informales y formales de las organizaciones, en este punto se encuentra la 
universalidad de la Administración Pública y la especificidad de la teoría de las 
organizaciones (Ramió, 1999). 

La escuela del nuevo institucionalismo considera que las organizaciones reducen 
la incertidumbre, debido a que inherentemente proporcionan una estructura 
preconcebida para la vida organizacional. También forman lineamientos para la 
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interacción humana, a partir de las reglas, normas y comportamientos formales 
e informales que se presentan en un contexto organizacional. En el nuevo 
institucionalismo, la unidad de análisis no es el individuo y sus preferencias, sino el 
conjunto de reglas, normas y tradiciones que existen en las distintas organizaciones 
que conforman el sistema político. El nuevo institucionalismo argumenta que los 
contextos institucionales −políticos, administrativos, económicos y sociales-, 
dentro de los que actúan los individuos, influyen de manera importante sobre el 
comportamiento y la toma de decisiones en las instituciones. 

Racionalidad organizacional y decisión administrativa 

El trabajo de James March y Herbert Simon (1969) sobre la teoría organizacional 
está orientado a poner en juicio el concepto de racionalidad como explicación 
unívoca del comportamiento organizacional desde dos etapas evolutivas: la pri-
mera a partir del concepto de satisfacción y racionalidad limitada; y la segunda a 
partir de las nociones de temporalidad, preferencias y ambigüedad organizacional.

La primera etapa cuestiona el paradigma racional que dominaba en los años 
cincuenta a la disciplina de la Administración Pública.3 Herbert Simon (1988) 
argumenta que los seres humanos no buscan optimizar sus decisiones organi-
zacionales, debido a dos razones: primero, porque la capacidad cognoscitiva de los 
individuos es limitada, ya que no son capaces de captar y procesar la información 
derivada del problema que enfrentan; y segundo, porque las decisiones organi-
zacionales generalmente se toman bajo restricciones presupuestales y de tiempo, 
lo que también hace imposible la optimización o la racionalidad total a la hora 
de decidir. En consecuencia, para Herbert Simon (2007) el modelo racional de 
toma de decisiones que tiene como propósito la optimización de los recursos es 
irreal, por la insuficiencia de recursos y de información que se presenta en las 
instituciones. Simon propone un modelo alternativo en la toma de decisiones or-
ganizacionales, denominado modelo de racionalidad limitada. Este modelo se 
basa en la percepción de que los que toman las decisiones no pretenden “optimizar 
al máximo” los recursos organizacionales, por el contrario, encuentran cursos de 
acción que les “propiciaran resultados aceptables” y mediante los cuales cubren 
los propósitos institucionales de la organización.

Por ello el modelo de racionalidad limitada no pretende decidir con información 
completa, sino asume que las preferencias son aceptables y que el tomador de 

3 Recordemos que el paradigma racional centra su atención en el hecho de que en las instituciones el individuo 
juega un papel fundamental en la toma de decisiones. Y estas decisiones se basan en una suma de intercambios 
en donde las condiciones son ideales, en donde siempre se decide con base en la actitud racional de los indivi-
duos, en un ambiente de certidumbre, pues el enfoque del racional considera que el hombre siempre maximiza 
beneficios y reduce costos.
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decisiones las conoce.4 De ahí el matiz de percepciones entre racionalismo y 
racionalismo limitado. 

Una aportación adicional de March y Simon consiste en identificar el mecanismo 
mediante el que se distribuye la atención organizacional entre las distintas 
subunidades administrativas, de parte de la oficina central que es en donde se 
toman las decisiones. Se argumenta que las organizaciones realizan una distinción 
radical entre desempeño satisfactorio y no satisfactorio, pues es un asunto que está 
fuera de toda ambigüedad. Por ello la atención de las organizaciones se concentra 
en aquellas subunidades cuyo desempeño es calificado como no adecuado, es 
decir, que no cumple con los propósitos sustantivos de la organización. 

La segunda etapa se refiere a la propuesta planteada en la década de los setenta, 
misma que alienta un modelo alternativo para analizar el proceso de toma de 
decisiones en las organizaciones. Éste se refiere a considerar el contexto de los 
problemas y soluciones de las instancias decisorias de la organización como el 
factor más importante. Por ello se afirma que cuando un problema aparece en la 
agenda de la organización, le es asignada una respuesta ya existente o bien, una 
solución de la que los decidores ya tienen experiencia: así algunos problemas son 
resueltos, otros parcialmente y algunos más no son resueltos, por lo que están en 
espera de que vuelvan a la agenda de decisiones bajo otro contexto. 

El concepto de racionalidad en el ámbito del comportamiento organizacional, 
deforma, de manera fundamental, la comprensión de los procesos de toma de 
decisiones en las organizaciones, en virtud de que en muchas ocasiones el concep-
to de preferencia no es compatible con la evidencia sobre el comportamiento 
organizacional, pues las preferencias muestran claros rasgos de ambigüedad.

Además de que es poco factible aceptar el modelo racional, teórica y 
empíricamente, por el hecho de que las preferencias no son estables, consistentes 
y precisas, pues el proceso de decisión de los individuos es, en la mayoría de los 
casos, subjetivo: de ahí la importancia del concepto de racionalidad limitada. 
Se puede afirmar que los estudios del modelo racional explican deficientemente 
la vida organizacional porque no atiende con claridad el amplio margen de 
ambigüedad que existe en las preferencias de los individuos y organizaciones 
(Ibarra, 2010).

4 Cabe señalar que el modelo de racionalidad limitada es la base sobre la que March y Simon diseñan su análisis 
organizacional, pues aunque ese modelo no signifique totalmente un paradigma diferente del modelo racional 
clásico, sí introduce elementos novedosos en el estudio de la toma de decisiones. Para esos autores la escasez de 
recursos organizacionales incorpora el concepto de atención organizacional, como la habilidad que tienen las 
instancias inteligentes para observar y decidir acerca de los procesos que tienen lugar en las distintas subunidades 
organizacionales.
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El cambio organizacional de la Administración Pública como exigencia del 
ciudadano

La Administración Pública como hoy la conocemos nació con el Estado moderno, 
tuvo su origen como un conjunto de órganos bajo la dirección del gobierno, a 
la Administración Pública le correspondían tareas de apoyo y ejecución, tareas 
secundarias respecto a la primaria de dirección política. Con la llegada del Estado 
de Bienestar, esas funciones comenzaron a desarrollarse de manera rutinaria, 
poco profesional y a través de pequeñas burocracias (Baena del Alcazar, 1985).

El tamaño de la Administración Pública creció por el impulso de la inter-
vención del Estado en la vida de la sociedad, el incremento de funciones, tareas 
y servicios que presta; reclamo del mismo número de órganos, presupuesto y 
personal. La gradual diferenciación de funciones, la secularización de la cultura y 
la presencia de instancias que promuevan y conduzcan la participación política de 
los ciudadanos a los tomadores de decisiones consolidaron la neutralidad de los 
actos del Estado y su institucionalización. La profesionalización y la neutralidad 
son fenómenos paralelos que permitieron, el nacimiento y consolidación, de los 
órganos administrativos. La institucionalización de la Administración Pública se 
observa en la transición, de la función ejecutiva caracterizada por el gobierno a 
la actividad del gobierno sujeta a instituciones, directrices y objetivos específicos. 
La Administración Pública prestadora de servicios, que busca el bien común o la 
satisfacción del interés general, normada, regulada y con objetivos claros también 
está expuesta a la interpretación, que en diferentes momentos se presente, del 
poder político legitimado para hacerlo, es decir, el gobierno (Baena del Alcázar, 
2000).      

La crisis de legitimidad del Estado justifica la necesidad de reformarlo y 
reconstruirlo; la globalización hizo imperativa la tarea de redefinir sus funciones. 
Antes de la integración mundial de los mercados, los Estados podían tener 
como uno de sus objetivos fundamentales proteger las respectivas economías 
de la competencia internacional. Después de la Segunda Guerra Mundial, las 
posibilidades del Estado de continuar ejerciendo ese papel disminuyeron. Su 
nuevo rol es el de facilitar que la economía nacional se torne internacional-
mente competitiva. La regulación y la intervención siguen siendo necesarias en la 
educación, en la salud, en la cultura, en el desarrollo tecnológico, en las inversio-
nes de la infraestructura; una intervención que no sólo compense los desequilibrios 
distributivos provocados por el mercado globalizado, sino que principalmente 
capacite los agentes económicos para competir a nivel mundial. La diferencia en-
tre una propuesta de reforma neoliberal y una social-demócrata está en el hecho 
de que el objetivo de la primera es retirar el Estado de la economía, mientras que 
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el de la segunda es aumentar la gobernabilidad del Estado, es dar al Estado medios 
financieros y administrativos para que él pueda intervenir efectivamente, siempre 
que el mercado no tenga condiciones de coordinar adecuadamente la economía. 

En los tiempos del estado absolutista, lo público estuvo catalogado como lo 
estatal, donde las instituciones públicas eran el símbolo de la vida pública. Por 
su parte los súbditos eran un aglomerado que constituía la esfera privada y no 
tenían articulación alguna con el ente estatal. Esta perspectiva se mantuvo con la 
formación y consolidación de los estados nacionales, en donde el Estado mono-
polizó lo público a través del poder político. La sociedad civil confluía en la esfera 
privada, en la que no tenía injerencia con los asuntos públicos, ello propició que 
el Estado se conformara en una centralización y se diera la pauta para la gradual 
burocratización (Olias de Lima, 2006).

Fue con el advenimiento del Estado liberal cuando la esfera de lo público 
sufrió mutaciones considerables, privilegiando la participación del individuo 
sobre el ciudadano en los asuntos públicos y en sus intereses económicos, 
políticos y culturales. En este período lo público se revitalizó, tomó en cuenta a 
los ciudadanos, gobierno, Administración Pública y Estado como los ingredientes 
de la esfera pública, en cada organización convergía el bienestar común (Marshall 
y Bottomore, 2007).  

En la actualidad, “lo público es la superficie dedicada a la convivencia colectiva, 
plural y organizada a partir de la noción de individualidad. En lo público, la 
distinción entre individuo y ciudadano es trascendental. El individuo es reconocido 
por su libertad subjetiva para conseguir fines privados que no trascienden a la 
esfera de lo particular. En tanto que como ciudadano, tiene derecho a ejercer 
su libertad subjetiva pública, lo cual significa que se desenvuelve más allá de su 
privacidad. Esto significa que ingresa a un ámbito donde se identifica socialmente 
con los demás. Es una identificación nacida de necesidades comunes y de valores 
metaindividuales” (Uvalle, 1994: 69). El individuo y el ciudadano son uno mismo, 
pero la diferencia es el espacio a donde están inmersos. El individuo persigue fines 
personales y está regido por el derecho privado. En contraparte, el ciudadano está 
inmerso en la esfera de lo común y entabla relaciones públicas con el Estado, 
gobierno y Administración Pública. En consecuencia, todo lo que haga o deje de 
hacer el ciudadano en la arena social tendrá perjuicios o beneficios públicos. 

Lo público es el marco de acción donde encuentra su raison d´être el Estado, 
por su parte la Administración Pública es la vía institucional para responder a los 
intereses comunes. En la esfera de lo público convergen y divergen ideologías, 
cultura y lenguaje, pero donde todos comulgan es en los intereses de carácter 
público. Cada comunidad sufre problemas donde está inmerso el interés común, 
tales como servicios públicos, salud pública y educación, por mencionar algunas, 
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y es donde el Estado por medio del gobierno debe de entrar en acción para 
solucionar dichas problemáticas.

En la esfera pública están presentes actores como el Estado, ciudadanía y 
Administración Pública. Es la ciudadanía quien desprende el carácter público a la 
colección de instituciones públicas. Por ello cada actor y sus tareas encomendadas 
por derecho, tienen fines públicos mientras se relacione con otros actores en 
la vida pública. En esta dirección, el Estado no monopoliza lo público, si no lo 
comparte con la sociedad abierta para articular intereses y objetivos comunes 
que coadyuven a revitalizar el ente estatal y la esfera pública. Lo que realmente 
monopoliza el Estado es el carácter político, porque el poder político es exclusivo 
del mismo, amén de que el poder político no se comparte, sino se detenta.

Ciertamente en la esfera pública está presente la ciudadanía, que es el motor 
del desarrollo político, social y económico. Sin embargo, los ciudadanos presentan 
una desigualdad en todos los aspectos. Así que las relaciones privadas no tienen 
injerencia en la desigualdad, pero en las relaciones sociales sí se presenta una 
ciudadanía de desiguales. No obstante, todo su marco de acción confluye en un 
imaginario colectivo al que se le denomina sociedad. Todo ese marco de acción 
coadyuva a que el gobierno tenga que resolver peticiones de hombres plenamente 
organizados y participativos. Es decir, una sociedad civil que busca coadyuvar al 
mejoramiento de los espacios públicos a donde converge el bienestar común.

La Administración Pública es un mecanismo dinámico del gobierno, por la 
que ingresan demandas ciudadanas y se da capacidad de respuesta con políticas 
públicas. El aparato administrativo se subordina a la esfera estatal para laborar 
en beneficio de la esfera pública, porque es a donde se justifica su existencia. “El 
Estado surge esencialmente para materializar el bien común, para dar satisfacción 
a las grandes e ingentes demandas y necesidades de la sociedad, para producir y 
garantizar el acceso a los bienes públicos delimitando vía el consenso ciudadano, 
lo que al Estado corresponde y lo que la sociedad compete” (León, 1999: 147). 

En la esfera pública afloran derechos y obligaciones, que es la característica 
primordial de la democracia y por ende de la sociedad moderna. En la actualidad 
−era de la posmodernidad- prevalece una hipercomplejidad en la sociedad 
postindustrial, a donde la divergencia y convergencia son los valores esenciales para 
el progreso y desarrollo de la democracia. Pese a la complejidad de las relaciones 
humanas, la esfera pública parece estar en apogeo, ya que la participación social 
ha sido parte nodal para la mejora de la calidad de vida. En el contexto de la so-
ciedad organizada y del gobierno democrático, sale a flote la importancia de la 
administración del Estado como la organización clave para lograr unir la esfera 
pública, privada y estatal, para trabajar en conjunto y buscar satisfacer el interés 
colectivo (Brunsson y Olsen, 2007).
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La Administración Pública está estrechamente vinculada con la sociedad, la 
causa estriba en que la función primaria es trabajar para el bien común. Trabajar 
en beneficio del interés de la comunidad implica buscar las estrategias idóneas para 
buscar los resultados oportunos y positivos. De tal suerte que la participación de 
la misma sociedad puede ser un puente para solucionar problemas de naturaleza 
pública. Por lo tanto podemos afirmar que la administración gubernamental es 
una organización socialmente necesaria.

El ciudadano como ese sujeto activo en la vida pública puede ser perfectamente 
un colaborador asiduo de la gestión pública, porque mejor que nadie él sabe 
qué hace falta en su comunidad, y conoce algunos vehículos para  resolver los 
problemas de carácter público. Es decir, el ciudadano inmiscuido en lo público 
puede ser un copartícipe de la hechura e implementación de las políticas. Por 
lo tanto, el eje por el cual habría que caminar en los asuntos gubernamentales 
será, pues, regresando al ciudadano en virtud de ser el sujeto más dinámico de 
la figura simbólica llamada sociedad. O dicho de otra forma, el fundamento 
de la administración del Estado, se encuentra en la sociedad, pero la parte más 
dinámica de ésta es el ciudadano activo. Por tanto, no resulta verosímil, pensar en 
una “ciudadanización de la Administración Pública”, esto es, que los ciudadanos 
colaboren a la par del gobierno para mejorar la calidad de la gestión pública. Un 
interlocutor inteligente del gobierno es el ciudadano. En este sentido, una forma 
de repensar la Administración Pública es revalorando la función pública del ciu-
dadano; el ciudadano actual está más inmiscuido en la agenda de gobierno, sólo 
requiere mayores mecanismos para apoyar fehacientemente la actividad de su 
gobierno. 

Los problemas de esclerosis que enfrentan los gobiernos y la fragilidad de 
la democracia, tienen su origen en la llamada crisis de gobernabilidad, desde el 
momento en que las  organizaciones públicas dejan de dar respuesta eficiente 
y procesar las demandas que la sociedad le hace al Estado. Las teorías contem-
poráneas de la organización abordan sus propuestas desde las ideas de la 
gobernanza, donde privilegian la relación de las estructuras, instituciones y pro-
cesos. Los cambios organizacionales son producto de un cambio en los actores, en 
la socialización y en la propia cultura, es decir, en el ambiente, en la cultura y en 
los valores, respectivamente.

El planteamiento por destacar está en el énfasis que dentro de esta corriente 
se pone en la relación Estado-sociedad, para explicar tanto la estabilidad como 
el cambio institucional. En este sentido, los cambios organizacionales que se 
registran no son sino las consecuencias de un cambio gradual. Las instituciones, 
el medio ambiente, los procesos de socialización y el individuo, son las variables 
que integran esta modificación pausada (Espejel, 2013).
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Conclusiones

En la tradición política angloamericana se asigna un papel menos significativo al 
Estado que en la tradición europea continental, pero aun así los institucionalistas 
estadounidenses se preocuparon por estudiar las organizaciones del gobierno. 
Por ejemplo, en Estados Unidos Woodrow Wilson (2002) en su famoso ensayo 
de 1887 sobre la burocracia señalaba lo que el gobierno norteamericano podía 
aprender del gobierno europeo. Asimismo, Congressional Government de Wilson 
fue un intento de lograr que los estudiosos de la ciencia política consideraran los 
problemas del gobierno dividido.

Los primeros filósofos políticos empezaron a identificar y analizar el éxito de 
estas organizaciones en la acción de gobierno, y luego hicieron recomendaciones 
para que se diseñaran otras organizaciones basadas en aquellas observaciones, tal 
como lo sostenía Aristóteles. Thomas Hobbes asistió al colapso de la vida política 
durante la Guerra Civil inglesa y por ello defendió la necesidad de construir 
organizaciones  fuertes para salvar a la humanidad de sus peores instintos. John 
Locke desarrolló una concepción más contractual de las organizaciones  públicas 
e inició el camino hacia estructuras más democráticas. Montesquieu identificó 
la necesidad de equilibrio en las estructuras políticas y estableció las bases que 
tendía a debilitar los gobiernos potencialmente autocráticos. El listado de los 
pensadores políticos podría ampliarse, pero la cuestión fundamental sigue siendo 
la misma: el pensamiento político tiene sus raíces en el análisis y el diseño de las 
organizaciones. Una exitosa contrarreforma, iniciada durante la década de 1980, 
produjo un retorno al fuerte interés anterior por el importante rol que desempeñan 
las instituciones formales e informales en las organizaciones del sector público 
(Sheldon, 2012).

Desde el punto de vista de la teoría organizacional, el nuevo institucionalismo 
tiene sus raíces en el viejo institucionalismo de Philip Seleznick (1996) y sus 
asociados, no obstante, que existen diferencias. Tanto el viejo como el nuevo ins-
titucionalismo comparten un escepticismo con respecto a los modelos de orga-
nización basados en el acto racional y cada uno considera la institucionalización 
un proceso dependiente del Estado que hace a las organizaciones menos racionales 
instrumentalmente al limitar las opciones que pueden seguir.

Durante la década de 1950, la teoría de las organizaciones sufre cambios 
fundamentales. En una primera etapa, el paradigma racional que dominaba 
hasta entonces la disciplina, es cuestionado seriamente en los trabajos de Herbert 
Simon, quien argumenta que los seres humanos no optimizan en sus decisiones 
organizacionales, debido a dos razones: primero, su capacidad cognoscitiva es 
limitada, por lo que no son capaces de procesar toda la información del problema; 
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segundo, las decisiones organizacionales normalmente se toman bajo severas 
restricciones de tiempo y presupuesto. Por tanto, concluye Simon, el modelo 
racional de toma de decisiones como objetivo de optimización de los recursos 
organizacionales es irreal.

Simon propone un modelo de racionalidad limitada, que deja de lado el 
propósito de encontrar la alternativa óptima, no tiene la necesidad de examinar 
exhaustivamente todo el abanico de alternativas posibles. El modelo de 
racionalidad limitada es la base sobre la que Simon y March constituyen su análisis 
organizacional. El modelo introduce nuevos elementos en el estudio de toma de 
decisiones. El más importante es reconocer que las organizaciones operan con 
escasos recursos al tomar una decisión: el tiempo, la información y la capacidad 
para procesar son limitados. Las organizaciones tienen una capacidad limitada de 
atención organizacional.

En una segunda etapa, a principios de 1970, Cohen, March, y Olsen (2011) 
propusieron un modelo alternativo al de racionalidad limitada para describir 
el proceso de toma de decisiones en las organizaciones. El modelo de botes de 
basura (garbage can model) incluye el elemento temporal en el estudio de las 
decisiones organizacionales. En este modelo las soluciones no son diseñadas 
para resolver un problema en particular; por el contrario, toda organización 
tiene permanentemente disponible un abanico de soluciones posibles que flotan 
en sus instancias decisorias. Cuando un problema aparece en la agenda de la 
organización, le es asignada una solución ya existente, situación que se presenta 
de manera fortuita.

En los años subsiguientes, March y Olsen (1997) radicalizan aún más su crítica 
al concepto de racionalidad. Insisten en que el concepto de racionalidad deforma 
de manera fundamental la comprensión de los procesos de toma de decisiones en 
las organizaciones. Su argumento principal es que el concepto de preferencia no es 
compatible con la evidencia del comportamiento organizacional: las preferencias 
cambian a menudo, son ambiguas y en ocasiones los agentes pueden incluso tener 
preferencias inconsistentes.

Los conductistas argumentaban que, para entender la política y explicar los 
resultados, los análisis no se deberían enfocar en los atributos formales de las 
organizaciones  gubernamentales, sino en la distribución informal del poder, en 
las actitudes y en el comportamiento político. Por lo que respecta a la elección 
racional con respecto a la Administración Pública, representa una faceta del 
trabajo en la economía neoclásica que tiene las implicaciones más radicales para 
la teoría de la disciplina. En esta vertiente, se considera al individuo como la 
unidad básica de su análisis, de modo que el tradicional hombre económico es 
reemplazado por el hombre que toma decisiones (Hall, 1983).
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El estudio de las organizaciones  experimenta un renacimiento en todas las 
ciencias sociales. En algunos sectores, este desarrollo es una reacción contra la 
revolución conductual de décadas anteriores, la cual interpretó la conducta 
económica y política colectiva como la consecuencia agregada de la elección 
individual. Los conductistas consideraban a las organizaciones  epifenoménicas, 
la simple suma de las propiedades al nivel individual. Pero su omisión del contexto 
social y de la permanencia de las organizaciones sociales trajo un costo muy alto, 
especialmente en un mundo en el que las organizaciones sociales, políticas y 
económicas se han expandido, se han vuelto considerablemente más complejas y 
cuentan con más recursos, son más importantes para la vida colectiva.

Es latente la necesidad de continuar reflexionando, sobre la teoría de la 
organización para la Administración Pública y la relación que guarda la partici-
pación ciudadana en el contexto de las organizaciones de naturaleza pública, 
es decir, continuar replanteando, sí en efecto las organizaciones públicas están 
diseñadas para albergar la posible incidencia en la toma de decisiones a través de 
la participación ciudadana. 

Los gobiernos no son de ninguna manera los principales impulsores del cambio 
social, tampoco son capaces por sí solos de producir los adelantos deseados. 
No obstante, cumplen un papel clave en la orientación y la macrogestión que 
demandan las transformaciones sociales, incluyendo la movilización y supervi-
sión de los múltiples actores que hacen falta para lograrlas.  Esto aún es más 
cierto en América Latina, donde privan fuertes características socioculturales que 
impiden su transformación; por consiguiente, no basta con otorgar facilidades 
a los actores del cambio: es esencial que el Estado asuma un papel mucho más 
activo y responsable.

Esta tarea del Estado, hacer que ocurran las transformaciones sociales, es la 
que debería constituir el centro de los esfuerzos de una verdadera reforma del 
Estado y centro de atención de la teoría de la organización.  Por el momento, no 
hay ningún modelo universal óptimo para el Estado, fuera del nivel de valores 
como la democracia.  Cierto que todos los Estados modernos cumplen algunas 
funciones compartidas, tales como la provisión de servicios sociales y la gestión 
macroeconómica, no obstante, los estados cumplen diversas tareas que requieren 
que sus características se ajusten a las funciones y necesidades específicas.

La rápida transformación de la sociedad requiere una intervención selectiva 
entre los principales impulsores del futuro,  en algunas medidas para reducir 
los efectos antagónicos. Para lograr la transformación acelerada es necesario 
añadir, adicionalmente a las grandes estrategias ya mencionadas, un alto grado 
de capacidad de seguimiento para identificar los principales cuellos de botella que 
necesariamente deben removerse.
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Por consiguiente, debe establecerse una función de monitoreo y evaluación 
del proceso social, independientemente de las responsabilidades de formulación 
y ejecución de políticas, los hallazgos y pronósticos de esa función tendrán que 
servir de insumo para la toma de decisiones, complementados por arreglos 
que permitan presentarles resúmenes de información crítica a los principales 
responsables de la formulación de políticas.

El cambio organizacional es la capacidad de percibir y atender los cambios y 
sus reflejos sobre el hombre y la institución,  adaptarse a las sugerencias de los 
hechos nuevos y si fuera posible anticiparse a la llegada de los cambios. Atender 
los nuevos hechos, pasa a ser una condición vital para la organización.

El proceso de cambio al interior de las instituciones es una característica de los 
organismos vivos. Vida es sinónimo de cambio. Por ello las instituciones públicas 
tienen que adaptarse a los cambios externos e internos, y para hacerlo tienen que 
introducir cambios en sus estructuras.

Es debido a ello que el estudio de las organizaciones públicas y su presencia 
ante la sociedad ha adquirido un renovado interés, sobre todo en aquellos países 
más vulnerables a los cambios internacionales. Por eso es aventurado afirmar que 
el cambio y la complejidad organizacional, no son el signo de nuestros tiempos. 
Se habla de la modernización de la Administración Pública, con la premisa del 
conflicto inherente en las organizaciones, desde diversos puntos de vista, sin 
embargo es necesario determinar cuáles son los puntos referenciales que originan 
el cambio, se puede partir desde tres categorías de análisis: eficiencia, eficacia y 
legitimidad.
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El rol de las instituciones en garantizar 
el acceso a la información en el Estado de México

The role of institutions in guaranteeing the information
access in Mexico State

Gabriel Reyes Jaramillo*

1. Introducción

En los últimos años se han popularizado los conceptos de acceso a la información, 
la transparencia y corrupción de cuentas. Tanto que son una moda en los discursos 
de los gobernantes. Más aun con la retórica manejada por el Presidente de los 
Estados Unidos Mexicanos que sigue enfatizando esta situación. 

Empero, ¿Será solamente un deber del servidor público ser transparente? ¿Sólo 
los servidores públicos tienen la encomienda de combatir la corrupción? ¿La 
corrupción se da solo en el gobierno? ¿Los órganos garantes de la transparencia 

* Maestra en Administración Pública y actualmente estudia el Doctorado en Administración Pública en la 
Universidad Anáhuac, campus norte, Ciudad de México. Correo electrónico: paojimh@hotmail.com

Resumen: 
El INFOEM, desde su creación ha sido el 
principal ente vigilante y promotor del acceso 
a la información pública y la transparencia con 
que cuenta el Estado de México. A lo largo de 
estos 15 años el instituto se ha fortalecido de 
manera considerable en cuanto a personal e 
infraestructura. Sin embargo, en materia del 
desarrollo de sus funciones se ha metido a una di-
námica interna y burocrática de procesamiento de 
solicitudes de información que lo ha limitado al 
exterior en el desarrollo y promoción de la cultura 
de transparencia con la ciudadanía, la cual sigue 
siendo una tarea pendiente en su agenda. 
Palabras clave: Acceso a la información, 
transparencia, instituciones.

Abstract
INFOEM, since its creation, has been the main 
watchdog and promoter of access to public 
information and the transparency that the State 
of Mexico has. Throughout these 15 years the 
institute has strengthened considerably in terms of 
personnel and infrastructure. However, in terms of 
the development of its functions, an internal and 
bureaucratic dynamic of processing requests for 
information has been placed, which has limited 
it abroad in the development and promotion of a 
culture of transparency with citizens, which remains 
a pending task in the agenda.
Key words: Access to information, transparency, 
institutions.
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realmente están impactando a nivel social? todas estas interrogantes derivan en 
el presente documento que tiene como propósito identificar en rol que juega el 
INFOEM en la construcción de garantizar el acceso a la información y la promoción 
de una cultura de transparencia en el Estado de México y sus municipios.

En este sentido este artículo se ha estructurado en diferentes apartados. El 
primero referido al acceso de la información. Donde se describe el fundamento 
legal de éste y su relación con la transparencia. 

El segundo, enfocado al rol que tienen las instituciones en la limitación de 
la conducta individual, para lograr establecer normas y en este caso específico 
relativas a la promoción de la cultura de transparencia, destacando el papel del 
INFOEM en esta actividad.

El último apartado hace referencia a las principales limitaciones y beneficios 
que presentan el acceso a la información y la transparencia. Finalmente, se 
muestran las conclusiones de este documento.

3. Generalidades del Acceso a la Información

Después de la segunda mitad del siglo XX se gestaron grandes cambios políticos, 
económicos y sociales originados con la transición de regímenes autoritarios 
hacia unos eventualmente democráticos, en los que aspectos tales como el voto, la 
participación ciudadana, la legitimidad, el acceso a la información, la transparencia 
y rendición de cuentas son pilares fundamentales para la consolidación de los 
mismos (Guerrero 2008). Esta dinámica global dio origen a una nueva forma 
de organización política y administrativa en la que los asuntos de interés común 
manejados por el gobierno pueden ser sometidos al escrutinio público.

En lo que respecta al Acceso a la Información Pública (AIP) cabe señalar 
que ha sido definido como un derecho de los ciudadanos para solicitar y recibir 
información de las dependencias gubernamentales Cantú et. al. (2011), Naessens 
(2010), Sánchez (2011), (INFO, 2019) y (Hill, 2012). Este derecho, afirma Uvalle 
(2012), es propio de los sistemas democráticos, en los que sus habitantes tienen 
calidad de ciudadanos y no de súbditos, por tal motivo debaten, analizan y solicitan 
una rendición de cuentas sobre el desempeño de los funcionarios públicos que los 
gobiernan. 

2.1 El fundamento legal del acceso a la información

La reforma constitucional de 1977 incluyó en el artículo seis de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) que “el derecho a la 
información sería garantizado por el Estado”. Sin embargo, fue en el marco de 
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la alternancia política del año 2000 que los temas de acceso a la información, 
transparencia y rendición de cuentas cobraron relevancia, debido a la acumulación 
de casos de corrupción e impunidad que se tenían en ese momento (Villanueva, 
2012). Este contexto político permitió que estos temas se presentaran como 
elemento discursivo y aspiración administrativa para combatir la corrupción en 
los diversos órdenes de gobierno del país (Peña y Ruelas, 2012).

Este artículo constitucional señala que toda información generada por cualquier 
autoridad como parte del ejercicio de recursos gubernamentales es pública y que 
en la interpretación de la ley aplicará el principio de máxima publicidad (Fracción 
I). Asimismo, establece que los sujetos obligados deben documentar sus actos 
derivados de la aplicación de sus facultades, competencias o funciones (Fracción 
II) y deben preservar sus documentos en archivos administrativos y mantenerlos 
actualizados para su publicación en medios electrónicos disponibles (Fracción 
V). De igual manera señala que cualquier persona, sin tener que acreditar interés 
alguno o justificar su utilización, puede tener acceso gratuito a la información 
pública, a sus datos personales o a la rectificación de los mismos (Fracción III).

Por tal motivo, ya no es suficiente que las personas que trabajan en el 
servicio público se limiten al cumplimiento formal de sus obligaciones y deberes 
practicando la cultura del secreto. Sino que dentro de un sistema democrático 
el AIP implica que los gobernantes deben documentar sus acciones de trabajo y 
realizar las acciones pertinentes para que esta información se muestre de forma 
sencilla y comprensible a los ciudadanos. 

En este sentido, es necesario fomentar en ellos, los servidores públicos, los 
valores, modelos o pautas de conducta que les ayuden a desarrollar su trabajo en 
función de los intereses generales de la sociedad. Luego entonces, también se debe 
promover la participación de la ciudadanía sobre las denuncias de actos ilícitos que 
favorezcan un mejor control de la conducta de los servidores públicos, combatir 
los contravalores y reinstalar a la ética pública en el lugar que le corresponde 
dentro del ámbito de la Administración Pública (Naessens, 2010). Ya que abrir la 
comunicación entre gobierno y sociedad permite a los ciudadanos conocer lo que 
hacen los gobernantes (Obama, 2009). 

Asimismo, el artículo seis constitucional en su fracción cuatro señala que se 
establecerán los mecanismos de acceso a la información y procedimientos de 
revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos. Entre las 
estrategias implementadas para garantizar el AIP se establece la creación de un 
organismo encargado de vigilar que se cumpla la ley en materia de la transparencia 
de la información pública que ostentan las dependencias gubernamentales, el cual 
tiene su fundamento en la fracción ocho al determinar lo siguiente:
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“La Federación contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad 
para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, responsable 
de garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la información pública y a la protección 
de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. 
El organismo autónomo previsto en esta fracción, se regirá por la ley en materia de transparencia 
y acceso a la información pública y protección de datos personales en posesión de sujetos 
obligados, en los términos que establezca la ley general que emita el Congreso de la Unión para 
establecer las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de este derecho. 
En su funcionamiento se regirá por los principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, eficacia, objetividad, profesionalismo, transparencia y máxima publicidad. 
El organismo garante tiene competencia para conocer de los asuntos relacionados con el acceso 
a la información pública y la protección de datos personales de cualquier autoridad, entidad, 
órgano u organismo que forme parte de alguno de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier 
persona física, moral o sindicatos que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad 
en el ámbito federal; con excepción de aquellos asuntos jurisdiccionales que correspondan 
a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cuyo caso resolverá un comité integrado por 
tres ministros. También conocerá de los recursos que interpongan los particulares respecto 
de las resoluciones de los organismos autónomos especializados de las entidades federativas 
que determinen la reserva, confidencialidad, inexistencia o negativa de la información, en los 
términos que establezca la ley.
El organismo garante federal, de oficio o a petición fundada del organismo garante equivalente 
de las entidades federativas, podrá conocer de los recursos de revisión que por su interés y 
trascendencia así lo ameriten.
La ley establecerá aquella información que se considere reservada o confidencial.”

De esta manera se comenzó a gestar la base legal del AIP, estableciendo los 
lineamientos generales que posteriormente se irían detallando con la creación de 
leyes. Tal como se dio en el año 2002 con la aprobación de la Ley de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental (LTAIPG) y en el 2003 con la 
creación del Instituto Nacional de Acceso a la Información Pública Gubernamental 
(INAI) se fortaleció la obligación del gobierno para transparentar los asuntos 
públicos al escrutinio de la sociedad. Esta dinámica del gobierno federal creó 
sinergia en todas las entidades federativas, de modo tal que en el año 2007 todos 
los estados contaban con una ley de acceso a la información (INAI, 2013).

Posteriormente, se creó la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (LGTAIP) el 4 de mayo de 2015, la cual considera el acceso 
a la información como un derecho del ser humano:
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“Artículo 4. El derecho humano de acceso a la información comprende solicitar, investigar, 
difundir, buscar y recibir información. 
Toda la información generada, obtenida, adquirida, transformada o en posesión de los sujetos 
obligados es pública y accesible a cualquier persona en los términos y condiciones que se 
establezcan en la presente Ley, en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, la Ley Federal, las leyes de las Entidades Federativas y la normatividad aplicable en 
sus respectivas competencias; sólo podrá ser clasificada excepcionalmente como reservada 
temporalmente por razones de interés público y seguridad nacional, en los términos dispuestos 
por esta Ley”.

Con toda esta base legal y de instituciones el AIP se convirtió en una herramienta 
esencial para la transparencia, el combate a la corrupción y el mejoramiento de 
la calidad de la democracia mexicana, la cual se ha visto signada por una cultura 
de secreto y por organismos públicos cuyas políticas y prácticas de manejo físico 
de la información no están orientadas a facilitar su acceso a la sociedad (Álvarez, 
2007). De modo tal que “si el Estado obliga a cumplir la ley, también tiene la 
obligación de garantizar el derecho de acceso a la información con la política 
pública de transparencia” (Uvalle, 2012:31). 

2.2 El acceso a la información como base de la transparencia

Pese a que la transparencia y el acceso a la información pública se han utilizado 
como un mismo tema, cabe hacer la precisión que son dos cuestiones distintas: 
el acceso a la información se trata de un derecho fundamental que debe ser 
garantizado de manera igual para todos los ciudadanos, con independencia de su 
lugar de origen o residencia (Merino, 2006). Pero la transparencia lleva también 
a la definición de una política destinada a modificar las prácticas tradicionales de 
gestión pública. 

Por tal motivo el AIP y la transparencia deben ser valores y características 
de la gestión pública en un país democrático, cuya vigencia depende de los 
reclamos sociales. Los cuales deben expresarse objetivamente en las solicitudes de 
información. Puesto que las burocracias en general son “cerradas”, más proclives 
a la reserva, la confidencialidad y el secreto, se requiere de una fuerza externa que 
logre abrirlas para que, metafóricamente hablando, reciban la luz del escrutinio 
social y la valoración de su desempeño (Barrera, 2010). 

De esta forma el control efectivo del estado solo se garantiza cuando la 
transparencia se adopta, mediante un sistema de reglas y órganos que regulan la 
actividad de los funcionarios para evitar que las autoridades políticas y los cuadros 
burocráticos se sustraigan a la vista de los ciudadanos (Uvalle, 2012). De ahí viene 
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la importancia de que la sociedad participe, entienda y valore la transparencia 
como una institución útil para la vida en común, no como un mal inevitable. 
Después de todo la cultura de la transparencia fomenta la rendición de cuentas, 
legitima a las instituciones públicas y establece un puente de comunicación entre 
la sociedad y el gobierno (INFOEM, 2011).

Lo público del Estado es entonces una condición indispensable para que el 
ejercicio del poder no sea faraónico, sino que favorezca más la convivencia de 
los opuestos dando vigencia a relaciones de igualdad y equidad, que se sustentan 
como principios irrenunciables de la sociedad civil moderna (Uvalle, 2007).

Respecto a lo anterior, es pertinente señalar entonces que la transparencia 
busca reducir la zona de incertidumbre que tienen los ciudadanos respecto a lo 
que hace el gobierno, por ello los gobernantes siempre buscan no dar a conocer 
la información que pudiera poner en peligro la legitimidad del Estado o violentar 
sus intereses, ya que esto impediría seguir maximizando sus propios beneficios 
(Crozier y Friedberg, 1990). Asimismo, manipulan la información para que ésta 
solo evidencie los logros obtenidos durante su gestión y oculten los rezagos, 
problemas y corrupción que se generan en la misma. 

En todo este contexto cabe hacer la precisión de Fox et. al. (2011) que afirman 
existen dos tipos de transparencia: 

1.	La transparencia clara, que refleja cómo se comportan realmente, en la 
práctica, las instituciones: qué decisiones toman, cómo las toman, a dónde 
va a dar su dinero y cuáles son los resultados tangibles de sus acciones. 

2.	La transparencia opaca, que se refiere a la entrega de información disponible 
solo nominalmente; es decir, está accesible en teoría pero no en la práctica, 
son datos cuya significación no es clara o información que se difunde pero 
que resulta no ser confiable.

En resumen, se debe precisar que la transparencia solamente se puede lograr 
cuando se tiene información y se garantiza el acceso a la misma. Ya que sin 
información no hay transparencia (Barrera, 2010).

3. El Rol de las Instituciones Pro-Transparencia

La institución entendida como el conjunto de normas, reglamentaciones, 
supuestos y sobre todo rutinas (March y Olsen, 1997) cobra importancia debido 
a que independientemente de que su estructura formal o informal, la institución 
trasciende al individuo. Es decir, cuando una actividad se institucionaliza se 
sigue haciendo independientemente de quien esté desempeñando el cargo en la 
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organización (Peters, 2003). Ya que las instituciones, señala North (1990), son 
las reglas del juego en una sociedad u organización, que sirven para crear orden, 
limitar la conducta individual y reducir la incertidumbre. 

No obstante, las organizaciones son también realidades humanas y, en ese 
sentido, su comportamiento no atiende únicamente a su vida formal –normativa y 
prescriptiva-, sino a un cúmulo de relaciones informales que las caracterizan como 
un sistema de convivencia plural que se nutre de aspiraciones, ideologías, valores y 
motivaciones que son fundamentales para la comprensión de su funcionamiento 
(Uvalle, 2012), ya que éstas se manifiestan por conflictos de interés, cotos de poder 
que limitan a los actores políticos con incentivos y restricciones (Steinmo, 2001), 
por tal motivo cumplen una función crucial en la dinámica del sistema, ya que al 
influir positiva o negativamente en el desempeño individual afectan de manera 
global al sistema (Powell y Dimaggio, 1999).

Asimismo, dado que en las instituciones se generan relaciones informales 
que afectan el orden organizacional, es aquí donde la institución cumple su 
papel fundamental, ya que puede crear leyes formales y considerar las prácticas 
informales para diseñar una práctica administrativa transparente desde adentro, 
lo que en términos de Arelleno (2007) es hacer endógena la transparencia. Es decir, 
considerarla como parte de la vida diaria de la actividad gubernamental, teniendo 
presente también que existen factores políticos que pueden poner resistencia a la 
misma y por lo tanto diseñar estrategias para vencerlos. En términos de Crozier 
y Friedberg (1990) se trata de crear reglas formales dentro de la organización en 
relación a garantizar el AIP y la transparencia para se oficialice su funcionamiento 
y se reduzcan las fuentes de incertidumbre, se regularen los comportamientos de 
los individuos y se restrinja la libertad de acción de los individuos o grupos que 
pudieran cometer actos ilícitos. 

Empero, aunque las leyes de transparencia y acceso a la información (como 
institución formal) son un requisito clave para que el poder no sea sordo ni ciego 
ante los derechos de los ciudadanos, no son suficientes para el éxito de la política 
de transparencia (López, 2006). Ya que en las instituciones de transparencia se 
vive un escenario de temor por el uso que se le vaya a dar a la información. No 
solo de efectos partidistas sino de seguridad de los mismos funcionarios. Es por 
ello que la no participación de la sociedad favorece la opacidad del gobierno 
(Barrera, 2010). 

En este contexto tiene pertinencia la reflexión de Michels (1992) cuando 
señala que la organización es reflejo de su líder, por lo que, si éste no está a favor 
de incorporar la transparencia como parte de la vida cotidiana de la institución, 
el AIP solo será parte del discurso. Es por ello que las modificaciones a la ley de 
transparencia son indispensables para llevarla a la práctica, ya que no siempre 
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todos están adaptados a los nuevos cambios institucionales y sociales o son del 
interés y acceso a la información pública (Jiménez, 2012). 

Como se mencionó antes, en ocasiones las autoridades evitan que las leyes 
puedan convertirse en un instrumento a través del cual ciudadanos o medios de 
comunicación puedan cuestionar su gestión antes de que ellos abandonen el cargo. 

“En la gran mayoría de las entidades federativas, las autoridades legislativas (en conjunción con 
las ejecutivas) han diseñado y aprobado leyes de transparencia que, con su diseño actual, tendrán 
una incidencia baja o nula tanto en la conformación de un sistema institucional de rendición de 
cuentas como en la generación de una cultura de transparencia” (Guerrero y Ramírez, 2006).

En México, las constantes disputas entre los legisladores de los diferentes 
partidos políticos imposibilitan la creación de leyes que atienden a la sociedad y 
no a sus intereses. Situación que imposibilita la construcción de un plan general 
a largo plazo que permita tener un mejor país. Los legisladores se han centrado 
en crear leyes sin evaluar el impacto que éstas generan, o sin considerar las 
precisiones operativas correspondientes. 

En particular, las leyes relativas a la transparencia estatal deben ser mejoradas en 
todas las entidades federativas para que crezcan los esfuerzos de democratización 
en México (Dolz, 2011). En todo caso, como argumenta Majone (1997), las 
disposiciones normativas sirven de restricciones a las políticas públicas y dan 
pie a que se negocie su interpretación, entendimiento y aplicación, procurando 
favorecer los intereses que cobijen los grupos o personajes que en ella intervienen.  

3.1 El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos Personales del Estado de México y Municipios

El Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 
de Datos Personales del Estado de México y Municipios (INFOEM) tiene su 
fundamento en el Art. 5 Frac. VIII de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de México que establece lo siguiente:

“Estado contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica y de gestión, con 
capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, 
responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de transparencia, acceso a la información 
pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos 
que establezca la ley”.
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Este organismo autónomo tiene como misión constituirse como un órgano 
garante del derecho de acceso a la información pública y la protección de los datos 
personales en el Estado de México, a través de la promoción oportuna y dinámica 
de la cultura de la transparencia. Por su parte la visión consiste en actuar como 
un órgano garante confiable y seguro, que garantiza y salvaguarda, con seriedad y 
apego a las leyes, el derecho de acceso a la información pública y la protección de 
los datos personales en el Estado de México (INFOEM, 2019 a). Asimismo, cabe 
hacer mención que sus fines radican en:

1.	Garantizar el derecho de acceso a la información pública y la protección de 
los datos personales, mediante la interpretación y la aplicación de la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y 
Municipios y la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los 
Sujetos Obligados del Estado de México y Municipios;

2.	La resolución de los recursos de revisión, la vigilancia de su cumplimiento 
por parte de los sujetos obligados;

3.	Fomentar la transparencia y la rendición de cuentas, a través del contacto 
cercano y permanente con la sociedad mexiquense (INFOEM, 2019 b).

Para cumplir con sus fines, el INFOEM ha realizado una serie de actividades 
para promover la cultura de la transparencia:

Tabla 1. 
Actividades realizadas por el INFOEM 2004-2018

Actividad Número
Seminario-Taller 2
Conferencias 60
Coloquios 1
Reuniones en Materia de Transparencia y Acceso a la Información 24
Foro 6
Jornadas de transparencia 1
Pláticas informativas 11
Capacitaciones 41
Protocolo de colaboración 1
Pláticas informativas 48
Asesorías 2954
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Conversatorio 2
Jornadas 8

Fuente: Elaboración propia, con datos de los informes del INFOEM.

En los informes del INFOEM se puede apreciar cómo las sesiones del pleno 
se enfocan a resolver situaciones de recursos de revisión e inconformidad que 
presentan los solicitantes a los sujetos obligados. En los que en muchos casos no 
son situaciones propias de los funcionarios públicos, sino desconocimiento de los 
ciudadanos cuando piden información. 

En este sentido la tabla 1, permite apreciar cómo el instituto ha intentado 
promover la cultura del acceso a la información y transparencia con la ciudadanía, 
pero las demandas de solicitudes de información son demasiadas que el personal 
resulta insuficiente. Sin embargo, todo este trabajo interno ha limitado la 
participación hacia el exterior. 

Destaca el rubro de asesorías con un total de 2,954 registros, como el elemento 
más recurrente de atención ciudadana, por lo que además de la página web se 
intuye que existe también el medio físico como otro mecanismo de solicitudes de 
información. 

Asimismo, como parte de sus mecanismos de acceso a la información creó su 
página web. En la cual se presenta información relativa al desempeño del Instituto 
y las vías de cómo los ciudadanos pueden tener acceso a la información de los 
sujetos obligados, ya que a través de su portal se concentra la información relativa 
a la transparencia.
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Imagen 1. 
Pantalla principal de la página web del INFOEM

Fuente: http://www.infoem.org.mx/src/htm/quienesSomos.html [8/10/2019]

La página web del INFOEM tiene una serie de sistemas que permiten tener 
acceso a la información pública de los sujetos obligados, corrección de datos 
personales, presentar quejas o denuncias, entre otras alternativas, tal como se 
muestra en la tabla 2:

Tabla 2. 
Sistemas de acceso a la información pública del INFOEM

Nombre Descripción
SAIMEX Es un sistema a través del cual se realizan solicitudes de información en 

vía electrónica. Es necesario crear un usuario y una contraseña para poder 
realizar la solicitud correspondiente.

SARCOEM Es un sistema web a través del cual se puede solicitar la corrección de datos 
personales, 

IPOMEX Es un sistema a través del cual se puede consultar la información pública 
de los sujetos obligados.

Plataforma Nacional 
de Transparencia

Es un sistema que funciona como buscador de la información pública a 
nivel nacional.
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Centro de atención 
telefónica

Permite a los usuarios recibir información telefónica sobre las funciones 
que desempeña el instituto.

Sistema de registro 
de denuncias

Permite realizar denuncias de irregularidades que se presentan con los su-
jetos obligados.

Fuente: Elaboración propia con datos del INFOEM.

Cabe destacar que la información que más se proporciona a través de estos 
mecanismos es la relativa a requisitos de trámites, costos de servicios, tiempos 
de respuesta, localización de oficinas, en las que se puede desahogar el trámite en 
cuestión o conseguir el servicio deseado, horarios de atención, de entre los más 
relevantes (Barrera, 2010).

4. Principales beneficios y limitaciones del acceso a la información pública y la 
transparencia en México

Es pertinente señalar también que, si bien las leyes de transparencia han intentado 
establecer las condiciones, los procedimientos y los órganos específicos para hacer 
posible que se cumpla el derecho de acceder a la información pública, también 
han establecido restricciones diferenciadas que tienden más a privilegiar el interés 
de los propios poderes públicos que el derecho de las personas (Merino, 2006). 

Por tal motivo la aprobación de las leyes de transparencia locales plantea la 
posibilidad de que los gobernantes solo tengan la intención de mejorar su imagen 
y la de sus partidos durante los procesos electorales, más que la intención de ser 
realmente transparentes (Guerrero y Ramírez, 2006).

Aun cuando la ley no es condición suficiente para la transparencia, sí es necesaria. 
Por ello se debe revisar exhaustivamente para garantizar su funcionamiento ya que 
cuando ésta no es bien diseñada se convierte en un obstáculo para la transparencia 
(Guerrero, 2008). 

Asimismo, señala Merino (2006) se ha demostrado que las legislaciones 
estatales de transparencia promulgadas plantean diferencias sustantivas que 
limitan y complican el acceso a la información. En la práctica, esas normas 
generan obligaciones y procedimientos muy distintos respecto a la forma en que 
los particulares pueden acceder a los documentos producidos por los poderes 
públicos de las entidades federativas y sus municipios. Y en ese sentido, actúan en 
contra de la igualdad jurídica de los ciudadanos.

En el Estado de México, señala Barrera (2010), se buscó que las reformas tuvieran 
operación más eficaz, para ponerlas a tono con los cambios constitucionales del 
país. Situación que, para funcionar correctamente, requiere la participación de los 
particulares para que reconozcan los tipos de información contenidos en la Ley, 
así como los medios de impugnación a su alcance. 
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En este sentido se debe tener presente que una sociedad informada y que 
participa para organizarse es el mejor aliado para las labores gubernamentales. 
Este tipo de relación entre el gobierno y la sociedad es un factor clave para 
construir la responsabilidad democrática en la función pública. Esto ayudaría a 
superar la desconfianza de los ciudadanos en el gobierno y permitiría crear las 
condiciones para que las situaciones que parecen “maldiciones eternas (Barzelay, 
1998).

De igual manera, para garantizar el estado de derecho se debe fortalecer y 
aplicar el sistema de sanciones por incumplimiento de la ley, ya que los mecanismos 
para sancionar a quienes no cumplen la ley son insuficientes, los políticos se han 
burlado literalmente de la ley y del instituto. 

Hoy se puede pedir información al Gobierno, pero como no hay un costo 
político importante para el que niega información, la ley ha demostrado ser 
ineficiente. Una ley que no sanciona el incumplimiento simplemente no se 
cumple (Dolz, 2011). En busca de que el espacio público sea realmente público, y 
en donde el gobernante asimile que están para servir y no para servirse. 

En suma, se ha avanzado en la estandarización de portales que permiten con-
trolar la forma en que se debe organizar la información pública. Asimismo, con 
las leyes se ha podido limitar la conducta de los funcionarios para evitar la 
corrupción. Se han fortalecido las condiciones de infraestructura y tecnología del 
INFOEM pero se encuentra aún limitada la promoción de la cultura de acceso a 
la información y la transparencia por parte de la ciudadanía.

4.1 Los beneficios del acceso a la información y la transparencia

Como se ha señalado anteriormente el acceso a la información pública es la 
base de la transparencia, ya que permite a los ciudadanos conocer el quehacer 
gubernamental. Por tal motivo si se generan las condiciones reales de su 
operatividad puede traer grandes beneficios tales como los siguientes:

1.	 Permite conocer y dar seguimiento a las acciones que realizan las 
autoridades.

2.	 Ayuda a promover la transparencia y la rendición de cuentas de los Sujetos 
Obligados.

3.	 Fortalece la confianza entre la sociedad y las autoridades.
4.	 Fomenta la participación social en las decisiones y los asuntos públicos.
5.	 Mejora la calidad de vida de la sociedad, con información útil para pedir 

becas, subsidios o distintos apoyos gubernamentales.
6.	 Legitima a las instituciones públicas y establece un puente de comunicación 

entre la sociedad y el gobierno.
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7.	 Facilita la comunicación y propicia una relación más comprensiva entre los 
seres humanos, al tiempo que permite ejercer vigilancia.

8.	 Promueve la operación ordenada y eficiente de los mercados financieros 
porque mantiene mejor informados a los participantes.

9.	 Reduce las oportunidades de corrupción.
10.	 Permite conocer la información que, como bien público, interesa a los 

miembros de la sociedad, desde el momento en que la vida civil es la fuente 
que genera los datos que se convierten en motivo de interés público para 
institucionalizar el derecho de acceso a la información.

11.	 Se avanza hacia una nueva gobernanza que tiende hacia la democratización 
y vigilancia del aparato estatal.

12.	 Eleva la probabilidad de detectar errores y, a su vez, de prevenirlos o 
corregirlos para mejorar la calidad de la gestión gubernamental. 

13.	 El principio de publicidad empieza a arraigarse en las prácticas 
institucionales del Estado mexicano.

14.	 Empieza a diluirse el paradigma, de la administración unilateral, pudorosa 
y celosa por cuanto conocedora única de los datos públicos.

15.	 Facilita a los ciudadanos la institucionalización del derecho a la información, 
para conocer y evaluar la acción de los gobernantes. Asimismo, restringe 
los secretos de Estado.

16.	 Favorece la gobernanza y democracia. 
17.	 La transparencia contribuye a mejorar la eficiencia gubernamental ya que 

se impide el desvío de funciones de la burocracia. 
18.	 Los documentos y archivos serán administrados sobre la base de reglas más 

puntuales y operativas.
19.	 Permite a las personas encontrar información que fácilmente pueden 

consultar y usar.
20.	 Permite combatir la corrupción.
21.	 Permite establecer marcos de medición y comparación del desempeño, 

evita la duplicidad de funciones y contribuye a una mayor eficiencia 
gubernamental.

22.	 Promueve la operación ordenada y eficiente de los mercados financieros 
porque mantiene mejor informados a los participantes y perfecciona el 
desempeño económico. 

23.	 Se reconoce el derecho de los ciudadanos a ser informados por el político 
(Reyes, 2017)
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4.2 Las limitaciones del acceso a la información y la transparencia

Por tal motivo, cabe hacer la precisión que para lograr el pleno ejercicio del 
derecho de acceso a la información no es tarea fácil, debido a que se tienen varias 
limitantes organizacionales que dificultan su cumplimiento. Situación que de 
acuerdo con Reyes (2017), demuestra la incapacidad del Estado para cumplir con 
sus obligaciones.

1.	 La falta de organización de archivos, de información histórica y bases de 
datos son un gran obstáculo para la transparencia. 

2.	 El no contar con indicadores de medición dificulta crear parámetros para 
su medición y saber si se está avanzando o retrocediendo en materia de 
transparencia.

3.	 Los sujetos obligados se limitan a la publicación de cierto tipo de 
información en una página web.

4.	 El acceso a la información y la transparencia no forman parte del diseño 
organizacional de las instituciones.

5.	 Las fallas de operatividad de los cabildos y Estados; la falta de veracidad en 
la información pública.

6.	 La falta de su incorporación a la cultura y realidad organizacional.
7.	 La ausencia de sistemas apropiados para el manejo de información.
8.	 La falta de equipos de cómputo, capacitación del personal y modernización 

del gobierno; 
9.	 La ausencia de la aplicación de sanciones por incumplimiento de la ley.
10.	 La no utilización de incentivos para los funcionarios que promuevan este 

derecho.
11.	 La falta de voluntad de la autoridad política y el poco compromiso de los 

servidores públicos.
12.	 El trabajo técnico y riguroso de auditoría y fiscalización para establecer las 

responsabilidades de los servidores públicos.
13.	 El nombramiento de servidores públicos por compromisos y lealtades 

políticas. 
14.	 La cultura del secreto.
15.	 La falta de conciencia de los gobernantes.
16.	 La ausencia de condiciones de los municipios para administrar información 

y para practicar una cultura de transparencia.
17.	 Los problemas prácticos en el acceso a la información pública en los 

municipios por la deficiencia de las leyes actuales en México.
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18.	 La información pública de oficio, encerrada en un portal complejo y 
totalmente estructurada, no solamente divulga información pública poco 
clara, sino que la esconde.

19.	 La información en los sitios web gubernamentales está diseñada desde las 
necesidades de la Administración Pública y no desde las necesidades del 
usuario.

20.	 La información publicada tiene un lenguaje administrativo que pocos 
entienden.

21.	 La cultura de negación de la información por parte de las dependencias.
22.	 La falta de precisión de la ley.
23.	 La falta de acceso a computadoras e internet por parte de la población.

Estas limitantes repercuten en el cumplimiento de la ley de transparencia, 
ya que de acuerdo con el INFOEM (2013) la parte burocrática retrasa el tiempo 
de respuesta en que los municipios atienden las solicitudes de información de 
manera satisfactoria.

5. Conclusiones

1.	 Se aprecia un gran avance en los aspectos estructurales de portales web y 
estructuración de los mecanismos para controlar la información, pero se 
carece de mucha información en estos sitios.

2.	 Es preciso destacar cómo el trabajo realizado el INFOEM ha generado 
impactos relevantes toda vez que ha encontrado la forma de estructurar su 
página web para que todos los municipios la puedan presentar en el mismo 
orden. Sin embargo, el cumplimiento de sus fines aún es insuficiente ya 
que dentro de sus funciones básicas está la capacitación sobre la normativa 
de la transparencia y los portales web. Pero se ha olvidado de manera 
considerable la promoción de la cultura de transparencia en la sociedad.

3.	 Se debe considerar la aplicación de sanciones ejemplares a los funcionarios 
públicos que incumplan sus obligaciones, ya que de no hacerlo se genera 
impunidad. Asimismo, se evitará que los funcionarios que calculan el costo 
beneficio de entregar o no cierta información refleja predominio de la 
institución informal sobre la formal.

4.	 Para institucionalizar la transparencia como una práctica cotidiana se debe 
incluir en el diseño organizacional, para que al crear acciones dentro de las 
organizaciones se generen normas, hábitos y códigos con significado que 
los integrantes de dicha organización internalicen como propios. En dicho 
contexto, si la estructura es formal, el comportamiento de los individuos será 
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formal. Por el contrario, si la estructura permite el desarrollo de prácticas 
informales, el comportamiento de los individuos será fuera de la norma.

5.	 Se debe ahora priorizar el fomento de la cultura de la transparencia, con 
mecanismos reales de participación social que contribuyan a limitar la 
corrupción de los servidores públicos. 

6.	 Se puede apreciar que con las acciones realizadas por el INFOEM en 
cumplimiento a las leyes la parte de la estructura formal se ha visto afectada 
de manera positiva en torno a las prácticas de la transparencia. 

7.	 En el cumplimiento de la ley de la transparencia se deben considerar las 
condiciones de infraestructura y recursos que tiene cada municipio, ya 
que no se debe medir de igual manera a los desiguales. Por el contrario, se 
deberían crear tipologías más apropiadas para comparar a los municipios.

8.	 En la Administración Pública se tienen limitantes de la institucionalización 
de las prácticas gubernamentales. La principal es que los constantes cambios 
de administración que se dan cada tres años y esta condición no permiten 
estabilizar las prácticas gubernamentales. Es aquí donde las normas y los 
organismos externos como el INFOEM cumplen un rol fundamental ya que 
permiten dar continuidad a los trabajos realizados con anterioridad. 

9.	 Este escenario de cumplimiento de la ley permite inferir que el rol de las 
instituciones ha cobrado terreno en el ámbito de la transparencia, pero 
aún existe la impunidad ante quienes incumplen la normativa ya que no 
se han documentado casos graves de sanciones, dando cabida a practicar 
la corrupción y creando escenarios discursivos que permitan evidenciar 
cumplimiento de la ley en algunos aspectos y ocultando información en 
otros. 

10.	 Considerar que haya información de tipo reservada o confidencial es por 
demás contradictoria ya que se viola el principio de máxima publicidad de 
la información que señala la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.
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Resumen 
Este trabajo es un análisis de la importancia que 
tiene el agua para el país, el Estado de México y para 
el municipio de Toluca, a partir de la explotación, 
uso, aprovechamiento, conservación y deterioro 
intrínseco del líquido y de los recursos ambientales; 
la defensa que hacen los pobladores y vecinos a 
través de la constitución de movimientos o protestas 
sociales devenidas de la mala administración de 
aquélla, su mal uso y la escasez  para las clases 
más vulnerables, por lo que se plantean diversas 
consideraciones y propuestas para abrir el debate 
sobre cómo administrar mejor el recurso hídrico en 
la entidad.
Palabras clave: Uso, administración, conflicto y 
perspectivas del agua

Abstract 
This work is an analysis of the importance of 
water for the country, the State of Mexico and 
for the municipality of Toluca, based on the 
exploitation, use, conservation and intrinsic 
deterioration of the liquid and environmental 
resources; the defense made by the residents and 
neighbors through the constitution of movements 
or social protests due to the mismanagement of 
the former, its misuse and the shortage for the 
most vulnerable classes, therefore considerations 
and proposals are raised to open the debate on 
how to better manage the water resource in the 
entity.
Keywords: Water use, administration, conflict and 
perspectives



grandes corporaciones empresariales, al proveer de servicios públicos o privados, 
han tenido e impulsado como respuesta la conciencia ecotransformadora de 
los activistas antisistémicos, ante la falta de canales de participación, atención y 
decisión que tomen en cuenta su opinión y con la que han procurado la defensa 
en la privatización de los bienes comunes que originalmente les pertenecieron. 

El objetivo que se pretende en este análisis es dar a conocer una aproximación 
general de la forma en que en el municipio de Toluca, las autoridades guberna-
mentales o corporaciones empresariales, estas últimas con apoyo, participación 
y/o en complicidad de los gobiernos locales tanto estatal como municipal, al 
proveer de servicios públicos o privados donde se encuentra involucrado el recurso 
del agua, han originado o promovido la devastación de los recursos naturales y 
en particular, han despojado de sus bienes a las comunidades, provocando la 
contaminación, escasez y en algunos casos la desaparición de mantos acuíferos, lo 
que también ha generando como respuesta a esa pauperización de la naturaleza, 
la férrea oposición de las comunidades originarias y vecinos bajo una conciencia 
ecotransformadora que haga frente a los interés político-económicos que pretende 
arrebatarles sus tierras, aguas y bosques, y principalmente su derecho al agua, 
siendo el mayor instrumento de defensa de sus intereses y derechos frente a las 
empresas y el gobierno.

La investigación se plantea mediante el estudio de casos colectivos suscitados 
en la diversidad geográfica de Toluca, identificando la devastación ambiental ge-
nerada o incentivada por los gobiernos y las empresas privadas; sus efectos en 
la explotación, uso, preservación, saneamiento y recuperación del agua; y, los 
mecanismos y modos de participación de las comunidades originarias y grupos 
vecinales, resaltando las limitantes sociales y legales, su conformación y los resul-
tados del actuar de los actores en estudio.

En este contexto la investigación se estructura en los siguientes apartados; el 
primero, plantea una visión general del recurso hídrico nacional.

En el segundo capítulo se propone describir la situación existente en el Estado 
de México también en general con relación a gobiernos, empresas y la devastación 
de los recursos naturales frente a la oposición de las comunidades indígenas y 
organizaciones vecinales o sociales, ello bajo una conciencia social que ha 
impedido una mayor degradación ambiental y como instrumento para expresar 
sus opiniones en defensa de los bienes públicos y sociales.

El tercer apartado por cuestión de espacio hace alusiones al problema del agua 
en Toluca y alrededores.

Finalmente, se emitirán los resultados y las conclusiones que permitan una 
reflexión respecto a la crisis del agua en el municipio de Toluca, a partir de la 
explotación, uso, devastación de los recursos ambientales, así como de la escasez 
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de agua; su defensa tanto de ésta como de los recursos naturales a través de la 
constitución de movimientos o protestas sociales que llevan intrínseca una 
conciencia antisistémica que plantea nuevos mecanismos de gestión y políticas 
públicas para la conservación de dichos recursos. 

Metodología

La investigación realizada se sustenta en la observación crítica sobre el uso y 
abuso del manejo del vital líquido, lo que conlleva la recopilación de datos, su 
análisis crítico y su vinculación e interpretación de los diferentes casos colectivos 
focalizados suscitados tanto en el país como en el municipio de Toluca; respecto al 
uso, aprovechamiento, defensa y conflictos que tienen como punto fundamental 
el recurso del agua; al plantearse como una aproximación general al problema 
del agua, la investigación es una muestra del momento social, en espacios 
limitados donde se han dado los conflictos, la interacción de los actores sociales, 
gobiernos y empresas privadas, sus decisiones, las formas de participación y los 
actos o hechos visibles posibles de análisis, atendiendo al significado que tiene 
para los involucrados el recurso del agua. Todo ello para lograr un conocimiento 
más cercano al objeto de estudio que permita entender la importancia del agua, 
las formas que toman los conflictos suscitados por su uso y aprovechamiento, 
las consecuencias que tienen en la sociedad y la perspectiva hacia futuro en el 
cuidado y conservación de este recurso, sin llegar a ser un tema acabado pero que 
puede ser contrastado con otros estudios y con hallazgos posteriores.         

1. La crisis del agua en México

En México el agua está protegida por diversas normas legales tanto federales, 
estatales como municipales, la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su artículo 4º, párrafo 6, establece como un derecho el acceso, 
disposición y saneamiento de agua para consumo personal y doméstico en forma 
suficiente, salubre, aceptable y asequible; siendo un deber del Estado a través de 
sus tres ámbitos de gobierno, garantizar este derecho mediante las disposiciones 
que rijan su uso; el mismo artículo 27 de la Constitución, señala que la propiedad 
de las aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, correspon-
de originariamente a la Nación, señalando en el párrafo 5 del mismo artículo, las 
aguas comprendidas de propiedad nacional; de la misma norma, el artículo 115 
fracción III, establece las funciones y servicios públicos que tiene el municipio, 
entre ellas la de “Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición 
de sus aguas residuales”; la Ley de Aguas Nacionales y la ley de Aguas del Estado 
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de México y Municipios, establecen las modalidades en las que se norma su 
explotación, uso, aprovechamiento, administración, control, suministro de las 
aguas, saneamiento, tratamiento, reúso y disposición final, cada una determinando 
su propia jurisdicción de aplicación y marco de actuación.

La diversidad de la reglamentación sin embargo, no garantiza un uso adecuado 
o el cuidado primordial del agua; los grandes y pequeños proyectos hídricos 
para abastecer del líquido a los consumidores no están exentos de intereses 
económicos, conflictos sociales, limitaciones en su funcionamiento  o daños al 
entorno ecológico. El aprovechamiento del agua no necesariamente depende de 
la escasez del vital líquido, sin duda la falta de éste de manera física implica el 
desabasto e incluso el conflicto por el agua; no obstante, contar con el agua puede 
responder a su vez a otros intereses sociales, administrativos, culturales, políticos y 
económicos; ejemplo de ello, es que en áreas donde las afluentes son abundantes se 
pueden observar condiciones de escasez para los habitantes o beneficiarios locales 
y de manera inversa lugares donde el acceso es limitado, pueden contar con este 
elemento si se tiene el recurso económico, la influencia, el acceso o el poder para 
pagarlo u obtenerlo.

En las últimas décadas, la preocupación por el cuidado del agua potable parte de 
la necesidad de consumo y disponibilidad, el uso dado en la mayor de las ocasiones 
por la población, se realiza bajo la percepción de que dicho elemento es un recurso 
natural inagotable y recuperable; por lo tanto, su cuidado no genera acciones 
significativas entre los diferentes sectores sociales, respondiendo más a un aspecto 
discursivo que al compromiso real de revertir el deterioro y contaminación de los 
recursos hídricos; así, de manera irracional y bajo un argumento económico (el 
pago por el suministro), actividades como la industria, de servicios, comercial y de 
una parte importante de la población, aceleran su sobrexplotación y contaminación, 
consecuentemente su escasez y pérdida; estas actividades adicionadas tanto al 
impacto negativo dado a los recursos naturales como la degradación del medio 
ambiente, provoca aun más, una menor disponibilidad de agua y el desvanecimiento 
de las reservas existentes; deteriorando a su vez, la calidad con la que llega a los 
consumidores cada vez más demandantes de  este recurso.

En México según datos de la Comisión Nacional del Agua (CONAGUA, 2017), 
para el año 2016, el uso del agua registrado que se consume para el abastecimiento 
público es del 14.5%, el destinado a la agricultura corresponde al 76.3%, en energía 
eléctrica excluyendo hidroelectricidad el 4.8% y finalmente para la Industria 
autoabastecida1 el 4.3%, la cual del total, el 60.96% proviene de fuentes superficiales 
(ríos, arroyos y lagos) y el resto, el 39.03% de aguas subterráneas (ver cuadro 1).

1 Representado por la industria que se abastece directamente de ríos, arroyos, lagos o acuíferos del país. Los 
principales rubros son industria química, azucarera, petróleo, celulosa y papel (Conagua, 2017).
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Cuadro 1. 
Usos consuntivos, según origen del tipo de fuente de extracción 2015.

 

Fuente: Conagua 2017, Sistema Nacional de Información del Agua (SINA).

De igual manera, con datos a 2016, el volumen concesionado de agua, de acuerdo 
con el Sistema Nacional de Información del Agua (CONAGUA, 2017), durante el 
periodo comprendido de 2006 al año 2016, existe un aumento en dos rubros en 
la demanda y consumo de agua; el primero respecto al uso de abastecimiento 
público, que es del que dispone la población a través de redes de agua potable, 
para uso doméstico como para las industrias y economías de servicios conectados 
a estas redes, con un aumento del 0.59%, lo que representa 1835,70 hectómetros 
cúbicos,2 mientras que la industria autoabastecida aumento su demanda de 2006 
a 2016, en 0.53%, lo que representa 830.30 hectómetros cúbicos, mientras que la 
destinada para uso agrícola es la que tiene una disminución más representativa 
por el volumen de agua total que deja de utilizar (ver cuadro 2).

Lo que se percibe es un incremento en el suministro de agua para el abasteci-
miento público, derivado del crecimiento en áreas urbanas y en la reducción de 
los espacios destinados a actividades agrícolas.  

2 El hectómetro cúbico es una unidad de volumen y equivale a un Gigalitro (mil millones de litros).
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Cuadro 2. 
Volumen Concesionado por uso consecutivo agrupado, porcentaje y 

diferencia (volumen hm3).

Fuente: elaboración con datos de CONAGUA 2017, Sistema Nacional de Información del Agua (SINA).

Bajo esta consideración, la explotación de los recursos hídricos en México se 
ha desarrollado de manera acelerada, el crecimiento de la población y el desarrollo 
urbano demanda cada vez más bienes y servicios, lo que hace necesario, en este 
aspecto, una mayor producción y extracción del agua para abastecer las necesidades 
humanas, agrícolas, industriales y de servicios, sin tomar en consideración los 
factores necesarios para su conservación; la mayor parte del agua que se sustrae 
y suministra a los consumidores, principalmente en áreas urbanas, provienen 
de manera frecuente, de fuentes lejanas a los beneficiarios; lo que ocasiona un 
costo adicional al de la extracción para su suministro, por el traslado desde el 
lugar de origen hasta el abastecimiento, existiendo adicionalmente un proceso 
de pérdida del líquido durante dicho traslado; más aun, las fuentes superficiales 
y subterráneas en estos procesos se ven afectados por la contaminación y la 
utilización de materiales y elementos para su potabilización, afectando la flora y 
la fauna local de donde se extrae.

El problema del agua en México va más allá de su suministro y acceso por parte 
de los consumidores; la mayor inversión que realizan los gobiernos municipales, 
encargados de prestar el servicio de agua potable a la población, se realizan en 
inversión de infraestructura para construir líneas de conducción y en la reparación 
y mantenimiento de éstas, tratando de llegar a más unidades habitacionales, 
empresas, industrias o unidades de riego; no obstante, ello sigue sin solucionar el 
problema, porque aun cuando se invierte más en la construcción de estas líneas, 
los factores demográficos y físicos siguen impidiendo una cobertura total de los 
servicios de agua en el país, para el año 2015, la cobertura era del 92.5%; y, de 
este porcentaje, se daba una cobertura en el 95.7% al área urbana y el 81.6% en el 
área rural (CONAGUA 2016: 51); así, solamente el gobierno federal y en su caso 
los gobiernos estatales, en menor medida, cuentan con los recursos económicos 
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necesarios para invertir en proyectos hídricos de recolección, explotación,  
saneamiento y conservación del agua; sin embargo, estos son limitados, aplica-
dos a determinadas zonas y solo proporcionan una solución momentánea a 
problemas de uso, distribución, disponibilidad y recuperación de las fuentes 
de agua. La recuperación del agua utilizada es una situación poco o nulamente 
atendida, la mayor proporción de estas aguas son desechadas de manera directa 
al medio ambiente sin ser tratadas y las que tienen un proceso de tratamiento son 
escasamente recuperadas.

El Informe Mundial de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo de los Recursos 
Hídricos 2017, concluye que; “en promedio, los países de ingresos altos tratan 
cerca del 70% de las aguas residuales municipales e industriales que generan. Este 
promedio cae a un 38% en los países de ingresos medios-altos y a un 28% en los 
países de ingresos medios-bajos. En los países de ingresos bajos solo el 8% recibe 
algún tratamiento. Estas estimaciones sustentan la aproximación que se cita 
comúnmente que, en el mundo, más del 80% de las aguas residuales son vertidas 
sin tratamiento alguno”, (UNESCO, 2017; 2).

Ahora bien, el deterioro de las fuentes superficiales y subterráneas de agua no 
sólo provienen de la acción cotidiana del hombre, como el tirar desechos a los 
afluentes u orillas de ríos, lagos, lagunas, manantiales, entre otros; sino también, 
derivado de las actividades ganaderas, agropecuarias, industriales, de explotación 
o prestación de servicios.

En el año 2015, CONAGUA (2016: 57) precisó que en el país operaban 2,477 
plantas municipales de tratamiento de aguas residuales con una capacidad 
de captación 212.0 m3/s y un caudal tratado de 120.9 m3/s, con el que se dio 
tratamiento en una cobertura nacional del 57.0 por ciento, del volumen colectado, 
en dicho año; mientras que las plantas de tratamiento de aguas industriales 
autoabastecidas contaban con 2832 instalaciones, que de 214.6 m3/s de aguas 
residuales generados, 70.5 m3/s fueron tratados, contando con una cobertura 
nacional de 32.85 por ciento del volumen generado durante este año. Indicando 
que menos de la mitad del agua que se utiliza para ambos rubros es tratada y 
consecuentemente reutilizada; sin considerar el deterioro en el agua derivado 
de los procesos agrícolas y la utilizada para generar energía eléctrica que no se 
consideran en el informe. Máxime cuando existen un total de 396 813 títulos 
de concesión o asignación para aprovechar las aguas nacionales, de los que se 
explotan una totalidad de 85664 millones de m3., (ver cuadro 3).
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Cuadro 3.  
Aprovechamiento de aguas nacionales 2015.

Fuente: CONAGUA, Numeragua 2016.

En México se han establecido diversos proyectos hidráulicos para proporcionar 
el suministro a la mayor parte de la población, estableciéndose para el país 13 
regiones hidrológico-administrativas (RHA), las cuales a su vez agrupan a 37 
regiones hidrológicas y estas últimas comprenden 731 cuencas hidrológicas, 
siendo las cuencas hidrológicas las unidades del terreno definidas por la 
división natural de las aguas debido a la conformación del relieve (SEMARNAT, 
CONAGUA, 2016; 20).

No obstante, la demanda crece y el suministro del vital líquido se ha visto 
reducido en el área urbana y las poblaciones rurales de donde regularmente se 
extrae, comenzado a sufrir la devastación de los mantos del subsuelo y las aguas 
superficiales; lo que de igual manera, tiene como consecuencia el desabasto en lo 
local. De los 653 acuíferos, de agua subterránea, existentes en el país, de 2001 a 
2016, entre 100 y 106 presentan condiciones de sobrexplotación; es decir, se extrae 
más agua que la que se recarga, mientras que 32 acuíferos presentan condiciones 
de salinidad derivado de la falta de precipitación pluvial, la alta radiación solar y la 
existencia de minerales de fácil disolución en el agua, reduciendo cada vez más su 
disponibilidad, originando una crisis hidrológica principalmente en las regiones 
afectadas, pero también en las regiones que para cubrir esa demanda existente, 
tienen que ceder parte del recurso del que disponen.

El caso del sistema Cutzamala, en la región central del país, es emblemático; 
creado en los años 70 del siglo XX, por la Secretaría de Agricultura y Recursos 
Hidráulicos, abastece el 25% del agua potable que consume el Valle de México, 
agua que se extrae de 7 presas situadas en el estado de México y Michoacán;3 
si bien es el sistema de bombeo más grande de Latinoamérica, 16 mil litros por 
segundo; también lo es, que existe una resistencia desde su estructuración en 
los pueblos y municipios de donde se extrae el agua, derivado del despojo de 
3 Presa Tuxpan, Presa del Bosque (Michoacán); Presa Victoria, Presa Chilesdo, Presa  Ixtapan del Oro, Presa 
Colorines y Presa Valle de Bravo (Estado de México).
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tierras por parte de las autoridades federales, el deterioro ambiental al que han 
sido sometidos los pobladores de estos lugares por los que atraviesa el sistema, 
tanto en el bombeo como en la introducción de tuberías, la utilización de canales 
y acueductos, así como la contaminación de diferentes áreas dedicadas a la 
agricultura y la ganadería.

La resistencia de los pueblos originarios ha dado lugar a la creación de 
movimientos sociales en cada región, tratando de reducir el daño ocasionado 
y hacer frente a las autoridades tanto federales como locales y así disminuir la 
explotación de los recursos hídricos de sus lugares de residencia, a su vez para 
generar condiciones de abastecimiento suficiente del líquido en estas poblaciones.

En el caso del sistema Cutzamala, se generó el Movimiento Mazahua;4 nacido 
en 2003 como Frente Mazahua en Defensa del Agua, demandaban el pago de sus 
cultivos, aproximadamente 300 hectáreas, derivado del desbordamiento del rio 
Malacatepec proveniente de la presa Villa Victoria que forma parte de la afluente 
del Sistema Cutzamala; en septiembre de 2004, se dividió y fundó el Ejército 
Zapatista de Mujeres por la Defensa del Agua, en el municipio de Villa de Allende, 
perteneciente al Estado de México, donde se encuentra una de las mayores plantas 
potabilizadoras de América Latina, “la de Berros”, encabezado en su mayoría 
por mujeres, armadas en sus manifestaciones con rifles de madera y utensilios 
del campo, ataviadas con sus trajes típicos mazahuas y sus hijos a la espalda, 
quienes demandaban, paradójicamente, la carencia de acceso al agua potable en 
un lugar que cuenta con el recurso hídrico de manera suficiente; además, de la 
sobreexplotación y con ello la desecación de manantiales, la contaminación de 
los campos y problemas de salud derivados de dicha contaminación, así como la 
pérdida del hábitat natural. 

Ambos movimientos, derivados del mismo problema social y con las mismas 
características; población originaria mazahua, en condiciones de pobreza y 
marginación, afectados por el uso, explotación y aprovechamiento del agua, 
que reclamaban mejores condiciones de vida, en algunos casos la restitución de 
sus tierras invadidas o expropiadas sin ninguna compensación por el gobierno 
federal, pero sobre todo de la exclusión del agua para su beneficio y de sus propios 
recursos naturales; todo ello, sin una respuesta o interés por el gobierno federal 
o de alguna de sus dependencias gubernamentales involucradas (CONAGUA, 
La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales -SEMARNAT- o la 
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente -PROFEPA-), para atender sus 
demandas.

Finalmente, la acción gubernamental fue la negociación ante la presión local 
y nacional, después de una serie de manifestaciones y plantones en el Estado de 

4 Grupo Étnico de la región central del país.
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México, en la capital del país y en sus propios lugares de origen; de las amenazas de la 
población mazahua de impedir el acceso a la planta potabilizadora a los trabajadores 
y autoridades, del cierre de las válvulas de distribución e incluso la amenaza de 
acciones más drásticas. La negociación se centró en mejorar las condiciones de 
acceso al agua para la población, proyectos de reforestación y restitución de tierras, así 
como la indemnización por las afectaciones, entre otros aspectos,5 que sin la acción 
colectiva de los miembros de la comunidad mazahua, fuera del diseño y los canales 
institucionales no tendría respuesta alguna por las autoridades gubernamentales.    

La devastación de los recursos naturales y el despojo de estos, es una práctica 
recurrente en el país, no sólo por las autoridades gubernamentales, en aras de prestar 
un supuesto servicio adecuado, de mejorar la calidad de los servicios públicos o 
suministrar algunos servicios adicionales, también lo es el sector privado; la parte 
empresarial es otro factor importante en la privatización del agua, del despojo de los 
recursos hídricos y la devastación del medio ambiente, además de su exclusión del 
vital líquido para la población; todo ello, bajo un factor económico donde se obtienen 
mayores beneficios económicos con inversiones muy bajas; generalmente sin un 
proyecto o satisfactor que incluya a la población residente y bajo el consentimiento 
de las autoridades gubernamentales.6 

Al amparo de la idea de desarrollo, los gobiernos locales, estatales y federal dan 
la facilidad al sector privado para aprovechar los recursos naturales y participar en 
una diversidad de proyectos que terminan siendo riesgosos para la población o en su 
mayoría son financiados con el saqueo de los recursos y al final los daños ocasionados 
o las consecuencias surgidas son costeadas por el gobierno a cargo del erario público.        

Con respecto al agua, en México empresas como Nestlé, Danone, Pepsi Cola  y 
Coca Cola son los principales comercializadores de agua embotellada, cada hogar en 
México consume 1500 litros de agua embotellada al año, por la que paga cada familia 
150 pesos al mes,7 de esta manera un servicio que deberían prestar los gobiernos 
locales en atención a la legislación en la materia, con agua potable de buena calidad 
se ha convertido en un negocio para estas empresas, privatizando este servicio; la 
situación de la escasez del agua se agrava bajo esta situación, toda vez que dichas 
empresas con el apoyo de los diferentes gobiernos tienen concesiones de fuentes de 
agua, que controlan y  por las que pagan cantidades mínimas que no proporcionan 
ningún beneficio a los gobiernos o a la población de los lugares donde se extrae, pero 
que sí generan daños al entorno ecológico, mediante la desecación y contaminación 
de dichas fuentes.

5 Pueblos, revista de información y debate, 28 de enero 2016.
6 “La Ley General de Aguas en proceso de elaboración en la Cámara de Diputados prevé concesionar caudales 
nacionales y trasvases, y daría permiso a la iniciativa privada para realizar descargas de líquidos residuales”, La 
Jornada, 27 de agosto de 2017, p. 8.
7 Forbes México, 25de diciembre 2017.
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En el estado de Chiapas, en las poblaciones como San Felipe Ecatepec y San 
Cristóbal de las Casas, donde se encuentra la embotelladora de Coca Cola, han 
denunciado la desecación de pozos y el agotamiento de los recursos del agua, derivado 
de la explotación comercial que realiza dicha empresa, tan sólo su planta instalada 
consumió más de 1.08 millones de litros de agua por día en 2016,8 impidiendo el 
abasto mínimo necesario para la población local; además comunidades como Río 
Molino Xel, del municipio de Huixtán, han denunciado la intención de explotar los 
recursos del lugar por la misma empresa, al querer instalar otra fábrica en ese lugar.

La práctica común de Coca Cola (FEMSA), es la utilización de la necesidad social 
y el acuerdo con los gobiernos locales para que con una renta mínima consigan 
beneficios muy superiores, mediante la donación de utilitarios (equipos de cómputo, 
bienes muebles escolares o remodelación de aulas) destinados planteles educativos, 
o a la supuesta conservación del medio ambiente(siembra de árboles o recolección 
de basura, en los lugares de donde después la empresa extrae agua), van permeando 
su influencia en las localidades, ante las poblaciones y las autoridades, otorgando 
dádivas9que más tarde cobra o pretende cobrar, inicialmente asentándose a través 
de estas actividades para explorar la posible utilización de recursos hídricos de la 
región; ya una vez instalados, para apropiarse de los recursos naturales mediante la 
compra de los suelos o la explotación bajo concesión.     

Al igual que en los lugares donde se da este tipo de agravios, la población local 
se ha organizado para pedir la anulación de la concesión e impedir explotar el 
agua por parte de FEMSA; mediante manifestaciones sociales, grupos indígenas, 
académicos, organizaciones sociales han pedido la salida de la empresa de estos 
lugares, el retiro de máquinas expendedoras por considerarlas un problema grave 
para la salud, al ser el producto que comercializa un aliciente en el sobrepeso, la 
diabetes y la caries dental, del que padecen ya los habitantes de estas poblaciones, la 
acción gubernamental no ha dado una solución a esta demanda social. 

De igual manera, otro problema del agua es, la fracturación hidráulica o 
fracking, esta es una técnica con la que se fractura la roca mediante la inyección 
de una mezcla de agua, arena y sustancias químicas a elevada presión que fuerza 
el flujo y salida de los hidrocarburos de los poros. Pero este flujo disminuye muy 
pronto, por lo cual es necesario perforar nuevos pozos para mantener la producción 
de los yacimientos;10 su importancia radica en que son una fuente excesiva en la 
contaminación del agua y la degradación de los recursos naturales, los productos 
químicos utilizados contienen elementos cancerígenos y otros que afectan el sistema 
linfático y nervioso de la población, en México este proceso se lleva a cabo para la 
8 Martha Pskowski, Sin embargo.mx, octubre de 2017.
9 Entre las acciones que Coca-Cola FEMSA ha implementado en el estado de Chiapas, en 2017, se encuentra la 
instalación de una olla captadora de agua, 19 cisternas comunitarias, 38 techos captadores, 45 huertos traspatio, 
15 huertos frutícolas, 35 estufas ahorradoras y cuatro gimnasios al aire libre (FEMSA, 2017). 
10 Alianza mexicana contra el fracking, 2017.
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extracción de hidrocarburos. Datos de la Comisión Nacional de Hidrocarburos del 
año 2010, establecen que del total de pozos del proyecto Aceite Terciario del Golfo  
(ATG), 1,737 han sido fracturados. De éstos 1,323, el 76%, han sido fracturados con 
baja carga de apuntalante y fracturamiento hidráulico. 

La utilización de esta técnica de extracción de hidrocarburos repercute en 
la población no solo por los daños ocasionados a la salud, sino también por la 
utilización y apropiación del agua, que deja a las poblaciones locales sin el abasto 
básico para sus necesidades, por el requerimiento en la utilización de grandes 
cantidades de agua, además del deterioro en los ecosistemas al perforarse una vasta 
cantidad de pozos que en muchas de las ocasiones, por las condiciones geológicas o 
fallas pueden derramar los fluidos inyectados a los acuíferos subterráneos. 

El problema para las poblaciones que intentan detener este tipo de prácticas se 
agrava porque estas actividades económicas son autorizadas a grandes empresas 
nacionales como internacionales, siempre bajo la dirección y al amparo de la 
autoridad Federal (única autorizada para otorgar permisos o concesiones a través 
de CONAGUA para la utilización de agua y Petróleos Mexicanos –PEMEX– para 
la extracción de hidrocarburos), empresas que con el poder económico que tienen 
influyen en las autoridades locales o federales, emplean medios de defensa que 
retardan, limitan o desestiman los procesos legales; y, con la opacidad de parte de 
la autoridad para atender y explicar las afectaciones originadas por estos proyectos.

En 2016, el Tribunal Latinoamericano del Agua, resolvió en la IX Audiencia Pública 
TLA –Casos sobre Controversias Hídricas en México y Guatemala, “responsabilizar 
al gobierno federal mexicano por la falta de transparencia en el manejo la información 
relacionada al fracking”, y emitir la siguiente recomendación: “el Estado mexicano en 
los tres órdenes de gobierno, que, con base al principio precautorio, se declare la 
moratoria de la utilización del método de Fracturación Hidráulica en los ejidos de 
Palmira y Emiliano Zapata, y la consecuente suspensión de los proyectos que estén 
en desarrollo”,11 situación presentada en los ejidos de Palmira y Emiliano Zapata, del 
municipio de Jiménez, en la región norte de Coahuila, al tratar de utilizar las reservas 
de agua en la explotación de gas esquisto/lutita, a través de las empresas canadiense 
Highmark Marketing Inc. en relación comercial con la empresa Lightning Industries 
Inc., y la empresa mexicana Tadham Servicios Energéticos y Petroleros S. DE R.L 
DE C.V., para la adquisición, comercialización y uso de los derechos de agua; esto, 
bajo la negación del gobierno mexicano de tal situación, al mencionar el no existir 
potencial para hidrocarburos no convencionales en el municipio de Jiménez o en 
la región; pero, contradiciendo su actuar al otorgar concesiones de exploración de 
hidrocarburo a través de Pemex, en piedras negras, a 45 kilómetros de Jiménez. 

Lo que representa la discrecionalidad con la que actúa la autoridad en proble-
mas sociales derivados de conflictos por el agua, la importancia que tienen las 
11 Tribunal Latinoamericano del Agua, Veredictos, 2016, Ciudad de México.
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empresas en el uso, aprovechamiento y explotación del recurso y la influencia que 
llegan a tener por encima de los intereses sociales, ambientales o de salud de la 
población local.  

Para finalizar este apartado, Angélica Enciso señala que al día de hoy 22 de 
octubre de 2019, hay 536 mil concesiones de aguas al margen de la ley, en la que 
no se aplican controles para evitar la contaminación por parte de las industrias. 
Estas concesiones de aguas superficiales y subterráneas que se otorgaron entre 
1992 y 2018, violan vedas, núcleos agrarios, contaminando el agua. Así lo señaló la 
Coordinadora Agua para todos. 

La Coordinadora señaló (lo que constata nuestra investigación) 

“planteó que faltan inspectores y hay obstrucción a su trabajo, sobornos, amparos contra multas y la 
falta de pago de las mismas, resultando no sólo en la grave contaminación de nuestros cuerpos de 
agua, sino en condiciones de competencia desleal para la industria limpia”…. La violación masiva 
e impune por parte de los concesionarios durante los 27 años de la Ley de Aguas Nacionales ha de-
mostrado la necesidad de contar con un marco legal en el cual el acceso al agua sólo se permita a 
quienes respeten la normatividad y las condiciones particulares de su concesión-permiso, señaló.12 

Esperemos que los foros que organiza en 2019 la CONAGUA –como en el que se 
presentaron estos datos de la Coordinadora Agua para Todos- rumbo a la iniciativa 
de la ley general de aguas, sirva a los objetivos de esta 4ª transformación.

2. El problema del agua en el Estado de México

El deterioro ambiental, la explotación, uso y disposición del agua, la distribución 
y la gestión de este vital liquido, son elementos que generan conflictos en las 
comunidades, de éstas con el gobierno y en su caso con los particulares y de 
particulares entre sí. No obstante, la defensa del agua por las comunidades tiene 
intrínseco una carga generacional de agravios ligada al reconocimiento de una 
conciencia ecotransformadora para conservar y proteger el medio ambiente en el 
que se desarrollan y los recursos naturales que en algunos casos les pertenecieron 
originariamente. 

Actualmente el Estado de México presenta diversos conflictos derivados de la 
disponibilidad del agua; los municipios de la zona conurbada a la ciudad de México, 
como Ecatepec, Cuautitlán Izcalli, Tecámac, Zumpango, Atizapán de Zaragoza. 
Nezahualcóyotl, La Paz, Tultitlán, Chimalhuacán, Ixtapaluca, Chicoloapan, son los 
que presentan mayores problemas de abastecimiento derivado de su crecimiento 
exponencial, de la falta de infraestructura al ubicarse en zonas geográficas de 

12 https://www.jornada.com.mx/2019/10/22/politica/017n1pol
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difícil acceso o en asentamientos irregulares y en algunos casos de inundaciones al 
desaparecer los canales naturales de desagüe; no obstante, los municipios donde se 
genera el agua también carecen del servicio derivado de la extracción hacia otros 
municipios y lo disperso de su población, es el caso de los municipios que alimentan 
al sistema Cutzamala, como Donato Guerra, Villa Victoria, Villa de Allende, 
Amanalco u otros que dotan de agua a municipios aledaños como Tenango, Lerma, 
Chiconautla; además, de los ocasionados por el despojo de recursos naturales, para 
la construcción de megaproyectos en comunicaciones (carreteros, aeropuertos, 
tren interurbano) que a su vez ocasionan daños en las fuentes de agua de las que 
ancestralmente se abastecen poblaciones originarias, entre ellas San Francisco 
Xochicuautla, en Lerma, Estado de México, por la construcción de la autopista 
Toluca- Naucalpan; San Salvador Atenco, con la construcción del Nuevo Aeropuerto 
Internacional de la Ciudad de México (NAICM),  lo que ocasionaría un daño 
ecológico al ser una zona de regulación hidrológica para los municipios colindantes 
y la ciudad de México; o la afectación a las fuentes de agua en los municipios de 
Ocoyoacac, San Mateo Atenco, Lerma, Toluca, Zinacantepec, por la construcción 
del tren interurbano México-Toluca.

Generando protestas sociales en estos municipios, aunque en la mayor parte del 
Estado de México y en cada municipio existen problemas relacionados con el agua, 
siendo ésta una cuestión recurrente, al carecer del agua mínima necesaria para el 
consumo humano, acrecentando la protesta y el conflicto en la sociedad.

Bajo esta consideración, el problema del agua adquiere un carácter preponderante 
en las políticas públicas gubernamentales, toda vez que la mayor inversión para el 
abastecimiento y saneamiento son por parte del Estado; no obstante, los procesos de 
privatización directa o indirecta que tienen un crecimiento constante, ya sea a través 
de concesiones directas para su uso, explotación o, aprovechamiento o a través de la 
comercialización del vital líquido.

En 2016, tan sólo el Tribunal Latinoamericano del Agua, emitió resoluciones 
en 7 conflictos relacionados con el agua, en distintas partes del país; en 3 de ellas 
solo se admitió a trámite la queja presentada, mientras que en las otras 4 emitió una 
resolución responsabilizando a la autoridad de los actos señalados por los recurrentes; 
no obstante, en todas ellas se encuentran involucradas autoridades o dependencias 
de la Administración Pública federal, estatal o municipal (ver cuadro. 4). 

En estos conflictos se señala tanto el despojo de recursos hídricos como la 
contaminación, deterioro y explotación del agua y de los recursos naturales, en 
donde se encuentran involucrados actores públicos y privados; la constante es la 
autorización para el uso, aprovechamiento o explotación del agua, que otorgan 
las autoridades que deberían encargarse de proteger el medio ambiente y el agua.
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Cuadro 4. 
Veredictos de la IX Audiencia realizada en México, DF., Tribunal 

Latinoamericano del Agua, 2016.

Fuente: Elaboración propia, con datos del Tribunal Latinoamericano del Agua, veredictos 2016.
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3. La devastación ambiental y los recursos hídricos en el municipio de Toluca

El municipio de Toluca es la capital del Estado de México, con un territorio de 
452.37 km2, el cual colinda al norte con los municipios de Almoloya de Juárez, 
Temoaya y Otzolotepec; al este con Lerma, San Mateo Atenco y Metepec; al oeste 
con Zinacantepec y Almoloya de Juárez; y al sur con Calimaya, Metepec, San Mateo 
Atenco, Tenango del Valle y Villa Guerrero. Se integra por 85 Circunscripciones 
territoriales divididas en 47 delegaciones, 38 subdelegaciones y 280 unidades 
territoriales básicas, establecidas por el Ayuntamiento para fines administrativos;13 
mientras que el INEGI, en su Censo de Población y Vivienda, 2010, establece 
100 localidades en su conformación; es considerado como un municipio urbano 
grande,14 por el Sistema Nacional de Información Municipal (SNIM); en 2010, 
con datos del INEGI, contaba con una población total de 819,561 habitantes, 
de las cuales 424,725 eran mujeres y 394,836 hombres; mientras que en 2015 su 
población aumentó a 873,536 habitantes. 

Mapa 1. Municipio de Toluca.

Fuente: INEGI. II Conteo de Población y Vivienda 2005. Zona Metropolitana de Toluca.

13 Bando Municipal de Toluca 2017.
14 Urbano Grande: más del 50% de la población reside en localidades entre 100 mil y menos de un millón de 
habitantes. SNIM 2017.
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Toluca se encuentra en la región Hidrológica Lerma–Santiago (91.16%) y Balsas 
(8.84%), perteneciendo a la Cuenca Río Lerma–Toluca (91.16%), Río Grande de 
Amacuzac (8.45%) y Río Cutzamala (0.39%); su principal cauce de agua es el río 
Verdiguel que nace en el nevado de Toluca, cruza la cabecera municipal y tiene su 
desembocadura en las afluentes del río Lerma, no obstante la importancia de su 
caudal, es un río utilizado para la descarga de aguas residuales y pluviales; existen 
otras afluentes que se nutren de corrientes de agua temporales, como son el río 
Tecaxic, el río Tejalpa, además de las Corrientes de agua Perennes: El Jabalí, El 
Toro, Grande, La Ciénega, Las Conejeras, Las Cruces, Los Tizantes, San Cayetano, 
San Gaspar, San Lucas, San Pedro, Terrerillos, Zacango, con algunas corrientes 
Intermitentes, entre ellas; Agua Bendita, Cañón del Rincón, Caballero, Cano, 
Chiquihuitero, Chiquito, El Arenal y Mina México.15

En el municipio de Toluca, tanto en su área urbana como rural, el problema 
del abasto y cuidado del agua es una situación que se agudiza cada vez más, ello 
derivado de diferentes aspectos y procesos que repercuten tanto en el suministro 
como en la calidad del agua que se proporciona; el desarrollo acelerado y en su 
mayor parte desordenado de la ciudad, genera problemas de abasto y suministro 
de agua; la industria, la agricultura y los servicios de abastecimiento público, 
demandan cada vez una mayor provisión para satisfacer las necesidades de 
producción y consumo; el uso irracional y cada vez más demandante del agua ha 
acelerado su desabasto, su deterioro y sobrexplotación, que además no está exento 
de conflicto social tanto en los lugares de origen de las fuentes de agua como en 
aquellas comunidades, localidades, colonias o centros de población que carecen o 
tienen un acceso reducido al agua.

El mal suministro y uso del agua ha generado conflictos sociales desde los orígenes 
de la humanidad, los conflictos por el líquido atienden al aspecto físico, sociales, 
culturales, políticos, ambientales, entre otras situaciones; Thomas F. Homer-Dixon, 
Jeffrey H. Boutwell y George W. Rathjens (1993; 32-45), establecen tres aspectos a 
considerar en los problemas ambientales, que son aplicables a la escasez del agua; 
la primera referente a la degradación en la calidad de los recursos más rápida de lo 
que se renuevan; la segunda al crecimiento de la población y la tercera el cambio en 
la distribución de un recurso dentro de una sociedad (concentrando el suministro 
en unos pocos y sometiendo el resto a la escasez extrema). 

En este contexto, se puede analizar la situación del agua en el municipio de 
Toluca y la defensa que han hecho los pobladores y las comunidades originarias 
para conservar sus recursos naturales, en especial el agua, que no distan mucho de 
los problemas que enfrentan otros municipios del Estado de México; aunque con 
sus propias características.  

15 IGECEM 2015.
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3.1 Crecimiento de las zonas urbanas y la demanda de agua en Toluca

En el municipio de Toluca, el agua que se consume proviene de fuentes locales y 
externas, la ciudad se abastece en un 27% del sistema Cutzamala, mientras que el 
83% restante proviene de 92 pozos existentes dentro de su territorio.16  

El desarrollo exponencial de los centros urbanos, tiene diversas consecuencias 
para la población, entre ellas el desabasto de agua potable; la población de Toluca 
se ha incrementado de manera acelerada, en los últimos 15 años (2000 al 2015) 
aumentó su población en 206,940 habitantes (ver cuadro 5), correspondiendo a 
cerca del total de la población que tiene el municipio de Metepec y muy superior 
a la población de los municipios de Lerma, Almoloya de Juárez o Zinacantepec, lo 
que se traduce en una mayor demanda de bienes y servicios. 

Cuadro 5. 
Población total del municipio de Toluca 2000-2015.

Fuente: Elaboración propia, con datos del  INEGI. Censo General de Población y Vivienda, 2000.  II Conteo de 
Población y Vivienda 2005. Censo de Población y Vivienda, 2010. Encuesta Intercensal, 2015.

Este crecimiento de la población implica una mayor demanda de servicios pú-
blicos, entre ellos el agua, el suministro requiere de la ampliación de los medios 
y mecanismos para hacer llegar el agua a los beneficiarios; sin embargo, muchas 
de las áreas urbanas o localidades de Toluca carecen del servicio, al ubicarse en 
lugares de alto riesgo y de difícil acceso para la construcción de la red o para 
dotar del suministro de agua a través de vehículos (pipas), ocasionando que el 
abasto sea limitado, nulo o que su costo sea muy alto; en estas áreas el agua de 
lluvia genera una opción, aunque también tiene sus limitaciones, es costoso su 
almacenamiento y sólo sirve para determinadas actividades.

Los datos aportados por el Censo de Población y Vivienda en 2010, para el 
municipio de Toluca, señalaban que solo el 63.99 % de las viviendas habitadas, 
contaban con agua de manera diaria; el 21.61% cada tercer día, un 10.50% una 
o dos veces a la semana, mientras que un  3.73% la recibe de manera esporádica 
(ver cuadro 6).  
16 Agua y Saneamiento de Toluca 2017.
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Cuadro 6. 
Viviendas particulares habitadas con agua entubada y su distribución 

porcentual según dotación de agua para cada municipio 2010.

Fuente: INEGI. Censo de Población y Vivienda 2010: Tabulados del Cuestionario Ampliado.

Siendo las localidades de Toluca de Lerdo con 6,186, San Pablo Autopan con 
3,357, San Andrés Cuexcontitlán 2,259, La Constitución Toltepec 633, San Miguel 
Totoltepec 580, San Mateo Otzacatipan 498, Jicaltepec Autopan 490, San Diego 
de los Padres Cuexcontitlán 483,  Jicaltepec Cuexcontitlán 452 y Guadalupe 
Totoltepec 386 viviendas, las que tienen mayor cantidad de viviendas que no 
disponen de agua entubada de la red pública (ver cuadro 7). 

Lo que es fuente de conflictos en dichas demarcaciones territoriales por el 
abasto de agua, no solamente por su falta en los hogares, sino también por el 
cobro excesivo del líquido que no llega a los consumidores, pero que sí cobra 
el Organismo de Agua y Saneamiento, básicamente en las localidades donde 
su administración y suministro corren a cargo del organismo. Por ejemplo, 
habitantes de las localidades de San Andrés Cuexcontitlan y San Diego de los 
Padres han señalado de manera reiterada la falta del suministro de agua potable 
a partir de su municipalización en el año dos mil, con cobros que irían de los 
18 mil y hasta los 35 mil por usuario por un lapso de dos años,17 obligando a las 
autoridades municipales a atenderlos mediante el cierre de vialidades en la ciudad 
de Toluca, como forma de protesta social, sin que necesariamente sean atendidas 
sus demandas. 

17 Así sucede, portal de noticias, 28 noviembre 2016.
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Cuadro 7. 
Viviendas que no disponen de agua entubada de la red pública, Toluca 2010.

Fuente: Coneval. Informe Anual sobre la Situación de Pobreza y Rezago Social, Toluca 2010.

Las dificultades para llevar el agua a los consumidores, implica un costo por 
el suministro, como es; la cloración, si es para consumo humano, la instalación 
de la red de agua potable, la construcción de depósitos para su almacenamiento, 
el bombeo o traslado a través de pipas o vehículos, siempre que esto se considere 
con un acceso adecuado; Por otra parte, la sustracción no solo requiere contar 
con la cantidad suficiente de agua disponible en las fuentes de agua sino también 
adecuar, dar mantenimiento, vigilar y supervisar el funcionamiento de los 
mecanismos de sustracción, contar con los permisos que otorgan las autoridades 
para ello y disponer solo de la cantidad que se tiene permitida explotar por parte 
de la autoridad competente, en este caso en México, de la Comisión Nacional del 
Agua (CONAGUA). 

Así el costo de producción de manera anual, de las 84 fuentes subterráneas 
ubicadas en el municipio de Toluca en 2015, correspondía a $ 232,802,032.00  
(doscientos treinta y dos millones, ochocientos dos mil treinta y dos pesos M.N.), 
para la producción total anual de 58,492,973 m

3
 (cincuenta y ocho millones 

cuatrocientos noventa y dos mil novecientos setenta y tres, metros cúbicos de 
agua), teniendo un costo al día de $ 637,814.00 (seiscientos treinta y siete mil 
ochocientos catorce pesos M.N) y 160,255 m

3  
(ciento sesenta mil doscientos 

cincuenta y cinco, metros cúbicos de agua) al día, (Conagua et al., 2015: 55-60).

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 63-89, ISSN: 1665-2088

82 DR. CARLOS E. MASSÉ NARVÁEZ • DR. VICTORINO BARRIOS DÁVALOS • 
MTRO. SALVADOR LÓPEZ PACHECO



En Toluca, con datos del año 2015, el 95.96% de las viviendas particulares 
habitadas (218,486) contaban con agua entubada, mientras que el 3.99% lo 
hacía mediante acarreo, ya sea de una llave comunitaria, de otra vivienda, de 
un pozo, de una pipa o de la recolección de lluvia (ver cuadro 8); sin embargo, 
para la satisfacción de necesidades cotidianas de la población de manera eficiente 
implicaría que este porcentaje de las viviendas que cuentan con agua entubada, 
pudieran disponer de ella de manera permanente, con los datos disponibles de 
2010 se observa que solo el 66.99% cuenta con el servicio de agua de manera diaria, 
por lo que la eficiencia apenas sobrepasa más de la mitad en el servicio público de 
agua potable en Toluca; además de que la población, en 2015, que cuenta con algún 
tipo de almacenamiento es del 73.48 % en cuanto a un tinaco y de solo 28.77% 
para cisterna o aljibe18 (ver cuadro 9), generando los problemas de abastecimiento 
y suministro que presenta la ciudad de Toluca, tanto ordinariamente como cuando 
alguna de las fuentes de suministro falla o se encuentra en mantenimiento.

Cuadro 8. 
Estimadores de las viviendas particulares habitadas 

y su distribución porcentual según disponibilidad de agua entubada 
y acceso al agua, Toluca 2015.

Fuente: INEGI. Tabulados de la Encuesta Inter - censal 2015.

Cuadro 9. 
Viviendas particulares habitadas y su distribución porcentual según 

disponibilidad de equipamiento 2010 - 2015.

Fuente: INEGI. Censo de Población y Vivienda 2010: Tabulados del Cuestionario Ampliado. Tabulados de la 
Encuesta Intercensal 2015.
18 Depósito de agua subterráneo.
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A pesar del crecimiento en la demanda de agua y las dificultades que tiene el 
organismo de agua y saneamiento de Toluca para dotar del servicio, en 2015 solo 
contaba con 93  tanques de regulación (que no almacenan ningún volumen de 
agua) para el sistema urbano, de los cuales 40 son tanques elevados, 25 tanques 
superficiales, 27 cisternas y 1 tanque indeterminado, siendo el tanque superficial 
de la Teresona el de mayor volumen con 23,500 m

3 
y el tanque superficial de 

Cerrillo Piedras Blancas el de menor capacidad con 20 m
3
, existiendo solo 12 

tanques de regulación que sobrepasan los 1000 m
3
, siendo necesario un tanque 

de 160,000 m
3 
de capacidad para un volumen de almacenamiento para 24 horas 

(Conagua, et al., 2015: 61-63). 
Bajo estas consideraciones, lo que se observa es que el abastecimiento de agua 

en el municipio de Toluca no será suficiente para cubrir la demanda social, aun 
cuando Toluca tiene un volumen natural disponible de agua medio (100-350 hm3 
/ km2 / año)19,  el crecimiento de la zona urbana y la utilización acelerada de 
este recurso aumentará la explotación de los mantos acuíferos y el requerimiento 
de más agua del sistema Cutzamala; necesitando una inversión mayor tanto en 
infraestructura como en los costos de extracción, con un mayor riesgo de conflicto 
social y de gasto para los consumidores para su obtención ya sea a través del sector 
público o mediante la vía privada (compra de agua embotellada o pipas de agua). 
Máxime si se considera que en el municipio de Toluca, su población ocupada se 
dedica a actividades económicas del sector secundario, comercio y de servicios 
(96.98%), que demandan grandes volúmenes de agua (ver cuadro 10).       

Cuadro 10. 
Estimadores de la población ocupada y su distribución porcentual según 

sector de actividad económica por municipio y sexo, Toluca 2015.

Fuente: INEGI. Tabulados de la Encuesta Intercensal 2015.

19 Las ciudades en esta categoría disponen de un recurso tan importante como el agua para el bienestar de 
sus ciudadanos y el desarrollo de las actividades productivas, pero deben ser cuidadosas en su manejo y 
administración (Garrocho, 2013; 294).
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Además de la cantidad de población que tendrá en los próximos años, 
CONAPO proyecta que para 2030, en el municipio de  Toluca habrá 1,096,700 
habitantes, que demandarán mayores cantidades de agua.   

Conclusiones

El agua no es un recurso infinito, el uso irracional dado comienza a ser un 
problema para el desarrollo de los estados, la sustentabilidad de los ecosistemas 
no debe de partir de un carácter comercial o atender a intereses sectoriales, que 
excluyen de su uso a gran parte de la población, las autoridades deben garantizar 
la protección, el cuidado y la conservación de los recursos hídricos de manera 
imparcial, eficaz, justa y equilibrada, que tienda a la solución de conflictos y no 
a su proliferación, ello mediante la aplicación concreta, clara y transparente de 
la ley; el problema en la protección y cuidado del agua no está en la diversidad 
de la reglamentación existente sino en la falta de aplicación de manera justa y 
atendiendo al interés social.

Las instituciones del Estado deben garantizar el derecho que tiene la población 
al acceso y disposición del agua suficiente y de buena calidad; sin anteponer un 
interés económico, sustentado en un supuesto desarrollo, que no se percibe, por 
encima del bienestar común.

Los problemas a los que se enfrentan la población originaria, los grupos 
étnicos y grupos vecinales, de donde surgen la fuentes de agua son múltiples, 
encontrándose principalmente; la exclusión y despojo en el uso, aprovechamiento 
y explotación de los recursos hídricos; la contaminación total o parcial de ríos, 
manantiales, corrientes subterráneas, la sobrexplotación de los mantos acuíferos 
y su constante degradación; la mayoría de las ocasiones bajo la indiferencia 
y represión por parte de las autoridades gubernamentales y en otras ocasiones 
fomentando acciones que deterioran la organización comunitaria y exacerban 
más los conflictos sociales derivados del uso del agua.  

La forma que han encontrado los pueblos originarios, los grupos étnicos y 
grupos vecinales, residentes en las diferentes regiones del país y en las localidades 
del estado de México, particularmente en el municipio de Toluca, es la organización 
comunitaria que proyecta una conciencia social para cuidar y proteger sus recursos 
naturales, entre estos el agua. La lucha social, las manifestaciones, plantones y 
acciones de resistencia civil, acciones fuera de los canales institucionales, son el 
recurso que deja el gobierno a estas poblaciones para hacer frente al despojo de 
los recursos naturales por éste y de empresas privadas.

La crisis del agua ha aumentado el surgimiento de conflictos sociales, el 
desabasto y la falta de acceso al agua tiende a generar condiciones para la 
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privatización del agua; la necesidad de agua obliga a la población a obtenerla 
mediante la compra del líquido, en agua embotellada, a través de pipas o 
buscando algún sustituto para beberla (refresco y las bebidas azucaradas), lo que 
aumenta su costo, afectando a las poblaciones más vulnerables y pobres; siendo 
una contradicción que poblaciones que son fuentes generadoras de agua carezcan 
de ella; y que empresas privadas o comerciales que pagan costos mínimos por 
su uso, dispongan de grandes volúmenes para, irracionalmente, venderla a las 
poblaciones que no la tienen. 

El conflicto social y los mecanismos de defensa que realiza la población son 
el reflejo de una falta de políticas públicas encaminadas a proteger los recursos 
naturales, de una mala administración de los recursos del agua, y una falta de 
cultura de la sociedad en su cuidado y preservación, a la par de la indiferencia de 
los gobiernos para promover, alentar y garantizar un uso adecuado de los recursos 
hídricos y naturales que eviten su deterioro y desaparición; estos son y serán el 
mecanismo detonante de los problemas sociales cada vez recurrentes y constantes 
por la falta, saqueo y contaminación del agua.  

     
Bibliohemerografía

Alfa Diario (2016), Persisten problemas de agua potable en Cacalomacan, 
[Internet]. Disponible en: [http://www.alfadiario.mx/articulo/2016-08-26/67780/
persisten-problemas-de-agua-potable-en-cacalomacan], [Consultado el 23 de 
diciembre de 2017].

Agua y saneamiento de Toluca (2017), De donde viene el agua Toluca, [Internet]. 
Disponible en: [http://www.ayst.gob.mx/sites/default/files/pozos/DE_DONDE_
VIENE_EL_AGUA_TOLUCA_NEW1618.pdf], [Consultado el 16 de diciembre 
de 2017].

Alianza mexicana contra el fracking (2016) ¿Qué es el Fracking?, [Internet]. 
Disponible en: [http://www.nofrackingmexico.org/que-es-el-fracking/], [Con-
sultado el 2 de diciembre de 2017].

CONAGUA, PRONACOSE, UAZ (2015). PMPMS para usuarios urbanos de 
agua potable y saneamiento, México. 

CONAGUA (2017), Sistema nacional de información del agua; Usos consuntivos, 
según origen del tipo de fuente de extracción (2016), Volumen concesionado por 
uso consuntivo agrupado (hm³), [Internet]. Disponible en: [http://sina.conagua.
gob.mx/sina/tema.php?tema=usosAgua&ver=reporte&o=0&n=nacional], 
[Consultado el 2 de diciembre de 2017].

CONEVAL (2017). Informe Anual sobre la Situación de Pobreza y Rezago 
Social, Toluca 2010, México.

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 63-89, ISSN: 1665-2088

86 DR. CARLOS E. MASSÉ NARVÁEZ • DR. VICTORINO BARRIOS DÁVALOS • 
MTRO. SALVADOR LÓPEZ PACHECO



Consejo Nacional de Población (2017). Proyecciones de Población a nivel 
Localidad 2010 - 2030, México.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2017.
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 2017.
Diario evolución (2016), Continúan problemas por agua en Cacalomacán; 

vecinos se manifiestan en el Congreso Local, [Internet]. Disponible en: [http://
diarioevolucion.com.mx/?p=16031], [Consultado el 23 de diciembre de 2017].

Diario Oficial de la Federación (2013) Decreto que reforma, deroga y adiciona 
diversas disposiciones del diverso publicado el 25 de enero de 1936, por el que se 
declaró Parque Nacional la montaña denominada “Nevado de Toluca” que fue 
modificado por el diverso publicado el 19 de febrero de 1937, Primera Sección, 1 de 
octubre de 2013.

El diario de Coahuila (2017), Indígenas de Chiapas denuncian amenaza constante 
de megaproyectos y ambición de trasnacionales, [Internet]. Disponible en: [http://
www.eldiariodecoahuila.com.mx/nacional/2017/11/21/indigenas-chiapas-
denuncian-amenaza-constante-megaproyectos-ambicion-trasnacionales-692305.
html], [Consultado el 2 de diciembre de 2017].

El Gráfico (2017), Amenazan con frenar obra en Toluca, [Internet]. Disponible 
en: [http://www.elgrafico.mx/toluca/23-07-2017/amenazan-con-frenar-obra-en-
toluca], [Consultado el 23 de diciembre de 2017].

Enciso, A. (2019).  “Al margen de la ley, 536 mil concesiones de aguas”. La 
Jornada, Martes 22 de octubre de 2019, pp. 17.

Forbes México (2017), Agua embotellada, el negocio multimillonario que México 
no necesita, [Internet]. Disponible en: [https://www.forbes.com.mx/agua-embote

llada-el-negocio-multimillonario-que-mexico-no-necesita/], [Consultado el 
27 de diciembre de 2017].

Forbes México (2017), Nestlé invertirá 200 mdp para consumir menos agua en 
Toluca, [Internet]. Disponible en: [https://www.forbes.com.mx/nestle-invertira-
200-mdp-consumir-menos-agua-toluca/], [Consultado el 23 de diciembre de 
2017].

Garrocho Rangel, Carlos (2013), Dinámica de las ciudades de México en el siglo 
XXI: cinco vectores clave para el desarrollo sostenible. El Colegio Mexiquense, A.C.: 
Consejo Nacional de Población: Fondo de Población de las Naciones Unidas, 
Zinacantepec, Estado de México.

IGECEM (2015). Información para el Plan de Desarrollo Toluca, Estado de 
México. 

INEGI (2017). Censo General de Población y Vivienda 2000, México. 
INEGI (2017). II Conteo de Población y Vivienda 2005, México. 
INEGI (2017). Censo de Población y Vivienda 2010, México.

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 63-89, ISSN: 1665-2088

87EL PROBLEMA DEL AGUA EN EL ESTADO DE MÉXICO Y TOLUCA. DEL MAL Y CORRUPTO USO DEL 
SERVICIO PÚBLICO Y DEL ABUSO CORPORATIVO A LA DEFENSA POPULAR DEL LÍQUIDO



INEGI (2017). Encuesta Intercensal 2015, México.
INEGI (2017). Tabulados de la Encuesta Intercensal 2015, México.
La Jornada (2017), Nueva ley prevé concesionar explotación de agua y permitir 

a IP descargas residuales, 27 de agosto de 2017, p. 8., México.
Ley de Aguas Nacionales, 2017. 
Ley de Aguas del Estado de México y Municipios, 2017.
Milenio (2017), Sobreexplotación de acuífero hunde el Valle de Toluca, [Internet]. 

Disponible en: [http://www.milenio.com/region/toluca-hundimiento-agua-
sobreexplotacion-acuifero-freaticos-milenio-noticias-edomex_0_971902902.
html], [Consultado el 18 de diciembre de 2017].

Ordenador político (2017), Denuncian falta de servicio de agua en Santa 
María Totoltepec, [Internet]. Disponible en: [http://www.ordenadorpolitico.com/
denuncian-falta-de-servicio-de-agua-en-santa-maria-totoltepec/], [Consultado 
el 23 de diciembre de 2017].

Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura,  
UNESCO (2017), Informe Mundial de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo de 
los Recursos Hídricos 2017, París, Francia.

Pueblos, revista de información y debate (2016). Un ejército de mujeres para 
defender el agua, [Internet]. Disponible en: [http://www.revistapueblos.org/
blog/2016/01/28/un-ejercito-de-mujeres-para-defender-el-agua/], [Consultado 
el 2 de diciembre de 2017].

Revista Animal Político (2016). Tlacotepec, a la defensa del agua y de los bosques 
del Nevado de Toluca, [Internet]. Disponible en: [http://www.animalpolitico.
com/2016/01/tlacotepec-a-la-defensa-del-agua-y-de-los-bosques-del-nevado-
de-toluca/], [Consultado el 2 de diciembre de 2017].

Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), Comisión 
Nacional del Agua (CONAGUA) (2016), Atlas del Agua en México 2016, México.

Secretaría de Medio Ambiente (SEMARNAT) y Recursos Naturales, Comisión 
Nacional del Agua (CONAGUA) (2016), Numeragua México, 2016, México.

Seunonoticias (2016), Más de 500 personas se manifiestan y logran destitución 
de funcionario en Toluca, [Internet]. Disponible en: [https://www.seunonoticias.
mx/2016/06/10/mas-de-500-personas-se-manifiestan-y-logran-destitucion-de-
funcionario-en-toluca/], [Consultado el 23 de diciembre de 2017].

Sin embargo (2017), Coca-Cola consumió el agua de pueblo en Chiapas y 
ahora se la vende en botella: investigación, [Internet]. Disponible en: [http://www.
sinembargo.mx/03-10-2017/3310826], [Consultado el 16 de diciembre de 2017].

SNIM (2017). Ficha básica Municipal, Toluca, [Internet]. Disponible en: 
[http://www.snim.rami.gob.mx/], [Consultado el 2 de diciembre de 2017].

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 63-89, ISSN: 1665-2088

88 DR. CARLOS E. MASSÉ NARVÁEZ • DR. VICTORINO BARRIOS DÁVALOS • 
MTRO. SALVADOR LÓPEZ PACHECO



Thomas Homer-Dixon, Jeffrey H. Boutwell and George W. Rathjens (1993). 
Environmental Change and Violent Conflict, vol. 268, num. 2,  SCIENTIFIC 
AMERICAN.

Toluca Noticias (2016), Cierran avenida por falta de agua en Totoltepec - Toluca, 
[Internet]. Disponible en: [http://www.tolucanoticias.com/2016/02/cierran-
avenida-por-falta-de-agua-en.html], [Consultado el 23 de diciembre de 2017].

TRESPM (2016), Colonos de Otzacatipan bloquean Toluca-Naucalpan por 
falta de agua, [Internet]. Disponible en: [http://trespm.com.mx/colonos-de-
otzacatipan-bloquean-toluca-naucalpan-por-falta-de-agua/], [Consultado el 23 
de diciembre de 2017].

Tribunal Latinoamericano del Agua (2017), Veredictos de la IX Audiencia 
realizada en Mexico, DF, [Internet]. Disponible en: [http://tragua.com/2016/10/
veredictos/], [Consultado el 23 de diciembre de 2017].

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 63-89, ISSN: 1665-2088

89EL PROBLEMA DEL AGUA EN EL ESTADO DE MÉXICO Y TOLUCA. DEL MAL Y CORRUPTO USO DEL 
SERVICIO PÚBLICO Y DEL ABUSO CORPORATIVO A LA DEFENSA POPULAR DEL LÍQUIDO





Garantizar la seguridad en el Estado de México
Guaranteeing the safety in Mexico State

Arturo Huicochea Alanis*

Presentación

Modelo de Policía Eficaz es el nombre de la política pública diseñada a la medida 
de la realidad jurídica, institucional, administrativa y sociológica del Estado 
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Resumen: 
La mayor preocupación de la sociedad debe ser la 
primera ocupación de los gobernantes y, por tanto, 
interés central de la ciencia de la Administración 
Pública. Si bien el panorama luce desolador por los 
altos niveles de violencia que se han alcanzado en 
nuestra entidad, sí es posible recuperar la armonía, 
garantizar la seguridad, lograr la justicia y alcanzar 
la paz.
Este documento describe el método para garantizar 
la seguridad en el Estado de México, que no exige 
recursos financieros adicionales a los previstos, sólo 
requiere responsabilidad plena del gobierno estatal 
y de cada uno de los ayuntamientos, además de la 
participación decidida de la sociedad, lo que asegura 
resultados inmediatos en términos de percepción y 
avances transparentes y demostrables cada mes a 
partir de su puesta en marcha. A la luz de los fallidos 
intentos realizados durante años, y los ejemplos de 
las mejores prácticas nacionales e internacionales, 
esta es la única alternativa que asegura el éxito.
Palabras Clave: Sistema de seguridad y justicia, 
Seguridad democrática, Indicadores de gestión, 
Seguridad de resultados, Policía eficaz.

Abstract
Society’s biggest concern should be the politician’s 
occupations, and therefore, the central interest of 
the Public Administration science. 
While the picture looks devastating due to the high 
levels of violence that have reached our entity, it is 
possible to recover harmony, guarantee safety and to 
achieve justice and peace.
This document describes the method to guarantee 
security in Mexico State, it does not require addi-
tional financial resources than the ones previously 
exposed, and it just requires the responsibility of 
the state government and from each city council. 
This and the active participation of society, which 
will guarantee immediate results in terms of percep-
tion and transparency advances which will be 
demonstrable every month from their launching. In 
light of the failed attempts that have been going on 
for years, and the examples of the best international 
and national practices, this is the only alternative 
that can ensure success.
Keywords: Security and justice system, Democratic 
security, Management indicators, Results security, 
Effective police.
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de México, adaptada –no adoptada- a partir de experiencias exitosas de otras 
latitudes, y de la larga tradición de gobierno en la entidad. 

Para demostrar los resultados del Modelo de Policía Eficaz, sencillamente hay 
que revisar los indicadores de las ciudades mexicanas que se desempeñan mejor 
en este rubro, y observar las mejores prácticas en el mundo. El modelo incluye el 
listado exhaustivo de las reformas y adiciones constitucionales y legales necesarias, 
así como los documentos normativos que deben reformarse en el ámbito municipal 
de gobierno, además de las herramientas administrativas necesarias, tales como 
manuales, protocolos, sistemas y acciones a emprender para transformar a la 
policía municipal, y recuperar la armonía social, la seguridad y la paz en el Estado 
de México. El resultado está garantizado, pues se trata de un método riguroso 
de trabajo sistemáticamente organizado, de modo que toda corporación que se 
apegue a él mostrará significativa mejoría.

En la parte final, una vez que se define al Modelo, se explican las partes que 
lo componen, y se presenta el listado expreso que debe tomarse en cuenta, se en-
listan seis pasos, o grupos de acciones que el lector descubrirá resultan de muy 
sencilla ejecución –a pesar de que casi nadie las hace por completo. Esas accio-
nes, realizadas de manera acompasada, con el liderazgo de cada Presidente 
Municipal y del titular del Ejecutivo, con la supervisión de la ciudadanía y el 
acompañamiento de los especialistas, traerá como consecuencia la recuperación 
de la armonía social.

El Modelo de Policía Eficaz

El incremento en la incidencia delictiva en general ha dañado la percepción que 
tienen los ciudadanos sobre la seguridad en sus ciudades, colonias y comunidades, 
afectando a su vez la convivencia cotidiana.

Para hacer frente al problema, en los últimos años se aprobaron reformas y 
adiciones legales con el fin de aumentar penas y crear nuevos delitos; se reformó el 
sistema procesal penal y se legisló en ámbitos como el de justicia para adolescen-
tes, sistema penitenciario, delincuencia organizada o coordinación en materia 
de seguridad pública y más recientemente incremento de delitos que ameritan la 
prisión preventiva oficiosa y la creación de la Guardia Nacional. 

Paralelamente, se han mantenido, incluso se han incrementado los recursos 
públicos federales, estatales y municipales, destinados a este importante rubro. 
Y a pesar de todo, la criminalidad no ha cedido y la percepción de inseguridad 
continúa en aumento.

El comportamiento delictivo, a partir de los datos de incidencia delictiva 
disponibles, refleja que la inseguridad proviene, en su mayor parte, de faltas 
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administrativas y delitos menores que no son oportunamente atendidos y a 
consecuencia de la nula existencia de mecanismos de justicia cívica. 

La policía municipal es uno de los actores del Estado con mayor interacción 
directa con la población; no obstante, actualmente este vínculo se encuentra seria-
mente deteriorado. Para que la acción policial tenga como resultado la pacificación 
de la sociedad, que se manifieste en la reducción del delito y la violencia, así como 
en mejoras sensibles en la percepción de la seguridad y la confianza, es necesario 
transformar la forma en la que operan las policías municipales.

Para ello, lo primero consiste en dejar de entender a la policía como cuerpo 
“protector del Estado”, pues se trata de una “facilitadora de la vida social”. Dotarla 
paulatinamente de capacidades de toda naturaleza, para lograr la articulación 
efectiva entre dichos cuerpos con las policías estatales, la fiscalía del Estado y, en 
su caso, con la Guardia Nacional y la Fiscalía General de Justicia, a fin de prevenir 
el delito, disminuir la incidencia delictiva, mejorar la percepción de seguridad, e 
incrementar la confianza en las instituciones de seguridad pública.

Las policías requieren de un entramado jurídico que, al mismo tiempo, 
elimine restricciones y cuellos de botella que entorpecen la función policial y 
ofrezca certeza a los policías en su operación cotidiana, al tiempo que garantice la 
delimitación, control y evaluación de sus funciones con el fin de evitar abusos de 
poder, corrupción o violaciones a derechos humanos.

a) El desafío de la seguridad 

Con datos recabados, todos, entre 2017 y 2018, durante los últimos siete años, 
entre un 20 y un 25% de la población mayor de 18 años en México ha sido víctima 
de la delincuencia.

Mientras que en 2011 la Encuesta Nacional de Victimización y Percepción 
sobre Seguridad Pública (ENVIPE) calculó 18.1 millones de víctimas, en 2017 la 
cifra aumentó a 25.3 millones, sin que ningún año la cifra haya disminuido.

La situación actual puede comprenderse cabalmente, desde 6 ángulos comple-
mentarios.

1.	La ENVIPE 2018 refleja que el 64.5% de la población opina que la inseguridad 
y la delincuencia son los problemas que más aquejan a la ciudadanía; el 35.6% 
de los hogares del país tuvo al menos un integrante víctima del delito, para 
un total de 25.4 millones de personas; y que, a pesar de ello, prácticamente 
nadie quiere acudir a pedir ayuda de las autoridades por falta de confianza 
(94% de los mexicanos) y los pocos que lo hicieron (6% de las víctimas) no 
hayan merecido ni siquiera una buena atención ni buenos resultados, pues 

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 91-113, ISSN: 1665-2088

GARANTIZAR LA SEGURIDAD EN EL ESTADO DE MÉXICO 93



menos del 1% de las muy escasas sentencias condenatorias resultaron de las 
investigaciones.

2.	Según la Encuesta Nacional de Victimización 2018, de los 33.6 millones de 
delitos ocurridos el año anterior, 28.1% correspondió a 9.5 millones de robos 
o asaltos en la calle o el transporte público; y la incidencia delictiva, según 
el Sistema Nacional de Seguridad Pública, refleja que, de enero a septiembre 
de este año, del total de delitos denunciados (1´383,099), el 51.4% (528,490) 
fue por el delito de robo y el 12.7% (176,439) delitos contra la vida y la 
integridad corporal. Estos delitos, obviamente, debieran ser prevenidos, 
disuadidos, impedidos, contenidos, investigados y/o perseguidos por las 
policías estatales y, más precisamente, por las municipales, sin esperar que 
los atienda el Ejército, la Armada o las fuerzas federales.

3.	Casi el 80% de los mexicanos vive bajo la sensación de inseguridad; y el 
68% considera a la inseguridad y a la delincuencia como los problemas más 
importantes que aquejan a su localidad. El 83.1% se sintió inseguro en los 
cajeros automáticos ubicados en la vía pública y el 75.1% en el transporte, 
casi el 70% en el banco y 67.8% en las calles que habitualmente recorre. Los 
mexicanos hemos modificado nuestros hábitos y costumbres; el 70.1% no 
permite que sus hijos menores de edad salgan o estén solos en la calle; 59.7% 
ha dejado de usar joyas; 52% evita salir de noche a la calle; 49.8% evita llevar 
consigo dinero en efectivo y el 37.5% no lleva tarjetas de crédito o débito.

4.	De los 33.6 millones de delitos que ocurrieron en México durante 2017, no 
fueron denunciados ante el MP o alguna otra autoridad 31’315,200; esto es 
el 93.2%, en razón que la ciudadanía lo considera una pérdida de tiempo; 
ya que, en promedio para presentar una denuncia ante el MP, se tienen que 
invertir de 2 a 3 horas en trámites tortuosos, así como soportar actitudes 
prepotentes, hostiles y soberbias de los servidores públicos.

	 Existe un marcado desinterés de las autoridades del MP por atender con 
diligencia la integración de las investigaciones. Se estima que el 21% de ellas 
se encuentra en proceso de integración, lo que acumula un rezago de más del 
50%; tarea imposible de atender.

	 Durante el año pasado, solamente fue denunciado el 10.4% de los delitos, 
de los cuales, el Ministerio Público inició Averiguación Previa o Carpeta de 
Investigación en el 65.3%; dicho de otro modo, únicamente en el 6.8% del 
total de delitos.

5.	De los 3’494,400 de delitos que se denunciaron en 2017, apenas en el 4.2% 
de los casos, esto es 146,765 delincuentes, fueron puestos a disposición de 
un juez; dicho en otras palabras, más de 3 millones de delincuentes que sí 
fueron denunciados ante el MP, están prófugos de la justicia o no pueden 
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ser aprehendidos, por no contar con investigaciones debidamente integradas 
con los medios de prueba y peritajes idóneos para ser presentados ante un 
juez.

	 Según datos del Censo Nacional de Procuración de Justicia Estatal 2017, 
fueron abiertas 1’801,178 averiguaciones previas y carpetas de investigación 
en las agencias del MP del fuero común; mientras que se mantienen 1´216,201 
de expedientes inconclusos y únicamente 143,346 expedientes cerrados. La 
consecuencia es que abunda el trabajo pendiente y la ciudadanía sabe que el 
asunto será olvidado.

6.	La labor más absorbente del MP es la investigación de los delitos; muestra 
de ello es que, de los 3’494,400 de denuncias presentadas, 1’953,369 están 
en rezago, cifra que representa el 55.9%. La mayoría de las averiguaciones 
previas o carpetas de investigación son archivadas por carecer de una 
investigación exhaustiva, dejando los casos sin concluir.

El desafío de la seguridad en el Estado de México
De acuerdo con el World Justice Project 2018, el Estado de México:

•	 Está reprobado en lo tocante al Estado de Derecho; aparece muy por debajo 
de la media nacional en 5 de los 8 factores analizados.

•	 Es penúltimo en Orden y Seguridad.
•	 Antepenúltimo en Ausencia de Corrupción y Límites al Poder 

Gubernamental.
•	 Lugar 28 en Derechos Fundamentales, superando por muy poco a 

Tamaulipas, Puebla, Veracruz y Guerrero. 
•	 Lugar 27 en Justicia Penal, donde la CDMX es el 9 y Querétaro el 1.
•	 En Justicia Civil apenas rebasa la media nacional. 
•	 En resumen, es el peor evaluado en el Índice de Respeto al Estado de Derecho, 

apenas por encima de Baja California Sur y Guerrero. 

La Encuesta Nacional de Victimización y Percepción de la Seguridad Pública 
2018 indica que:

•	 La sociedad del Estado de México padece grave violencia, es la entidad con 
más víctimas de delito por cada 100 mil habitantes (46,705).

•	 Es el Estado que menos denuncias recibe y atiende, junto con Guerrero y 
Tamaulipas. (Estado de México, 94.8%; Guerrero, 96.8% y Tamaulipas, 
96.4%). 
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•	 Los mexiquenses viven con miedo; es la entidad que tiene la peor percepción 
de inseguridad (91.9), únicamente superado por Tabasco; 91.8%. 

•	 Registra uno de los más altos índices de insatisfacción con la seguridad: 
91.8%.  

•	 Es el Estado con más delitos cometidos por cada 100 mil habitantes (65 381), 
apenas superado por CDMX (68 954). 

•	 Los mexiquenses desconfían de sus autoridades; no les tienen confianza a los 
cuerpos policiales, son evaluados muy por debajo del promedio nacional.

•	 Los policías viven en condiciones inaceptables; su jornada laboral se 
extiende hasta 76 horas a la semana; la media nacional es de 70. Trabajan en 
situaciones indignantes; 9 de cada 10 deben poner de su bolsa para equipo, 
uniforme y hasta armamento.  

La Encuesta Nacional de Seguridad Pública Urbana 2018 destaca que Ecatepec, 
Toluca y Nezahualcóyotl, se encuentran dentro de las ciudades más inseguras del 
país, (92.3%, 84.8% y 79.7%, respectivamente), casi a la par de Acapulco, 89.0% y 
Chilpancingo, 93.3%. La media nacional es de 76.8%.

La Encuesta Nacional de Victimización de Empresas (ENVE) 2018 del INEGI 
indica que, en el Estado de México, 3,621 unidades económicas fueron víctimas 
del delito por cada 10,000 unidades económicas, durante 2017. Al comparar estos 
resultados con los obtenidos en la Encuesta anterior (3,702 unidades víctimas del 
delito por cada 10,000 unidades económicas), se observó una disminución del 2.2%.

Asimismo, la ENVE 2018 concluyó que los dos delitos más frecuentes en 
el Estado de México, que afectaron a las empresas, fueron el robo o asalto a 
mercancía, dinero, insumos o bienes; y los actos de corrupción.

Además, el costo promedio del delito por unidad económica a consecuencia 
del gasto en medidas de protección y de las pérdidas a consecuencia del delito en 
2017, fue de $60,986.00.

La percepción de las unidades económicas respecto de la situación actual 
sobre la inseguridad pública en el Estado de México durante 2017 fue del 92.2%; 
mientras que el porcentaje de empresas que manifestaron sentirse afectadas por la 
presencia de la economía informal fue del 19.4%. 

La Alerta de Violencia de Género (AVG) emitida en 11 municipios mexiquenses: 
Chalco, Chimalhuacán, Cuautitlán Izcalli, Ecatepec, Ixtapaluca, Naucalpan de 
Juárez, Nezahualcóyotl, Tlalnepantla de Baz, Toluca, Tultitlán y Valle de Chalco, 
no ha dado los resultados esperados para salvaguardar la integridad de las mujeres.

A pesar del cambio de autoridades en los tres niveles de gobierno los 
feminicidios van al alza y mantienen al Estado de México entre las entidades más 
peligrosas para ser mujer.
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La asociación civil Causa en Común señala que los feminicidios van en aumento 
en México, ya que el primer cuatrimestre del 2018 se dieron 295 feminicidios en 
comparación con el primer cuatrimestre del 2019 con 311 y los lugares donde más 
aumentaron fueron Veracruz, Estado de México, Nuevo León y Puebla.

Medir el desafío en el ámbito municipal

Para que una estrategia de seguridad pública sea efectiva se debe contar con datos 
confiables, que permitan entender las dinámicas precisas de la violencia a nivel 
microrregional.

La ENVIPE, elaborada por el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
suele aplicarse alrededor de 60 municipios en el Estado de México. La información 
que genera dicha encuesta, siendo muy útil para realizar análisis, es insuficiente 
y no permite contar con diagnósticos municipales para identificar regiones, 
tendencias, comportamientos y patrones de las problemáticas para diseñar 
estrategias focalizadas.

Es fundamental que todas las estrategias encaminadas a mejorar la seguridad 
pública se basen en diagnósticos finos, elaborados en todos municipios y que se 
monitoreen los resultados de las intervenciones más allá de las únicas estadísticas 
de homicidios, las cuales conllevan sesgos cruciales y ocultan los principales 
detalles a la hora de entender las dinámicas de la violencia al nivel local.

Yendo más allá, los diagnósticos deben enfocarse en fortalecer la seguridad 
ciudadana y la prevención de los delitos, es decir en esquemas de protección de 
la población local, no en la lógica de golpes, operativos y enfrentamientos contra 
grupos armados.

Por otra parte, deberán estar basados en esquemas homologados que permitan 
darles seguimiento institucional, así como monitoreo por parte de ciudadanos, la 
academia y actores independientes. Partiendo de los datos disponibles, se puede:

I.	 Realizar un seguimiento al trabajo iniciado por las administraciones 
municipales actuales y anteriores, con el fin de implementar un monitoreo 
regular de esta estrategia de seguridad.

II.	 Producir conocimiento empírico sólido; implementar una estrategia de 
investigación y de diagnóstico en los 125 municipios para producir líneas 
bases y comparaciones entre ellos, las cuales servirán para diseñar padrones 
de las dinámicas de violencia que se observan en sus respectivos territorios.

III.	Estudiar las experiencias de los municipios menos violentos del Estado de 
México con el fin de identificar mejores prácticas que se puedan replicar 
rápidamente en otros.

Revista IAPEM, núm. 104 (septiembre-diciembre), pp. 91-113, ISSN: 1665-2088

97GARANTIZAR LA SEGURIDAD EN EL ESTADO DE MÉXICO



En resumen, es imprescindible la realización de encuestas municipales:

1.	De Victimización y Percepción sobre la Seguridad Pública;
2.	De Seguridad Pública Urbana, semiurbana y rural; 
3.	Sobre la Dinámica de las Relaciones y la Violencia en los Hogares.
4.	De Victimización de Unidades Económicas.
5.	De Clima Laboral al interior de las Policías Municipales.

Con esos instrumentos trazar las metas realistas y ambiciosas que, en presencia 
de la ciudanía, permitan trazar una política anticriminal en la entidad construida 
desde la realidad municipal. Esta estrategia complementa y, para efectos 
prácticos, suple al Programa Estatal de Seguridad que, naturalmente, carece de 
esa información completa y actualizada.

La Implementación

Mejorar la seguridad pública únicamente será posible si contamos con un sólido 
sistema de medición, que sea transparente a la sociedad. La principal herramien-
ta será una “Matriz de Resultados”, una tabla de indicadores que no sólo captura 
el punto de partida para cada uno de los indicadores clave, sino también les da 
seguimiento, sugiere mejoras y define el punto de destino.

Esto implica un esfuerzo consciente y constante para llevar un registro 
adecuado de la información delictiva y poder evaluar los resultados del Modelo, 
pero también implica un monitoreo constante de los indicadores de productividad 
policial.

a) Los indicadores del Modelo de Policía Eficaz

Recuperar la paz y la seguridad requiere indicadores que permitan enfocar la 
estrategia y determinar las metas con claridad. En este sentido, el diagnóstico 
debe entenderse como un “diagnóstico proactivo” que es la distancia que media 
entre el problema actual y la situación de paz y seguridad deseable para 2024.

Lo que se busca es orientar las políticas, los presupuestos y las estrategias 
fundamentalmente a la disminución de la incidencia, la mejora en la percepción y 
en la calidad de la relación entre autoridades policiales y ciudadanos.
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Matriz de Seguimiento y Metas del Modelo de Policía Eficaz

Indicador 2020 2021 2022 2023 2024
Incidencia delictiva 

•	 Robo a transeúnte
•	 Robo a casa habitación
•	 Robo parcial de vehículo
•	 Robo a comercio
•	 Narcomenudeo
•	 Robo total de vehículo
•	 Fraude
•	 Extorsión
•	 Violencia contra la mujer

Prevalencia delictiva
Percepción
Homicidios dolosos
Impunidad
Cifra negra
Confianza en la policía
Percepción positiva del desempeño 
policial

Matriz de evaluación del modelo de policía eficaz

Tipo de indicador Unidad de 
medida

Periodo de evaluación
2019 2020 2021

1. De Normatividad
1.1 Bando Municipal Bando 
1.2 Reglamento de Seguridad y Tránsito Municipal Reglamento
1.3 Reglamento de Seguridad Reglamento
1.4 Reglamento de Orden y Justicia Cívica Reglamento
1.4 Manual de organización Manual
1.5 Manual de procedimientos Manual
1.6 Catálogo de puestos Catálogo 
1.7 Código de Ética de la Policía Municipal Código
1.8 Protocolos Básicos para la Función Policial
1.8.1 Protocolo Nacional de Primer Respondiente Protocolo
1.8.2 Protocolo Nacional de Cadena de Custodia Protocolo
1.8.3 Protocolo para el Uso Legítimo de la Fuerza Protocolo
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1.8.4 Protocolo para la Función de Prevención o 
Reacción

Protocolo

1.8.5 Protocolo de Actuación Policial en  Materia de 
Violencia de Género

Protocolo

1.8.6 Protocolo para la Atención a Víctimas y Grupos 
Vulnerables

Protocolo

1.8.7 Protocolo para Recepción de Denuncias Protocolo
1.8.8 Protocolo de Justicia Cívica y Trabajo en Favor 
de la Comunidad

Protocolo

1.9 Informe Policial Homologado Informe
1.10 Tablero de Control Público para Evaluación del 
Desempeño Policial

Tablero

1.11 Homologación de servicios de llamadas de 
emergencia 911

Norma/Guía

1.12 Convenio de coordinación entre el municipio 
y la Fiscalía a fin de que los policías sean receptores 
de denuncias

Tipo de indicador Unidad de 
medida

Periodo de evaluación
2019 2020 2021

2. De Capacidades Institucionales y Sostenibilidad Financiera
2.1 Estado de fuerza Efectivos Núme-

ro de policías por 
cada cien mil ha-
bitantes

2.2 Estructura operativa
2.2.1 Sistema de estaciones de policía Estación Sistema
2.2.2 Mapas delictivos Mapa
2.2.3 Estrategia de distribución territorial (cuadran-
tes, sectores, colonias)

Documento

2.2.4 Sectores de patrullaje Documento, re-
comendación de 
división territo-
rial 

2.2.5 Estrategia de asignación especial por fenóme-
nos delincuenciales

D o c u m e n t o , 
diagnóstico que 
sustente la asig-
nación 

2.2.6 Área de inteligencia y respuesta Unidad adminis-
trativa

2.2.7 Botones de pánico Botón
2.2.8 Supervisión de recorridos Documento
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2.2.9 Turnos policiales Bitácora
2.3 Academia de Policía Municipal       Academia
2.4 Programa de capacitación Programa
2.5 Sistema de carrera policial Sistema
2.6 Certificación de procesos Proceso certifi-

cado
2.7 Certificación en control y confianza              
2.7.1 Exámenes C3 Examen

2.7.2 Certificado Único Policial Certificado

2.8 Sistema de alta gerencia policial Programa
2.9 Unidad de Investigación y Análisis Unidad adminis-

trativa
2.10 Unidad de Policía Cibernética Unidad adminis-

trativa
2.11 Unidad de Operaciones Especiales Unidad adminis-

trativa
2.12 Unidad de Policía Procesal Unidad adminis-

trativa
2.13 Unidad de Asuntos Internos Unidad adminis-

trativa
2.14 Gestión y control de armerías Unidad adminis-

trativa
2.15 Sistema de interconexión tecnológica, radioco-
municación, videovigilancia y localización (C4/C5) 

Unidad adminis-
trativa

2.16 Sistema de evaluación del desempeño policial Sistema
2.17 Equipos para el trabajo 
2.17.1Vehículos de transporte terrestre
2.17.1.1 Camioneta tipo van (10 pasajeros) Camioneta Van
2.17.1.2 Automóvil sedán Automóvil sedán
2.17.1.3 Camioneta Pick Up Camioneta Pick 

Up
2.17.1.4 Motocicleta balizada y equipada Motocicleta
2.17.2 Equipo de protección personal y de comunicación
2.17.2.1 Uniforme Uniforme
2.17.2.2 Gorra beisbolera o kepí Gorra/Kepí
2.17.2.3 Bota/choclo Bota/choclo
2.17.2.4 Chamarra Chamarra
2.17.2.5 Chaleco balístico nivel III-A/Chaleco tácti-
co

Chaleco
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2.17.2.6 Casco balístico Casco
2.17.2.7 Escudo balístico Escudo
2.17.2.8 Placas balísticas nivel IV Placas (juego)
2.17.2.9 Tolete tipo I Tolete
2.17.2.10 Fornitura Fornitura
2.17.2.11 Esposas para manos Esposas (juego)
2.17.2.12 Lámpara Lámpara
2.17.2.13 Binoculares tácticos Binoculares
2.17.2.14 Ariete metálico/Abridor de puertas Ariete/Abridor
2.17.2.15 Gas lacrimógeno Bote
2.17.2.16 Máscara antigas Máscara antigas
2.17.2.17 Googles tácticos Googles
2.17.2.18 Candado de mano Candado de 

mano
2.17.2.19 Armamento
2.17.2.19.1 Arma corta Pistola
2.17.2.19.2 Arma larga Ametralladora/

Escopeta/Rifle/
Fusil/ Escopeta 
lanzagranadas de 
humo

2.17.2.20 Dispositivo de comunicación Dispositivo
2.18 Estrategia de suministros
2.18.1 Gasolina Pesos ($)
2.18.2 Viáticos Pesos ($)
2.18.3 Municiones de armas cortas y largas Pesos ($)
2.18.4 Libretas y  bolígrafos Pesos ($)
2.19 Salario Policial Homologado Nomina desglo-

sada
2.20 Seguridad social para policías y sus familiares
2.20.1 Créditos para vivienda Convenios 
2.20.2 Seguro de vida Pólizas 
2.20.3 Servicio médico Afiliación al ser-

vicio médico
2.20.4 Fondo de ahorro para el retiro de los policías Afores
2.20.5 Apoyos para familias de policías caídos en 
cumplimiento del deber

Pólizas

2.20.6 Becas escolares para hijos de policías Programa de be-
cas
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Tipo de indicador Unidad de 
medida

Periodo de evaluación
2019 2020 2021

3. De Impacto y Resultados 
3.1 Encuesta Municipal de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública

3.1.1. Estimaciones sobre el número de personas que 
sufrieron victimización delictiva

% de población 
en el informe de 
resultados de la 
encuesta.

3.1.2 Número de delitos ocurridos informe de resul-
tados de la en-
cuesta.

3.1.3 Estimaciones sobre la “cifra negra” de los deli-
tos y sus causas

% de delitos no 
denunciados en 
el informe de re-
sultados de la en-
cuesta.

3.1.4 Percepción actual de la población de 18 años y 
más sobre la seguridad del lugar donde viven

% de la población 
en el informe de 
resultados de la 
encuesta.

3.1.5 Grado de confianza en las instituciones de se-
guridad pública y la percepción sobre el desempeño 
de las autoridades de seguridad pública y justicia

% de la población 
en el informe de 
resultados de la 
encuesta.

3.1.6 Cambios en las actividades de las personas por 
temor al delito

Descripción de 
actividades en el 
informe de resul-
tados de la en-
cuesta.

3.1.7 Estimación de los gastos de los hogares para 
protegerse de la delincuencia

Calculo de inver-
sión en el informe 
de resultados de 
la encuesta.

3.1.8 Información sobre las características sociode-
mográficas de las víctimas y victimarios

Informe de re-
sultados de la en-
cuesta.
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3.2 Estudio de Ambiente Laboral
3.2.1 Percepción de los miembros de la organización 
ante las condiciones, atributos y cualidades relacio-
nadas con su entorno laboral

% de percepción 
de los empleados 
de las condicio-
nes físicas en el 
informe del estu-
dio.

3.2.2 Grado de satisfacción de los empleados ante 
las condiciones generales del empleo como salud, 
ingreso, bienestar, motivación, entre otros

% de percepción 
de los empleados 
ante las condi-
ciones laborales 
en el informe del 
estudio.

3.2.3 Sentido de pertenencia que existe entre los 
miembros de la organización y la institución al for-
mar parte del equipo de trabajo

Nivel de per-
tenencia de los 
miembros de la 
organización en 
el informe del es-
tudio.

3.2.4 Necesidades de capacitación de los servidores 
públicos en el área de seguridad pública

Áreas de 
capacitación en 
el informe del 
estudio.

3.2.5 Presuntos actos de corrupción en las diferentes 
áreas

Informe del estu-
dio de ambiente 
laboral.

3.2.6 Percepción en general que tienen los servido-
res públicos ante el tema de corrupción dentro de su 
institución

Opinión de los 
miembros de la 
organización ante 
el tema de co-
rrupción en el in-
forme del estudio.

3.2.7 Ambiente de igualdad laboral y no discrimi-
nación

Informe del am-
biente laboral en 
condiciones de 
igualdad y no dis-
criminación.

3.3 Encuesta Municipal sobre la Dinámica de las Relaciones y la Violencia en los Hogares
3.3.1 Información sobre las situaciones de violencia 
emocional, económica, patrimonial, física y sexual 
ejercida en contra de las mujeres de 18 años y más, 
ocurrida en los distintos ámbitos –escolar, laboral, 
comunitario, familiar y de la pareja–, y ejercida por 
cualquier agresor ocurrida en los últimos 12 meses

Prevalencia de 
violencia contra 
las mujeres, en el 
informe de la en-
cuesta
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3.3.2 Información sobre las experiencias de abuso 
sexual experimentadas por las mujeres durante su 
infancia

Proporción de 
mujeres de 18 
años y más, que 
sufrieron abu-
so sexual en la 
infancia, en el 
informe de la en-
cuesta

3.3.3 Información que permita identificar la ruta de 
búsqueda de información, apoyo, atención y denun-
cia que siguen las mujeres que han enfrentado vio-
lencia de cualquier tipo y en cualquier ámbito

Cálculo de las 
mujeres que han 
experimentado 
violencia física 
o sexual y NO 
acudieron a nin-
guna institución 
o autoridad, en el 
informe de resul-
tados.

3.3 Encuesta Municipal de Victimización de Empresas
3.4.1 Estimar el número de unidades económicas del 
sector privado víctimas de delito durante el último 
año

Cálculo de unida-
des económicas 
víctimas del deli-
to en el informe 
de la encuesta.

3.4.2 Información sobre el tipo de delitos de los que 
son víctima las unidades económicas.

Tipos de delitos 
en el informe de 
la encuesta

3.4.3 Medir la percepción del sector empresarial so-
bre la seguridad pública

% percepción de 
la seguridad en 
el sector empre-
sarial

3.4.4 Estimar los costos del delito en las unidades 
económicas del sector privado

Cálculo de costos 
en el informe de 
la encuesta.

3.4.5 Estimar las repercusiones en la operación y 
planes negocios de las unidades económicas del sec-
tor privado a causa del delito

Cálculo de costos 
en el informe de 
la encuesta.

3.5 Incidencia delictiva
3.5.1 Robo a transeúnte Persona
3.5.2 Robo a casa habitación Casa habitación
3.5.3 Robo parcial de vehículo Vehículo
3.5.4 Robo a unidad económica/comercio Unidad económi-

ca/comercio
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3.5.5 Narcomenudeo Detenido/narcó-
tico

3.5.6 Robo total de vehículo Vehículo
3.5.7 Fraude Denuncia/Fraude
3.5.8 Extorsión Denuncia/Extor-

sión
3.6. Violencia de género
3.6.1 Incidentes de violencia Denuncia
3.6.2 Feminicidio Denuncia
3.7 Prevalencia delictiva Víctimas por 

cada 100 mil ha-
bitantes

3.8 Homicidios dolosos Denuncia/Homi-
cidio doloso

3.9 Impunidad Averiguaciones 
previas o carpetas 
de investigación 
iniciadas por el 
MP en las que no 
pasó nada o no se 
continuó con la 
investigación

Tipo de indicador Unidad de 
medida

Periodo de evaluación
2019 2020 2021

4. De Productividad Policial 
4.1 Denuncias recibidas Informe homolo-

gado 
4.2 Personas detenidas por falta administrativa Persona
4.3 Personas detenidas y puestas a disposición del 
MP

Persona

4.4 Llamadas de emergencia atendidas (911 y C4) Llamada
4.5 Diligencias atendidas Diligencia
4.6 Infracciones de tránsito Infracción
4.7 Participación en operativos Operativo
4.8 Reuniones vecinales atendidas Programa de vin-

culación social
4.9 Unidades económicas visitadas Unidad econó-

mica
4.10 Escuelas visitadas Programa de vin-

culación social
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4.11 Atenciones de servicio social brindadas Atención
4.12 Hechos de tránsito atendidos Hecho/Incidente
4.13 Otras actuaciones realizadas en calidad de Pri-
mer Respondiente

Actuación

a) Indicadores de Normatividad

Se refieren al conjunto de ordenamientos de carácter jurídico y administrativo 
que rigen conductas y procedimientos de la institución encargada de la seguridad 
pública municipal.

b) Indicadores de Capacidades Institucionales y Sostenibilidad Financiera

Se refieren a los componentes de la capacidad operativa, administrativa y 
financiera de la institución.

c) Indicadores de Impacto y Resultados

Permiten evaluar la efectividad de las estrategias y muestran resultados 
inmediatamente: 

Encuesta Municipal de Victimización y Percepción sobre Seguridad Pública: 
Permite obtener información con representatividad a nivel municipal, para 
realizar estimaciones de la prevalencia delictiva que afectó a los hogares durante 
el último año, los niveles de incidencia delictiva y la cifra negra, la percepción 
ciudadana sobre la seguridad pública y el desempeño de las instituciones a cargo 
de la seguridad pública y la justicia. Además, recaba información sobre las ca-
racterísticas del delito, el contexto de la victimización y el impacto económico y 
social del delito:

Estimaciones sobre el número de personas que sufrieron victimización 
delictiva: Se refiere al número de personas de 18 años y más que fueron víctimas 
de algún delito por cada cien mil habitantes, durante el último año.

Cálculo del número de delitos ocurridos: Se refiere a la tasa de delitos por 
cada cien mil habitantes durante el último año.

Estimaciones sobre la “cifra negra” de los delitos y sus causas: Se refiere al 
porcentaje de delitos en los que no hubo denuncia o no se inició averiguación 
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previa o carpeta de investigación por parte del Ministerio Público; así como a las 
razones que motivaron a las víctimas a no denunciar delitos ante las autoridades.

Medición el grado de confianza en las instituciones de seguridad pública 
y la percepción sobre el desempeño de las autoridades de seguridad pública y 
justicia: Se refiere al nivel de confianza que tiene la población de 18 años y más en 
las autoridades encargadas de la seguridad pública, así como su apreciación acerca 
del desempeño de las autoridades que tienen a su cargo la seguridad pública y la 
impartición de justicia.

Estimación los gastos de los hogares para protegerse de la delincuencia: Se 
refiere a las pérdidas económicas que han sufrido las víctimas del delito y los 
gastos que han tenido que realizar para tomar medidas preventivas para proteger 
sus hogares de la inseguridad.

Información sobre las características sociodemográficas de las víctimas y 
victimarios: Se refiere al perfil de las víctimas (sexo, edad, zona geográfica y delito 
que sufrió) y de los victimarios (sexo, edad, delito cometido, horario en que lo 
cometió y la zona geográfica donde ocurrió).

Estudio de Ambiente Laboral: Permite conocer:

•	 La percepción de los miembros de la organización ante las condiciones, 
atributos y cualidades relacionadas con su entorno laboral.

•	 El grado de satisfacción de los empleados ante las condiciones generales del 
empleo como salud, ingreso, bienestar, motivación, entre otros.

•	 El sentido de pertenencia que existe entre los miembros de la organización y 
la institución al formar parte del equipo de trabajo.

•	 Las necesidades de capacitación de los servidores públicos en el área de 
seguridad pública.

•	 La percepción en general que tienen los servidores públicos ante el tema de 
corrupción dentro de su institución.

•	 Las áreas de oportunidad para que se lleve a cabo un ambiente de igualdad 
laboral y no discriminación.

Encuesta Municipal sobre la Dinámica de las Relaciones y la Violencia en 
los Hogares: Permite dimensionar y caracterizar la dinámica de las relaciones que 
mantienen las mujeres con las personas que integran sus hogares, particularmente 
con su esposo o pareja, así como sobre las relaciones que han establecido en los 
centros educativos y laborales o en el espacio comunitario. 
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Aporta información acerca de: 

•	 Las situaciones de violencia emocional, económica, patrimonial, física y 
sexual ejercida en contra de las mujeres.

•	 Las experiencias de abuso sexual experimentadas por las mujeres durante su 
infancia.

•	 La información, apoyo, atención y denuncia que buscan las mujeres que han 
enfrentado violencia de cualquier tipo y en cualquier ámbito.

d) Indicadores de Productividad Policial

Este tipo de indicadores nos permiten conocer y medir el desempeño individual 
e institucional de las corporaciones de seguridad pública. El Informe Policial 
Homologado, aprobado por la Comisión Permanente de Información del Consejo 
Nacional de Seguridad Pública, es el instrumento esencial del trabajo policial:   

•	 Denuncias recibidas
•	 Personas detenidas por incurrir en alguna falta administrativa.
•	 Personas detenidas y puestas a disposición del Ministerio Público.
•	 Llamadas de emergencia atendidas, tanto las recibidas a través del número 

de emergencias 911 como las derivadas del C5.
•	 Diligencias atendidas.
•	 Infracciones de tránsito levantadas.
•	 Participación en operativos.
•	 Reuniones vecinales atendidas.
•	 Unidades económicas visitadas.
•	 Escuelas visitadas.
•	 Atenciones de servicio social brindadas.
•	 Hechos de tránsito atendidos.
•	 Otras actuaciones realizadas en calidad de Primer Respondiente.

Seis Pasos para Mejorar la Seguridad en el Estado de México

El Modelo de Policía Eficaz es un método de trabajo basado en inteligencia, 
compuesto por seis ejes o vectores que, integrados en un panel de control, funcio-
nando bajo liderazgo firme persiguen 6 objetivos, cada uno de los cuales requiere 
reformas legislativas, adecuaciones reglamentarias y medidas administrativas, 
como se describe a continuación:
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1. Sigue, evalúa y premia las 9 funciones principales que realiza cada policía 
conforme a los principios de legalidad, objetividad, honradez, profesionalismo, 
transparencia, y respeto a los derechos humanos:

a.	 Patrullaje, proximidad con la comunidad
b.	 Resguardo del orden público
c.	 Aplicación de multas e infracciones
d.	Atención de emergencias e incidentes
e.	 Atención a víctimas
f.	 Recepción de denuncias
g.	 Inteligencia y registro anticriminal
h.	Investigación y articulación con fiscalías
i.	 Detenciones

Reformas:
a.	 Convenio de Coordinación entre los Municipios y la Fiscalía General del 

Estado de México.
b.	 Bando Municipal

Nuevos reglamentos:
a.	 De Seguridad (proximidad y atención a víctimas, operación policial, 

investigación del delito y atención especializada)
b.	 De Orden y Justicia Cívica Municipal (para incorporación de la figura y 

procedimiento oral del Juzgado Cívico Municipal)

Medidas administrativas:
a.	 Manual de organización (FORTASEG)
b.	 Manual de procedimientos (FORTASEG)
c.	 Catálogo de puestos (FORTASEG)
d.	Proyectos en prevención social de la violencia y la delincuencia con 

participación ciudadana (FORTASEG)
e.	 Capacitación en el desarrollo de las audiencias orales: actividades, actitudes, 

habilidades y criterios de los Jueces Cívicos
f.	 Metodología de mejores prácticas para orientar acciones de corto y mediano 

plazos
g.	 Estructura (o adaptación de) la figura de la Dirección de Ejecución de 

Sanciones Administrativas
h.	Estrategia de vinculación con el Centro de Detención Municipal, sus 

procedimientos y sistemas de información (registro, certificación médica, 
parte de hechos)

i.	 Catálogo de programas de trabajo en favor de la comunidad
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2. Tiene por misión cuidar del policía; sobre un sistema de gestión de personal 
basado en el desempeño y no en la jerarquía, brindarle seguridad social y certeza 
jurídica en su desarrollo profesional, para que él pueda brindar un servicio 
integral a la comunidad consistente en resolver problemas de la convivencia 
cotidiana, para prevenir que esos conflictos no escalen a delitos; hacerlo a partir 
de la confianza derivada de proximidad, misma que le permite obtener, registrar y 
sistematizar información recogida en campo en un sistema de investigación para 
la prevención, que sienta la base de una política pública anticriminal.

Nuevos reglamentos:
a. Del Servicio Profesional de Carrera Policial.

Medidas administrativas:
a.	 Cronograma para lograr el 100% de la acreditación en control de confianza 

de los elementos del personal administrativo y policial
b.	 Indicadores de desempeño
c.	 Estudio de Ambiente Laboral
d.	Plan de Mejora
e.	 Catálogo de puestos (FORTASEG)

Otros documentos:
a. Protocolo de atención a víctimas

Medidas administrativas:
a.	 Capacitación en: Atención a víctimas, derechos humanos, trabajo social 

mediación
b.	Mapeo de usuarios de los servicios por cuadrante (establecimientos, 

viviendas, colonias) 
c.	 Revisión, o en su caso creación de los sectores y cuadrantes para la operación 

policial.

3. Impide la impunidad; no deja falta administrativa o delito sin castigo, 
por medio de la Justicia Cívica en audiencias orales, públicas, videograbadas y 
contradictorias, trata a los infractores en las etapas tempranas de conflictividad, 
violencia y crimen, para impedir que conflictos vecinales o de convivencia escalen 
a delitos.

Nuevos reglamentos:
a. De Convivencia y Paz Social Municipal
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Medidas administrativas:
a.	 Manual de procedimientos (FORTASEG)

4. Faculta al policía de proximidad a recibir denuncias de faltas administrativa y 
delitos de manera inmediata y por cualquier medio, incluyendo las tecnologías de 
la información y la comunicación, para proceder a la investigación y persecución 
del crimen, en su caso, de modo que las anteriores ventanillas de atención 
operadas por el MP para esos propósitos, se multiplican por miles, a facultar a 
cada elemento de la policía municipal, para beneficio de la ciudadanía.

Reformas:
a.	 Bando de Policía y Buen Gobierno

Nuevos reglamentos:
a.	 De Seguridad (proximidad y atención a víctimas, operación policial, 

investigación del delito y atención especializada)
b.	De Orden y Justicia Cívica Municipal (para incorporación de la figura y 

procedimiento oral del Juzgado Cívico Municipal)
c.	 De Convivencia y Paz Social Municipal

Otros documentos:
a.	 Convenio de Coordinación entre el Municipio y la Fiscalía a fin de que los 

policías sean receptores de denuncias

Medidas administrativas:
a.	 Plan de Monitorio de fuentes externas.
b.	Asesoría para el correcto llenado y captura de las denuncias
c.	 Capacitar para cumplir con los procedimientos para el levantamiento de 

denuncias, protocolos del primer respondientes, aseguramiento del lugar 
de los hechos, recopilación de elementos del delito, derechos humanos y 
protocolos de detención.

d.	Creación del Padrón Delincuencial.
e.	 Mapeo de actores para la generación de la Red de Apoyo (instituciones de 

salud mental, tratamiento de adicciones, asistencia social, servicios médicos, 
etc.).

f.	 Capacitación para cumplir con los procedimientos para el levantamiento de 
denuncias, protocolos del primer respondientes, aseguramiento del lugar 
de los hechos, recopilación de elementos del delito, derechos humanos y 
protocolos de detención.
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g.	Asesoría para el diseño y/o adaptación del espacio físico destinado para 
la atención a d. las víctimas (centros de atención a víctimas, estaciones de 
policía, unidades móviles).

h.	Servicio integral a la ciudadanía (uso de información recabada para poner 
fuera de circulación a los delincuentes -denuncias, patrullaje y contacto 
cotidiano con la comunidad).

5. Incrementa la capacidad de investigación de los delitos y su solución, al 
facultar a la policía municipal a investigar proactiva y anticipadamente la situación 
de criminalidad en la demarcación, sin esperar que ocurra un delito. Las pruebas 
que se obtienen de esta forma resultan determinantes en la etapa de juicio y su 
sentencia, y a la eficacia general del sistema de seguridad y justicia.

Otros documentos:
a.	 Plan Estratégico de Seguridad 

Medidas administrativas:
a.	 Plan de Monitorio de fuentes externas

6. Establece bases para la articulación, que no coordinación ni sumisión, entre 
la policía municipal y la Fiscalía General de Justicia, de modo que ésta, recibe de 
aquella, la información indispensable para la construcción de casos sólidos de 
modo que no quede crimen sin castigo.

Reformas:
a.	 Convenio de Coordinación entre los Municipios y la Fiscalía General de 

Justicia del Estado de México. 

El Modelo de Policía Eficaz es la brújula que guía el esfuerzo institucional que 
permite encontrar, en el mapa de la inseguridad, el camino de la vida en sociedad, 
la armonía y la paz.
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Oportunidades y limitantes en Datos Abiertos: 
Estudio de caso en el Instituto Nacional Electoral

Opportunities and limitations in Open Data: Case study at the 
National Electoral Institute

Dr. Rafael Martínez Puón*

Introducción

En el marco de lo que actualmente se conoce como Gobierno Abierto (tanto como 
concepto y estrategia), un medio muy atractivo y muy poderoso tiene que ver 
con Datos Abiertos (Open Data), tanto en organizaciones públicas como privadas. 
El interés de este documento es centrarse en el tema de Datos Abiertos en las 

* Estancia postdoctoral en el Instituto de Dirección y Gobernanza Pública de ESADE con sede en Barcelona. 
Doctor en Gobierno y Administración Pública por el Instituto Universitario Ortega y Gasset de Madrid, España. 
Miembro del Sistema Nacional de Investigadores, Nivel II. Actualmente es el Director Ejecutivo del Servicio 
Profesional Electoral Nacional del Instituto Nacional Electoral de México. rafael.martinez@ine.mx

Resumen: 
La apertura de datos o datos abiertos en las 
organizaciones públicas, en el marco de la estrategia 
de un gobierno abierto, es una de las grandes 
tendencias a implementar. En este artículo de 
investigación se expone el caso de la Dirección 
Ejecutiva del Servicio Profesional Nacional del 
Instituto Nacional Electoral de México, que ha 
emprendido una política de datos abiertos, ya que 
se considera que puede ser útil en materia de pro-
fesionalización tanto para sus usuarios como para 
otras organizaciones del país. Por lo que el propósito 
es explicar la metodología que se ha empleado,   
también tiene el interés de explicar cuáles han sido 
algunas de las oportunidades y limitantes que se han 
presentado en la implementación de esta política. 
Palabras Clave: Datos abiertos, organizaciones 
públicas, gobierno abierto, catálogo, inventario.

Abstract
The data opening or open data in the public 
organizations, within the framework of the open 
government strategy, it’s one of the big tendencies to 
be implemented. In this research article the case of 
the Executive Director of the National Professional 
Service of the National Electoral Institute of Mexico 
is exposed since it has undertaken an open data 
policy, dude to the consideration of its utility in 
matters of professionalization for its users as well 
as for other organizations within the country. The 
purpose is to explain the methodology that has 
been used, it also has the objective of explaining 
the opportunities and limiting factors that had been 
present on the implementation of this new policy. 
Keywords: Open data, public organizations, open 
government, catalog, inventory.
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organizaciones públicas. Al respecto, si bien es cierto que hay administraciones 
públicas que llevan décadas ofreciendo datos a la sociedad (algunos incluso 
antes de la era Internet) es comúnmente aceptado que el movimiento Open Data 
empezó en Estados Unidos, primero en 2009 en Washington DC (con su célebre 
AppsForDemocracy1) y posteriormente en la Administración Obama (y su Open 
Government Directive2) (Garriga 2011). Open Data es un movimiento digital al 
que se están adhiriendo de manera progresiva gobiernos e instituciones a nivel 
global, para poner a libre disposición de las personas e instituciones los datos que 
administran3 en una idea de rendición de cuentas.

Y es que el tema del Open Data o Datos Abiertos en las organizaciones 
públicas, en el marco de un gobierno abierto, es una de las grandes tendencias a 
implementar, y como tal se ha convertido en una herramienta que puede resultar 
muy importante en las organizaciones por el manejo de la información que 
ofrecen tanto al interior de las mismas como al exterior, en su relación con los 
ciudadanos. Sin embargo, esa tendencia que pareciera ser fácil de adoptar, no lo 
es tanto, ya que además de considerar los marcos normativos que pueden resultar 
muy restrictivos (como los datos personales), también hay que contemplar los 
diseños institucionales de las organizaciones, así como la cultura organizacional, 
que en ocasiones pueden no ser favorables para la adopción de esa apertura o 
también pueden ser restrictivos.

Si bien existen variadas concepciones de los Datos Abiertos, el portal del 
Ayuntamiento de Barcelona establece en su página electrónica de datos abiertos 
una definición concreta, clara, transparente, comprensible y aplicable a la realidad 
de cualquier país: “Es la apertura de datos públicos que consiste en poner la 
información que posee el sector público al alcance de la sociedad en formatos 
digitales, estandarizados y abiertos, con el propósito de que la ciudadanía, 
empresas o cualquier institución puedan reutilizar esa información”.4 Nosotros 
agregaríamos que con el propósito también de establecer un ejercicio de rendición 
de cuentas. 

De modo que gracias a los procesos Open Data, los ciudadanos, las empresas 
y, en general, cualquier organización pueden acceder cuando quieran y fácilmente 
a esos datos para informarse o para crear nuevos servicios, y aumentar el valor 
social y, si es el caso, también el valor comercial de esa información (Garriga-
Portolá, 2011).
1 Puso de manifiesto de lo que es capaz la gente de innovar en servicios a la ciudadanía sí disponen de la informa-
ción en el formato adecuado http://www.k-government.com/2009/04/16/open_government_data_ogd/
2 La Open Government Directive marca las pautas que deben seguir las agencias gubernamentales americanas 
para conseguir más transparencia, participación y colaboración. Entre otros objetivos, obliga a abrir los datos 
públicos y a publicarlos en el portal Data.gov creado para potenciar la apertura de la información pública. http://
www.elprofesionaldelainformacion.com/contenidos/2011/mayo/08.pdf
3 http://datos.bcn.cl/es/informacion/que-es
4 http://opendata.bcn.cat/opendata/es/what-is-open-data
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El propósito de este escrito es hacer una revisión conceptual de lo que son 
los Datos Abiertos en las organizaciones públicas. Así como explicar algunas 
oportunidades y limitantes en su implementación. Concretamente a través de 
estudio de caso en el Instituto Nacional Electoral de México. La ponencia está 
dividida en los siguientes apartados: 1. ¿Qué se pretende con el Open Data o Datos 
Abiertos?; 2. ¿Qué ocurre a nivel mundial? 3. ¿Qué pasa en el caso de México? 4. 
¿Cómo se realiza la apertura de los datos?; 5. ¿Qué clasificaciones de apertura de 
datos existen?; 6. ¿Qué beneficios brinda el Open Data?; 7. El caso de la Dirección 
Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral Nacional del Instituto Nacional 
Electoral y Conclusiones.

1. ¿Qué se pretende con el Open Data o Datos Abiertos?

Significa entre otras cosas, que cualquier ciudadano o empresa pueda analizar, 
reutilizar y redistribuir esos datos, generando nuevos servicios y permitiendo que 
la Administración Pública mejore su transparencia y fomente la generación de 
riqueza a través de la gestión inteligente de los recursos (gobierno inteligente).5 
Al respecto, se tiene que señalar que no existe un patrón fijo sobre las posibles 
reutilizaciones de la información pública, ya que hay innumerables agentes que 
pueden hacer uso de ella. Los más evidentes son los tradicionales consumidores 
de información, las empresas que realizan estudios de mercado o los medios de 
comunicación que analizan documentación pública en busca de información de 
relevancia y atractiva para la ciudadanía (por ejemplo, cuando se publican los 
resultados electorales). Otro colectivo que demanda datos son los desarrolladores 
de software que visualizan y adecuan los datos oficiales sobre temas como turismo, 
transporte, seguridad u otros sectores, con el objetivo de crear aplicaciones 
destinadas a la ciudadanía o empresas. Las capacidades de reutilización son 
enormes, sólo está limitado a la imaginación y creatividad de las personas. De 
esta manera, la apertura de los datos puede interpretarse como un paradigma 
impulsado por las administraciones públicas que buscan una mejor atención y 
servicio a sus clientes: la ciudadanía (Álvarez, 2014). (Ver gráfico 1).

5 http://opendata. cloudbcn.cat/MULTI/es/what-is-open-data
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Gráfico 1. 
Beneficios de la reutilización de la información del sector público

Fuente: Álvarez Espinar Martín (2014). Govern Obert 2014. Apertura y reutilización de datos públicos, pág. 24

Bien vale la pena señalar, que la apertura de datos públicos y su subsecuente 
reutilización abre la puerta a potenciales negocios en diversos sectores y colectivos. 
Empresas con afán emprendedor tienen la posibilidad de ofrecer servicios 
alternativos y competir con las grandes empresas. Por ejemplo, gracias a la apertura 
de conjuntos de datos de calidad y a la existencia de plataformas cartográficas 
abiertas y gratuitas como OpenStreetMap, pequeñas empresas desarrolladoras 
de aplicaciones web pueden competir con las grandes corporaciones que han 
dominado el mercado de la navegación GPS (Álvarez, 2014).

Uno de los resultados de esta dinámica es que hoy en día existe un creciente 
número de empresas a nivel mundial que lucran entregando bienes y servicios cuyo 
insumo fundamental -y a veces único- son los datos abiertos gubernamentales 
(Hofmann, 2015). El GovLab  de la Escuela Politécnica de la Universidad de 
Nueva York, en Estados Unidos, investiga 500 empresas cuyo negocio se sustenta 
en datos abiertos gubernamentales.6 Y es que la apertura de datos y su reutilización 
están evolucionando hasta llegar a convertirse en un derecho fundamental de 
6 http://www.opendata500.com/
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la sociedad (Álvarez, 2014). Sin embargo, un gobierno no podrá ser abierto si 
no incorpora a su gestión los datos abiertos, esto es, para que un gobierno sea 
gobierno abierto necesita, entre otros ingredientes, implementar políticas de 
datos abiertos de libre acceso. (Hofmann, 2015).

De manera complementaria al uso de la información por parte de la 
ciudadanía y los beneficios económicos que pudiera reportar, aunado a una mayor 
transparencia en la gestión por parte de los gobiernos y administraciones públicas, 
un elemento sumamente relevante, en el marco de un sistema democrático es 
la rendición de cuentas.  Sin duda alguna, uno de los valores agregados de los 
Datos Abiertos, está en la obligación que tienen las organizaciones públicas de 
explicarles didácticamente a los ciudadanos qué hacen, cómo lo hacen, y con 
cuánto lo hacen. 

Un aspecto no menor es que los datos abiertos gubernamentales existen 
gracias a las tecnologías de la información y comunicaciones, y si no se utilizaran, 
hablaríamos sólo de datos gubernamentales. 

2. ¿Qué ocurre a nivel mundial?

El avance de las iniciativas de Gobierno Abierto en el plano internacional en 
los primeros años del siglo XXI ha sido vertiginoso. Sin duda que uno de sus 
hitos lo constituye la Directiva de Gobierno Abierto del Gobierno del presidente 
Barack Obama (2009) y que ha dado lugar a diversas iniciativas relacionadas con 
la transparencia, la participación y la colaboración con la ciudadanía. Entre ellas 
destaca la Web de la Casa Blanca, que actúa a modo de portal de transparencia, con 
toda la información gubernamental, incluyendo herramientas de participación 
ciudadana, así como el Portal de Open Data del Gobierno Federal de los Estados 
Unidos.

Otras iniciativas destacadas han sido las del Gobierno británico, cuya Ley de 
Acceso a la Información Pública tiene sus cimientos en 2000, especialmente con 
el mandato de David Cameron, que impulsó a partir del año 2010 la conocida 
“Agenda de Transparencia del Gobierno”, que pone especial énfasis en la apertura 
de datos públicos. En ese mismo año, se puso en marcha el Portal de Open Data del 
Gobierno, destacando en el ámbito de la reutilización de esos datos el Open Data 
Institute. Adicionalmente, países como Australia, Nueva Zelanda y Canadá han 
sido también pioneros y ejemplo de buenas prácticas en este terreno.7 

En la Unión Europea destaca el Portal de Datos Europeo8 impulsado por la 
Comisión Europea mediante la Decisión 2011/833UE del 12 de diciembre de 

7 https://encarnahernandez.com/2015/09/21/open-data-conocer-co-crear-crecer/
8 https://open-data.europa.eu/es/data
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2011 y cuyo funcionamiento comenzó en diciembre de 2012,9 con la misión de 
recopilar metadatos a partir de la información del sector público disponible en 
portales de datos de acceso público de los distintos países europeos. También 
ofrece información sobre el proceso de suministro de datos y los beneficios de 
reutilizarlos.10 Con la puesta en marcha del Portal de Datos Europeo, la Comisión 
Europea deseaba conocer el impacto cuantitativo de la reutilización de los 
recursos de datos públicos, para lo cual encomendó a la consultora Capgemini 
Consulting11 realizar un estudio orientado a recoger, evaluar y agregar todas las 
pruebas económicas para pronosticar los beneficios de la reutilización de los 
datos abiertos.

Los trabajos se concretaron en 2015 con el informe: “Creating Value through 
Open Data: Study on the Impact of Re-use of Public Data Resources”,12 en el que 
muestra cómo a través de ese portal se  puede crear valor económico de múltiples 
formas, incrementando las transacciones de mercado o creando empleo a partir 
de la producción de servicios y productos basados en ese tipo de información, en 
la que se pueden reducir costos y mejorar la eficiencia. Por ejemplo, el uso eficaz 
de los Datos Abiertos podría ayudar a ahorrar 629 millones de horas de tiempo 
de espera innecesario en las carreteras de la UE; o podría ayudar a reducir el 
consumo de energía en un 16 por ciento. 

Adicionalmente, en noviembre de 2015 la Unión Europea puso en funciona-
miento la versión Beta del Portal Europeo de Datos en la que aborda toda su 
cadena de valor, desde su publicación a su reutilización y pretende recoger más 
de 240.000 conjuntos de datos en 34 países europeos. También ofrece acceso libre 
y transparente a los datos públicos en toda Europa, con más de 13 categorías de 
contenido que abarcan desde salud o educación hasta transporte o incluso  ciencia 
y justicia. Cualquier ciudadano o empresa, periodistas o administración podrá 
buscar, acceder y reutilizar esos datos en su totalidad.13 

Así mismo, la entidad no gubernamental Open Knowkedge Foundation publica 
periódicamente el denominado Open Data Index. Su último estudio lo dio a 
conocer en diciembre de 2016 en el que presenta los resultados de una muestra de 
94 países clasificados en función de la disponibilidad y accesibilidad de los datos en 
quince categorías clave, incluyendo procuración de justicia, gasto gubernamental, 
resultados electorales, calidad del agua, emisión de contaminantes, entre otros.  
En el Índice se muestra que:
9 https://es.wikipedia.org/wiki/Portal_de_datos_abiertos_de_la_UE
10 http://www.europeandataportal.eu/es/content/mision
11	https://www.es.capgemini.com/noticias/el-nuevo-portal-de-datos-europeo-principal-avance-hacia-un-mer-
cado-con-potencial-de-miles
12 European Commission (2015). Creating Value through Open Data. Unión Europea. Brussels, Belgium.
13	https://www.es.capgemini.com/noticias/el-nuevo-portal-de-datos-europeo-principal-avance-hacia-un-mer-
cado-con-potencial-de-miles
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•	 Australia encabeza el índice por primera vez convirtiéndose en el primer 
país no europeo dentro del “top tres”, con el 78% de puntaje.

•	 Canadá ocupa el segundo lugar con una puntuación del 73% y Dinamarca se 
ubica en el tercer sitio con un puntaje del 64%

•	 Destacan Brasil y Argentina, dos países de Latinoamérica, ocupando el 
cuarto y sexto lugar respectivamente con un puntaje del 59% y 55%. 

•	 Entre Brasil y Argentina, se ubica Reino Unido en la quinta posición con el 
57% de puntuación

•	 México está en el lugar 31 con el 33% de puntaje.14

Existe otro sistema internacional denominado Open Data Barometer15 o 
Barómetro de Datos Abiertos tiene como objetivo descubrir y medir el impacto 
de las iniciativas de Datos Abiertos a nivel mundial. En su tercera edición de abril 
de 2016, los países que encabezan los primeros cinco lugares son Reino Unido, 
Estados Unidos, Francia, Canadá y Dinamarca. Mientras que México está en la 
posición 16 de 92 países y según esa medición, es el país que se encuentra mejor 
situado en la región de América Latina y el Caribe.16 

En España las iniciativas de datos abiertos están sobre todo asociadas al 
consumo de información de servicios públicos (tráfico, autobuses, comercios, 
etc) y de ahí que plataformas de ciudad como Fiware o la Smart City de Valencia 
incorporen los datos abiertos como su ventana hacia reutilizadores y empresas.17

En Brasil, la Contraloría General de la Unión de ese país (CGU) crea en 2004 
el Portal de la transparencia, herramienta que pretende mejorar la transparencia 
fiscal del Gobierno Federal de Brasil publicando información sobre presupuestos 
gubernamentales. Desde entonces, la cantidad y la calidad de los datos que aparecen 
en el Portal han mejorado, por lo que es una de las principales herramientas contra 
la corrupción, registrando un promedio de 900.000 visitantes distintos cada mes. 
En Uruguay, la iniciativa A Tu Servicio está empoderando a los ciudadanos para 
tener un mayor control sobre sus decisiones en materia sanitaria, en este sistema, 
la plataforma web A Tu Servicio  permite a los usuarios seleccionar y comparar 
proveedores médicos según una amplia gama de parámetros, como el tipo de 
instalación, la especialidad médica, los objetivos de la atención médica, el tiempo 
de espera y los derechos de los pacientes.18

14 http://global.survey.okfn.org/
15 http://opendatabarometer.org/
16 http://opendatabarometer.org/data-explorer/?_year=2015&indicator=ODB
17	http://aunclicdelastic.blogthinkbig.com/el-valor-de-la-informacion-publica-para-la-creacion-de-servi-
cios-innovadores/
18	 http://blogs.iadb.org/abierto-al-publico/2016/02/09/nuevos-estudios-de-caso-que-muestran-el-impacto-de-
los-datos-abiertos/
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Como ya se  ha referido, los datos abiertos están contribuyendo a la expansión 
de una nueva industria de información con el surgimiento de nuevas empresas 
que capturan el valor de la información mediante la recolección, el análisis y la 
combinación de datos abiertos de distintas fuentes, o a través de la oferta de un 
servicio directo basado en ese tipo de datos; un ejemplo de ello es Junar, una 
empresa latinoamericana con oficinas en el Silicon Valley. Junar halló su nicho en 
el mercado al brindar una plataforma innovadora en la nube para organizaciones 
que quieren publicar sus datos en formatos abiertos. Así, en lugar de ver los datos 
abiertos como un fin en sí mismo, la empresa crea y captura valor mediante la 
prestación de un servicio para recoger, extraer, publicar y analizar los datos en una 
interfaz simple (Bonina, 2014).

3. ¿Qué pasa en el caso de México? 

A partir de la reforma constitucional en materia de Telecomunicaciones19 en 
2013, de la publicación de la nueva Ley Federal de Telecomunicaciones20 y de la 
emisión de la Estrategia Digital Nacional21 en 2014, se han desplegado una serie 
de cambios normativos y tecnológicos en la Administración Pública federal que 
están estableciendo una nueva forma de ser y hacer gobierno al ubicar en el centro 
de las acciones públicas al ciudadano, no sólo para obtener información pública 
de forma más transparente, sino también para que participe en la solución de 
problemas públicos mediante el acceso a datos abiertos (Lagunes, 2016).

Uno de los principales habilitadores de la Estrategia Digital Nacional es la 
política de Datos Abiertos, que se puso en marcha en febrero de 2015 mediante 
el Decreto por el que se establece la regulación en materia de Datos Abiertos, que 
tiene por objeto regular la forma mediante la cual, los datos de carácter público, 
generados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 

19 Diario Oficial de la Federación (2013). Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de los 
artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia 
de telecomunicaciones, 11 de junio de 2013, México, D.F., Secretaría de Gobernación.
20 Diario Oficial de la Federación (2014). Decreto por el que se expiden la Ley Federal de Telecomunicaciones y 
Radiodifusión, y la Ley del Sistema Público de Radiodifusión del Estado Mexicano; y se reforman, adicionan y 
derogan diversas disposiciones en materia de telecomunicaciones y radiodifusión,14 de julio de 2014, México, D.F. 
Secretaría de Gobernación.
21 Diario Oficial de la Federación (2014). Acuerdo que tiene por objeto emitir las políticas y disposiciones para la 
Estrategia Digital Nacional, en materia de tecnologías de la información y comunicaciones, y en la de seguridad de 
la información, así como establecer el Manual Administrativo de Aplicación General en dichas materias, 8 de mayo 
de 2014. Diario Oficial de la Federación (2016). Acuerdo por el que se modifican las políticas y disposiciones para 
la Estrategia Digital Nacional, en materia de tecnologías de la información y comunicaciones, y en la de seguridad 
de la información, así como el Manual Administrativo de Aplicación General en dichas materias, 4 de febrero de 
2016, México, D.F., Secretaría de Gobernación.
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y por las empresas productivas del Estado, se pondrán a disposición de la población 
como datos abiertos.22 

Desde la publicación de ese Decreto a la fecha, se han publicado las bases de 
datos abiertos de 161 instituciones de la Administración Pública federal mexicana, 
seis gobiernos de los estados, 10 gobiernos municipales y seis organismos autó-
nomos en el sitio web www.datos.gob.mx.

La finalidad de la Política de Datos Abiertos es contar con una visión enfocada 
en facilitar el crecimiento económico, fortalecer la competitividad y promover 
la innovación en el país; y que al mismo tiempo sea capaz de crear valor social, 
mejorar la prestación de servicios gubernamental, incrementar la transparencia 
y rendición de cuentas, y conducir a una mayor eficiencia gubernamental; 
impactando en una mejor gobernanza.23

Un primer ejemplo que podemos citar es la Herramienta de Datos para los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible,24 que el gobierno mexicano construyó en 
colaboración con el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo y la 
Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo. Por medio 
de esta herramienta se pueden explorar y comparar más de 300 datos relacionados 
con 104 indicadores, que abarcan 25 años de desarrollo en México. Un segundo 
ejemplo es la Plataforma de Datos Abiertos para Cambio Climático,25 que México 
publicó durante la Vigésima Primera Conferencia de las Partes de la Convención 
Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático COP21, en dicha 
plataforma hay información sobre este fenómeno, que incluye a los sectores eco-
nómicos que causan más emisiones, sus consecuencias y las acciones llevadas 
a cabo por el Gobierno de la República para mitigarlo. Y un tercer ejemplo es 
el que se presentó en octubre de 2015, referente a una herramienta que permite 
monitorear, por medio del uso de datos abiertos, los procedimientos de las 
contrataciones públicas en México26 (Lagunes, 2016).

Los avances que el país ha logrado mediante la implementación de la Política 
de Datos Abiertos ya han sido reconocidos en el ámbito internacional. En 2015, 
México ocupó el décimo lugar en el Índice de Datos Abiertos de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), superando la media 
de los países de la OCDE.27 Cabe destacar que este índice es una publicación 
bienal de este organismo, que proporciona indicadores sobre más de 30 elementos 
fundamentales del desempeño gubernamental, así como indicadores económicos, 
22 Diario Oficial de la Federación (2015). Decreto por el que se establece la regulación en materia de Datos Abiertos, 
20 de febrero de 2015, México, D.F., Secretaría de Gobernación.
23 http://www.opendata500.com/mx/about/
24 www.agenda2030.datos.gob.mx
25 www.datos.gob.mx/cambioclimatico
26 contrataciones.datos.gob.mx/
27 OECD (2015), “Open government data”, in Government at a Glance 2015, OECD Publishing, Paris.  
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cuestiones de gestión pública y de gobernanza regulatoria de cada gobierno. (Ver 
gráfico 2). 

Gráfico 2. 
Data Index: Open, Useful, Reusable Government Data, 2014

Fuente: OECD (2015), “Open government data”, in Government at a Glance 2015, OECD Publishing, Paris.

4. ¿Cómo se realiza la apertura de los datos?

El Open Government Working Group28 define que los datos abiertos deben cumplir 
ocho principios:

1)	Abrir todos los datos públicos29 (excepto aquellos que tienen restricciones 
por razones de seguridad, de privacidad o que estén regulados por una ley 
específica o por un procedimiento administrativo).

2)	Los datos publicados provienen directamente de su fuente con el máximo 
nivel de granularidad posible.

3)	Actualizarlos para preservar su valor.
4)	Facilitar su uso por parte de la sociedad, proporcionado herramientas 

de accesibilidad, catalogación, búsqueda y control de la calidad de la 
información. 

5)	Facilitar la reutilización automática mediante el uso de formatos adecuados.
6)	Proporcionarlos a cualquier persona, sin ninguna discriminación ni 

limitación.

28 http://www.opengovdata.org/home/8principles
29 Excepto en los que existen restricciones por razones de seguridad, de privacidad o que estén regulados por una 
ley específica o por un procedimiento administrativo.
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7)	Usar formatos no propietarios para que nadie los controles de manera  
exclusiva.

8)	Usar una licencia libre que fomente su reutilización, sin sujeción a derechos 
de autor que la limiten o la impidan.

En este mismo orden de ideas ¿Qué significa la apertura completa de los datos? 
Según el Open Data Handbook:30

Disponibilidad y acceso: La información debe estar disponible como un 
todo y a un costo razonable de reproducción, preferiblemente descargándola de 
internet. Además, la información debe estar disponible en una forma conveniente 
y modificable.

Reutilización y redistribución: Los datos deben ser provistos bajo términos 
que permitan reutilizarlos y redistribuirlos, e incluso integrarlos con otros 
conjuntos de datos.

Participación universal: Todos deben poder utilizar, reutilizar y redistribuir 
la información. No debe haber discriminación alguna en términos de esfuerzo, 
personas o grupos.

En síntesis, los datos abiertos cuentan con dos grandes atributos: uno se refiere 
a qué tan libre es el acceso que se tiene a ellos: mientras más libre sea este acceso, 
más abierto se encontrarán.31 El otro se refiere a la apertura técnica que asu-
me que los datos digitalizados están empotrados a formatos tecnológicos para 
enlazar inmensas cantidades de conjuntos de datos con el objeto de intervenirlos, 
procesarlos, modificarlos, reutilizarlos o distribuirlos (Hofmann, 2015). Este 
atributo técnico es independientemente de si son datos públicos o no y presenta 
grados de más, o menos apertura técnica.

Desde un punto de vista más procedimental, Marc Garriga Portolá (2011) 
establece ocho condiciones:

1)	Apoyo político plasmado en un acuerdo del más alto nivel posible.
2)	Realización de un inventario de datos disponibles.
3)	Decidir qué datos se quieren abrir.
4)	Decidir qué nivel de calidad se quiere que tenga el portal de datos abiertos 

(un nivel más alto implica prepararlos más, pero la sociedad lo tendrá mucho 
más fácil para reutilizarlos).

5)	Publicar los conjuntos de datos (ponerlos a disposición de los ciudadanos)  y 
automatizar la actualización de esa información.

30 http://opendatahandbook.org/guide/es/what-is-open-data/
31 No hay que olvidar que abierto significa también la existencia de una autorización expresa para que cualquier 
persona pueda utilizarlos para cualquier propósito, incluso lucrativos (Hofmann, 2015).
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6) Especificar las condiciones de uso sin poner límites a su reutilización.
7) Decidir qué acciones se harán para fomentar el su uso.
8) Mantenerlos constantemente actualizados.

5. ¿Qué clasificaciones de apertura de datos existen? 

Existe una clasificación desarrollada por Tim Berners-Lee,32 inventor de la World 
Wide Web (WWW) en 1989 y fundador y director del World Wide Consortium 
(W3C), entidad internacional que produce recomendaciones para la Web, que 
permite cuantificar la calidad tecnológica del open data mediante una clasificación 
basada en estrellas –con valores de una a cinco– en función del formato utilizado 
para representar los datos (Álvarez, 2014). (Ver gráfico 3).

Gráfico 3. 
Clasificaciones de datos abiertos

Fuente: Álvarez Espinar Martín (2014). Govern Obert 2014. Apertura y reutilización de datos públicos, pág. 50

En su clasificación de cinco estrellas, los datos disponibles en Internet pueden 
ir desde el formato PDF con licencia abierta (una estrella), hasta la excelencia 
técnica –cinco estrellas– que se consigue cuando los datos son enlazados con 
otros recursos en la Web mediante mecanismos semánticos que ofrecen una 
interoperabilidad plena entre distintos sistemas, y permiten una posterior 
reutilización mucho más eficiente (Álvarez, 2014). 

Otra clasificación interesante es la utilización de los datos abiertos, Andrés 
Hofmann (2015) la clasifica de tres maneras:

1)	Datos abiertos en tanto se puede acceder a ellos libremente: Cuando la apertura 
está asociada a la transparencia de los gobiernos y grandes empresas, en 

32 Berners Lee, T. Linked Data – Design Issues [en línea]. Recuperado de http://ww.w3.org/DesignIssues/Linke-
dData.html
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especial aquellas que cotizan en bolsa, o cuyos giros comerciales impactan el 
bienestar de la sociedad, como la industria alimenticia, o la farmacéutica.

2)	Datos abiertos en tanto se encuentran en formatos técnicamente abiertos: Son 
aquellos conjuntos de datos que pueden ser intervenidos por dispositivos 
digitales para procesar sus contenidos de manera automática. Este tipo de 
datos pueden encontrarse cerrados al acceso público. 

3)	Datos abiertos en cuanto a su libre acceso y, simultáneamente, abiertos en 
cuanto a su formato técnico: Son aquellos que reúnen los dos atributos 
anteriores al mismo tiempo: esto es, abiertos en cuanto a transparencia y 
acceso, y abiertos en cuanto al formato tecnológico que lo contiene. Estos 
son, en estricto rigor, los datos abiertos.

6. ¿Qué beneficios brinda el Open Data?

En el ciudadano:

•	 Acercamiento a los principios de gobiernos abiertos e inteligentes (en 
permanente conversación con los ciudadanos y facilitando su participación 
y colaboración en el ejercicio de sus funciones)

•	 Generación de aplicaciones que mejoran, e incluso crean nuevos servicios de 
valor social que mejoran la vida de los ciudadanos.

•	 Ofrecer una visión más clara de las acciones y servicios de la Administración 
Pública, entre ellos el modo en que se gestionan los recursos públicos.

•	 Permiten rendir cuentas de manera más precisa.
•	 Genera “construcción de ciudadanía”, porque disemina conocimiento 

respecto al funcionamiento del Estado, y el estado en que se encuentra el país 

En las empresas:

•	 Posibilidad de que generen valor económico a partir de los datos que se 
encuentran en manos de las instituciones del Estado, al crear aplicaciones y 
servicios rentables. 

•	 Es un acervo técnico e informativo que facilita el emprendimiento para la 
creación de nuevas empresas y mejorar las existentes.

•	 La creación de esos servicios y aplicaciones se traduce en nuevos nichos 
de negocio basados en contenidos digitales, lo que ayuda a la creación de 
riqueza y valor añadido. 

•	 Fomenta la competitividad entre empresas, al brindar la posibilidad de 
monetizarla 
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En la Administración Pública:

•	 Reducción de costes en la creación de aplicaciones.
•	 Habilita la participación y colaboración de los ciudadanos que aportan 

conocimiento, experiencia e información que los gobiernos no siempre 
tienen, lo que permite crear nuevos servicios públicos o mejorar los existentes

•	 El intercambio de datos entre diferentes administraciones promueve 
la interoperabilidad y da como resultado una mayor eficiencia en el 
funcionamiento de la Administración. 

•	 La posibilidad de que el ciudadano participe y colabore permite a los 
responsables políticos no solo estar al día en las inquietudes y los intereses 
de sus vecinos,33 sino que además, les permite mejorar en la ejecución de sus 
políticas y programas. (rédito político).

En general, el incremento de la habilidad para combinar y procesar una gran 
diversidad de conjuntos de datos produce más y mejores productos y servicios, 
y sobre todo, le permite al ciudadano, a las empresas y a los gobiernos, tomar 
mejores decisiones.34 

7. El caso de la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral Nacional 
del Instituto Nacional Electoral 

El Instituto Nacional Electoral (INE) de México es la institución que promueve 
y organiza las elecciones federales para renovar a los integrantes de los Poderes 
Legislativo y Ejecutivo. El INE cuenta con la Dirección Ejecutiva del Servicio 
Profesional Electoral Nacional (DESPEN) que se encarga de gestionar los 2,230 
recursos humanos distribuidos en todo el país, que son los que implementan la 
misión del INE, aunque éste cuenta con 14.000 funcionarios más, que ocupan 
posiciones administrativas y de apoyo. A lo largo del 2017 se incorporarán al 
Servicio otros mil servidores públicos.

¿Qué hace la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral Nacional?
La DESPEN selecciona y gestiona las capacidades del capital humano 

encargado de ejecutar las elecciones en México. Su papel, aunque retraído de la 
mirada pública y mediática, es relevante debido a que las elecciones en México 
cuentan con una altísima confiabilidad social, lo cual resulta fundamental para la 
gobernabilidad del país. Los más de 2 mil funcionarios que promueven y ejecutan 
los procesos electorales cuentan con altísima calidad profesional en la organización 
de comicios; en la promoción de la capacitación electoral, la educación cívica y 
33 http://opendata.cloudbcn.cat/MULTI/es/what-is-open-data
34 http://opendatahandbook.org/guide/es/what-is-open-data/
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la cultura democrática entre los ciudadanos; en la actualización permanente del 
Padrón Electoral y de la lista nominal de electores; en la resolución de quejas de 
candidatos y partidos políticos; en garantizar el acceso a los tiempos del Estado en 
radio y TV a los partidos políticos y autoridades electorales; entre otros.

En Marzo del año 2016, la DESPEN emprendió un programa de datos abiertos, 
cuya revisión es objeto del presente apartado. Su objetivo es publicar de manera 
proactiva información en formatos abiertos para:

a) 	Reforzar la credibilidad, legitimidad, e imparcialidad de sus proceso internos.
b)	Entregar evidencias concretas (datos) de que se trata de una sistema 100% 

meritocrático. 
c)	Impactar sustancialmente en la cantidad de profesionales que postulan, 

mediante concursos públicos, a ocupar cargos en el INE, bajo el doble 
entendido de que al haber más postulantes, mejorará la calidad de los 
seleccionados, y que éstos, al descubrir que realmente se trata de una servicio 
meritocrático, podrán proyectar su vida profesional en base a su propio 
empeño, sin depender de terceros. 

d)	Compartir la experiencia interna de la DESPEN con los demás servicios 
profesionales del país y el extranjero, en un acto de generosidad institucional, 
con la idea de que repliquen las buenas prácticas.

e)	Mostrar la viabilidad y operación de estos sistemas a otras instancias del 
Estado que a nuestro juicio requieren urgentemente la implantación de un 
Servicio Profesional de Carrera, 

g)	Entregar insumos para la investigación académica.
h)	Aplicar una metodología de apertura de datos a ojos vista de las autoridades 

del INE con el objeto de que ésta pueda ser replicada por toda la institución. 

El programa comenzó en Mayo del 2016, y el propósito es concluirlo en el 
2017.

7.1 El trazo del programa.

La metodología a seguir se sustentó en talleres de trabajo (hands on) espaciados por 
tiempos perentorios para abocarse a esta tarea sin abandonar las responsabilidades 
preexistentes.

-	 Un taller de sensibilización sobre apertura institucional (gobierno abierto) y 
datos abiertos.

-	 Creación de un inventario de datos, expresado en archivos.
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-	 Creación de metadatos (descriptores) para cada uno de los archivos del 
inventario

-	 Plan de Publicación
-	 Depuración y estandarización de los archivos (datos).
-	 Creación de una normatividad interna para ofrecer al programa, 

sustentabilidad en el tiempo y mejora continua. 
-	 Administrar el cambio (cultural) de los servidores públicos  
-	 Y durante la puesta en marcha de esta metodología, crear un micrositio web 

con funcionalidades de catálogo de archivos.

Inventario de datos: Se solicitó elaborar una lista exhaustiva de los archivos 
en posesión de los 16 departamentos (que dependen de 7 subdirecciones) de la 
DESPEN, en el que se indicara su título, descripción, formato en que se encuentra, 
y si se trata de datos originales o si provienen -y son procesados- de otros registros 
públicos. Se les solicitó igualmente enumerarlos de manera consecutiva, según 
sus procesos internos de trabajo. Se reunieron alrededor de 800 archivos.

Metadatos: La segunda tarea consistió en crear descriptores para cada uno de 
los archivos identificados en el inventario. (Ver gráfico 4). El diseño de estos 
metadatos tuvo en mente distintos objetivos:  

a) Generar la información necesaria para que, en caso de publicarse, los usuarios 
de estos archivos conozcan sus características asociadas a su contenido. 

b) Entender cabalmente el estado en que se encuentra cada archivo, para su 
eventual publicación.

c) Aplicar lenguaje ciudadano en los descriptores, lo cual significó, en la mayoría 
de los casos, realizar un esfuerzo comunicacional al que no están habituados 
ante la eventualidad de que sus archivos sean expuestos al público.
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d) Forzar a los funcionarios a realizar un ejercicio para reconocer / identificar 
y por tanto visibilizar sus propios procesos y flujos lo que permite identificar 
redundancias, ineficiencias, omisiones y discrecionalidades en la gestión de 
información.

e) Tener los archivos al alcance de la mano, incluso los históricos, para su 
auscultación y estandarización, en caso de que sean seleccionados para ser 
publicados.

Más allá de la necesidad de crear metadatos para los efectos del programa, se 
trató de ejecutar un una práctica introspectiva de su operación cotidiana. Obligarlos 
a alterar el lenguaje con el que se relacionan entre ellos y con sus productos. Estos 
cometidos parecen insulsos, pero son fundamentales para administrar el cambio 
cultural que pretendemos para generar capacidad institucional en datos abiertos.

7.2 Plan de Publicación

Este consiste en identificar cómo se dispondrán los archivos en el sitio web, para que 
la lógica de la usabilidad (navegación, interfaces, etc.), obedezca a requerimientos 
ciudadanizados, y no a los internos. Esto remite a los macro procesos del sistema, 
a saber:

a)	Catálogo de puestos, y sus vacantes.
b)	Ingreso al Servicio: describir, con archivos más que con un relato, el proceso 

de los concursos públicos.
c)	Capacitación: Dar cuenta, también con datos -y no necesariamente a través 

de un relato- del modo en que se capacita de manera permanente al personal 
(generación de competencias): los cursos y la modalidad en que se ofrecen, 
(presencial, virtual, etc.) y los mecanismos que se utilizan para evaluar.

d)	Formación profesional: Ésta se refiere a un programa de índole estratégica, 
secuencial y de largo plazo con cursos que requieren de mayor preparación. 
Incluye por ejemplo la posibilidad de obtener una maestría, o cursar estudios 
de postgrado en otras instituciones.

e)	Evaluación de Desempeño: Estas son por ejemplo, individuales y colectivas, 
y lo ejecutan todos los integrantes del Servicio, todos los años. 

f)	Promoción e incentivos: Es un sistema que ofrece estímulos cuando los 
méritos de cada persona así lo indica. Cuenta con un complejo sistema para 
calificar. 

e)	Sanciones: El sistema cuenta con procedimientos para sancionar a las 
personas después de recibir denuncias y desarrollar investigaciones rigurosas, 
donde al acusado se le dan todas las posibilidades de defenderse. 
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g)	Presupuesto: Finalmente, este tema, siempre espinudo, se refiere a sueldos, 
detalle de las entradas y destino de las salidas de dinero.

Explicar cada uno de estos procesos con datos -no con relatos- no es tarea 
menor. El reto es grande e inédito. Porque una cosa es manejar los datos inter-
namente, y otra muy distinta, explicar ese manejo interno a personas que por 
ejemplo no saben qué es un Servicio Profesional de Carrera. 

7.3 El micrositio 

El INE cuenta con un robusto sistema tecnológico que le permite promover 
elecciones, organizarlas y generar resultados altamente confiables en períodos de 
tiempo brevísimos. Pero es, inevitablemente, una máquina burocrática, llena de 
lineamientos internos, que dificulta enormemente la posibilidad de que la DESPEN 
cuente con un espacio propio en el portal institucional del INE. Los trámites para 
lograrlo son engorrosos y sobre todo muy largos. Por otra parte, la normatividad 
interna de la institución impide adquirir tecnología ad hoc para un sitio de datos 
abiertos en plazos razonables; además, no se cuenta con el presupuesto para tales 
efectos. Por tales motivos se recurrió a tecnología disponible gratuitamente en 
la web (World Press) y con ella se creó un micrositio provisional solamente para 
el uso interno de la DESPEN, mientras se proseguía con los trámites regulares 
para obtener un espacio en el portal institucional. Esto limitó el alcance de esta 
iniciativa, al menos durante el año 2016.

6.4 Plan de publicación y depuración y estandarización de archivos 

De los más de 800 archivos con sus respectivos metadatos, se procedió a seleccionar 
los que se consideraron más significativos de los procesos que manejan el capital 
humano del INE. Esta selección tomó en cuenta que no se contaba con un espacio 
público en el portal institucional del INE. Había incertidumbre respecto a que 
si se nos daría el espacio, y respecto a las restricciones tecnológicas que nos 
podrían imponer. Por tales motivos, mientras no se resolvían estas incógnitas se 
decidió identificar únicamente los más representativos de las diferentes áreas de 
la DESPEN, que fueron unos 60 conjuntos de datos.

Acto seguido se procedió a depurar los archivos, según un check list ad hoc que 
se elaboró, y a publicarlos.
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6.5 Encuentro con expertos

Concluido el micrositio, se convocó a un grupo de expertos en Gobierno Abierto 
compuesto por académicos en temas de Administración Pública, autoridades de 
otros servicios profesionales, e invitados del Instituto Nacional de Transparencia 
Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales (INAI). A todos 
ellos se les presentó el proyecto con el objeto de recibir de su parte observaciones 
y recomendaciones, para fortalecerlo.

6.6 Situación actual

Nos encontramos a la espera de que el INE concluya el proceso para renovar 
su portal institucional, donde se tiene contemplado nuestro micrositio. Será 
entonces cuando conozcamos los alcances tecnológicos con que contaremos, y la 
visibilidad que se nos otorgará para retomar la iniciativa. 

7.7 Lo que sigue

Publicar en el portal institucional del INE, los datos abiertos de la DESPEN. 
Realizada esa actividad se procederá convocar a actores externos para incrementar 
paulatinamente la cantidad de usuarios del sitio, y sobre todo la interacción 
con ellos, fin de ejercitar co-creación y participación de actores externos en las 
decisiones futuras que se vayan adoptando.

Simultáneamente, se elaborará  un manual de operaciones para especificar 
procedimientos de actualización y mejora continua de los datos publicados. 

7.8 Saldos de una experiencia en marcha.

El atrevimiento y el riesgo para emprender esta iniciativa no son menores. Se ha 
puesto a trabajar al personal en asuntos que aparentemente nada tienen que ver 
con su misión; han tenido innumerables reuniones que los han distraído de su 
actividad regular; se les ha puesto a buscar información que tenían perdida en 
sus computadoras; se les ha obligado, entre otras, a mirarse en el espejo de sus 
archivos con otros ojos, para darle visibilidad pública a su trabajo; y han tenido 
que comprender el sentido ulterior de este experimento sin certeza alguna de que 
efectivamente vaya a funcionar dadas las trabas institucionales. La apuesta y la 
incertidumbre son pues, marcas indelebles de esta experiencia.

Nuestra iniciativa se distingue de las demás en dos aspectos nodales:
a. Crear capacidad institucional: Se está trabajando directamente con los 

“dueños” de la información; aquellos que la crean y la procesan. Y no con un 
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puñado de servidores públicos reformadores como ocurre en otros casos; 
perseguimos administrar un cambio cultural en el ambiente de trabajo al crear 
nuevas competencias de manera generalizada. Estas, que ya empiezan a despuntar, 
se coronarán con una normatividad que sellará la capacidad organizacional a la 
que apostamos, con fundamentos sólidos y sostenibles.

b. A diferencia de los demás programas de datos abiertos que se llevan a cabo 
en el país, ésta se distingue porque no responde a una iniciativa institucional (el 
INE), sino a la de una agencia (u oficina) que opera dentro de la gran institución. 
El tema no es menor; muy por el contrario, porque arriesga perderse en la 
invisibilidad y es vulnerable frente a los protagonismos, los inevitables tour de 
forcé, y el ninguneo. Por lo mismo, al crear capacidad institucional, estaremos 
contribuyendo a que la iniciativa prevalezca en el tiempo, contra viento y marea.

Otros saldos que resultan interesantes describir son: La metodología descrita 
parece sacar de contexto a los archivos, y por ende a sus dueños. La experiencia 
los desencaja, porque les estamos solicitando que miren sus archivos, que están 
pegados a ellos como su piel, de otra manera, y que hagan con ellos cosas que 
nunca antes en su vida han hecho. Por eso, crear el inventario de datos (archivos) y 
listarlos según la secuencia de sus flujos y proceso internos, altera y remueve. Los 
archivos parecen estar subsumidos en lugares específicos de sus computadoras, 
por eso, sacarlos de allí, y hacer otras cosas con ellos, parece sacrilegio. Hacer este 
inventario de datos ha sido hasta ahora, una de las tareas más laboriosas.

La creación de metadatos por su parte, significó crear títulos extraños y ajenos 
para sus archivos. En la mayoría de los casos, estos nuevos títulos son mucho más 
precisos, simples y claros que los que ellos utilizan. Lo mismo ocurrió al solicitar 
que describan el contenido de sus archivos con palabras llanas y usuales; o que 
generen palabras claves (etiquetas) que expresen su contenido para facilitar su 
búsqueda en un sitio web, estábamos haciendo solicitudes que nadie nunca antes 
les había pedido, y que además de desencajarlos los puso a reflexionar respecto a 
la efectividad y eficiencia de su trabajo.  Creo que se ha creado un ambiente de 
expectativa a la que me sumo.  Mi apuesta está en juego, y con ella, la de los 130 
servidores públicos que trabajan en la DESPEN.

Adicionalmente, vale la pena hablar sobre las restricciones institucionales a 
las que se puede enfrentar una organización decidida a impulsar una iniciativa de 
esta envergadura. Una de las tendencias en los últimos años, es a centralizar los 
servicios de informática en un área única en detrimento de que cada área cuente 
con su propio servidor y desarrollo sus propios sistemas. Esto aparentemente ha 
traído muchos beneficios porque se opera a través de una economía de escala, 
evita que se multipliquen muchos sistemas sin un debido control, y da lugar a 
la existencia a una política en materia informática homogénea. Sin embargo, 
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también esto puede traer consigo una serie de consecuencias no deseables, en 
cuanto a que mina la iniciativa de las áreas por depender en cuanto a diseño y 
desarrollo de sistemas de un área central, y más aún como ya se señaló, cuando 
existe de por medio un laberinto burocrático que no hace ágil el desarrollo. Nos 
parece, que este es un elemento también a considerar. 

Conclusiones

El impulsar una propuesta de Datos Abiertos en una organización si bien 
actualmente es algo poderosamente atractivo, lo cual no significa que sea un 
mantra, requiere como se pudo observar en la parte final del documento todo 
un despliegue metodológico y técnico, aunado a un entendimiento y aceptación 
por parte de los actores que estarían involucrados en el proceso. Adicionalmente, 
están las restricciones que van desde las resistencias de las propias personas por no 
estar habituadas a un proceso de esta naturaleza y a restricciones institucionales 
que impiden que propuestas de esta envergadura no se establezcan de manera 
adecuada. En el documento se pone el caso, por ejemplo, del micrositio que 
se requiere para el despliegue de datos, que como se pudo observar por las 
peculiaridades centralistas de la política informática del INE, al final se presenta 
como un obstáculo para que estas cosas operen de manera fluida, aunado a otros 
aspectos de carácter interno en la DESPEN, que también se presentan como 
aspectos no favorables para la implementación correcta. Por lo tanto, este es un 
proceso que requiere de una serie de etapas ya tradicionales que van desde la 
implementación, el desacople, el cambio y la institucionalización.  

Y al hablar de etapas, esto implica tiempos, tiempos de diseño, de imple-
mentación, de maduración y de institucionalización del cambio. Desde nuestro 
punto de vista, se considera que se está creando valor derivado de todo un proceso 
de esta naturaleza. Que podríamos destacar como valor agregado:

•	 En saber con qué información cuenta una organización (esto parece muy 
elemental pero lo no es).

•	 En ponerle orden a esa información
•	 En distinguir que información es útil tanto al interior de la organización 

como para los usuarios.
•	 En poner a disposición del público información socialmente útil, lo que da 

lugar al mismo tiempo a un ejercicio de rendición de cuentas.
•	 Un proceso de esta naturaleza implica un cambio organizacional y por ende 

un cambio en la cultura de las personas en como venían haciendo las cosas y 
como tienen que hacerlas ahora. 
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•	 La posibilidad de que dicha organización pueda ser una referencia a seguir 
por otras más. 

Una conclusión adicional, y bien se diría como un hallazgo en la construcción 
de un ejercicio de esta naturaleza, es que en ese interés de distinguir información 
útil de la que no es, fue en efecto preguntarnos ¿Información útil para quién? La 
que le puede interesar a un académico no será la misma para un ciudadano en 
general o un usuario del propio instituto. Esto nos llevó a rediseñar la versión casi 
final en cuanto establecer segmentos de públicos a los cuales estaría dirigida la 
información. Lo cual nos ha parecido bastante útil.

Por último, en cuanto el monitoreo y evaluación del proyecto, si bien como se 
señaló, dicho proyecto se sometió a la consideración y al visto bueno de un grupo 
de expertos que dieron sus comentarios y observaciones, se ha decidido que este 
grupo sea permanente y nos diga periódicamente que tan útil ha resultado el 
proyecto para el público o públicos, aunado a estar recibiendo recomendaciones 
sobre la funcionalidad del sitio, entre otras cosas.  Dicho esto, potencialmente 
estaríamos hablando de un cambio significativo y que requiere, en efecto tiempos 
de implementación y de maduración.
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Políticas editoriales de la Revista IAPEM 

Sobre sus objetivos y cobertura temática

Revista IAPEM es una publicación especializada en Administración Pública, cuyo 
objetivo principal es contribuir a la divulgación, formación y actualización en 
materia de Administración Pública y disciplinas afines, para difundir la producción 
de conocimiento y ser eje de estudio y reflexión, que permitan a quienes ejercen la 
Administración Pública obtener nuevas perspectivas frente a su quehacer. 
Está dirigida a funcionarios, administradores, investigadores, docentes, 
analistas y a todos aquellos interesados en la Administración Pública global, 
nacional y local. Además, publica artículos de reflexión, revisiones temáticas 
y reseñas relativas a cualquiera de los tópicos del ámbito administrativo que 
incluyen (pero no están limitados a): 

•	 Metodología de la investigación en Administración Pública. 
•	 Administración Pública en el Estado de México: historia, biografías, teorías, 

casos prácticos. 
•	 Prospectiva de los niveles de gobierno; delphis, construcción de escenarios, 

planeación prospectiva estratégica. 
•	 Nuevos Métodos y técnicas desarrolladas dentro del quehacer administrativo. 
•	 Ética del servidor público y compromiso intergeneracional. 
•	 Gestión y evaluación de proyectos. 
•	 Políticas de Gobierno.
•	 Corrientes, teorías, sistemas de pensamiento, pensadores de la Administración 

Pública. 
•	 Administración Pública municipal. 
•	 Problemática y gestión de la Zona Metropolitana D.F. y Estado de México.
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Sobre sus secciones 

Revista IAPEM divide su contenido en secciones de acuerdo con la variedad de 
los artículos presentados: 

Presentación 

Nota elaborada por la dirección que da pauta al tema general de la revista y 
presenta los artículos de ese número. 

a)	 Artículos de investigación científica, tecnológica: documento que 
presenta, de manera detallada, los resultados originales de proyectos en 
proceso, estado del arte o terminados de investigación. En todos los casos se 
presentarán trabajos originales. 

b)	 Artículos de reflexión (derivados de investigación): documento que 
presenta resultados de investigación terminada desde una perspectiva 
analítica, interpretativa o crítica del autor, sobre un tema específico y 
recurriendo a fuentes originales. 

c)	 Artículos que describen la práctica de la Administración Pública, o bien 
el uso de herramientas metodológicas para su aplicación en ese ámbito.

En algunos casos puede haber traducciones de autores de reconocido prestigio en 
la Administración Pública internacional. 

Sección Reseñas 

Reseñas de libros: presenta valoraciones analíticas sobre nuevas publicaciones en 
las áreas de cobertura de la revista. Su extensión será no menor a 2 páginas y no 
mayor a 3 (1000-1500 palabras), encabezada con datos bibliográficos completos 
del libro. 

Sección Agenda local 

Documentos e información de interés sobre lo que sucede en el ámbito de la 
Administración Pública local, nacional y global. 

Sobre su publicación 

Revista IAPEM es publicada cuatrimestralmente por el Instituto de Administración 
Pública del Estado de México. Aparece en los meses de abril, agosto y diciembre. 
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Coordinación editorial: Se encarga de recibir el material, enviarlo a formación, 
hacer la revisión editorial y supervisar la impresión, estas actividades serán 
coordinadas por la Secretaría Técnica de IAPEM y ejecutadas por la Dirección de 
Comunicación y Programa Editorial.

Formato de cesión de derechos y proceso de publicación 

A la versión final del artículo, revisada por los autores después del proceso de 
evaluación, se le debe anexar un formato en el cual se ratifique la voluntad de 
los autores de permitir la publicación y divulgación electrónica del mismo, que 
el material es inédito y no está en ninguna otra publicación en evaluación y, 
asimismo, su responsabilidad irrestricta por su contenido. De no ser así, se asume 
de hecho la aprobación por parte de los autores de estas condiciones. 

Un autor o un grupo de autores puede ser vetado si se confirma que el o ellos han 
caído en conductas científicas impropias tales como (pero no limitadas a): 

•	 Plagio,
•	 En otra revista, 
•	 Crédito inapropiado a co-autores (o su omisión). 

Los autores cuyos artículos se publiquen recibirán gratuitamente, en 
contraprestación, tres ejemplares del número de la revista en que resulte publicado 
su trabajo. Ningún otro tipo de compensación (sea monetaria o de cualquier otra 
clase) es o será usada. 
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Normas para la presentación de originales 
de la Revista IAPEM

1. Contenido

El lenguaje que se utilice debe ser comprensible para el lector no especializado, 
dado el carácter multidisciplinario de los lectores. Por lo tanto, los términos 
técnicos o especializados deben ir seguidos de una definición sencilla en 
paréntesis. Ya que el texto está escrito en español, salvo casos excepcionales, toda 
la presentación, notación y empleo de signos debe apegarse a las normas del 2010 
de la Real Academia de la Lengua Española (RAE). 

•	 Título breve: si requiere un concepto más largo, agregar un subtítulo.
•	 Autor: se debe indicar el nombre completo. Algunos datos curriculares, 

que el autor considere se deben mencionar, pueden ser agregados al pie de 
página: título, institución donde se desempeña; país de residencia, correo 
electrónico y página web. 

•	 Abstract: en español e inglés (no más de 150 palabras en cada idioma).
•	 Palabras clave: en español e inglés (no más de 6 en cada idioma).
•	 Introducción: breve. 
•	 Desarrollo: cada cuartilla y media o dos se puede subtitular la información; 

en caso de utilizar imágenes, se deberán poner en el lugar correspondiente 
dentro del texto, aunque las imágenes se entregarán también en un archivo 
aparte en el formato .jpg, en alta resolución. No se deben enviar en Power 
Point ni como parte de un paquete ya trabajado, ni extraídas de internet 
cuando no están autorizadas, ni como un collage de otra publicación. Al 
guardar el archivo, cada imagen debe llevar el título abreviado que servirá 
para identificarla en la parte correspondiente del texto donde deba aparecer 
(Ejemplo: Mapa Conc. SemIbero.jpg).

•	 Conclusiones: con lo relevante del artículo. 
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2. Formato de entrega

•	 Texto: NO mayor de 25 cuartillas (una cuartilla equivale, en promedio, a 300 
palabras; 1,800 caracteres). 

•	 Cuerpo del trabajo (contenido): Debe ir en word (.doc) fuente tipo Arial, a 
12 puntos, color negro, a espacio y medio de interlineado, SIN justificar. En 
tamaño carta, sin sangrías.

•	 Márgenes de página: 3 cm de cada lado y 2.5 cm superior e inferior.
•	 Archivo. Se debe guardar con el apellido del autor y el nombre abreviado del 

artículo (Ejemplo: Guerrero Buen gobierno.doc).

3. Fuentes

•	 El registro de fuentes debe respetar las normas APA 6ta edición (2016), las 
cuales pueden ser consultadas en la siguiente página http://normasapa. com/
como-hacer-referencias-bibliografia-en-normas-apa/ 

•	 Conforme a ello: las FUENTES se registran por Apellido de autor, en orden 
alfabético y se ponen al final del texto. Si tiene que referenciar textos del 
mismo autor se deben leer en orden de publicación: de la más antigua a la 
más reciente y si tienen la misma fecha de publicación, en orden alfabético 
según el título de la obra. 

•	 Para un libro: el orden que se requiere es el siguiente: Apellido autor, Iniciales 
nombre autor, (Año), Título en cursiva, Ciudad y país: Editorial.

Un autor: 
Landeta, J., (2002), El método Delphi. Una técnica para previsión del futuro, 
Barcelona, España: Ariel Social. 

Dos o más autores: 
Siliceo, A. y González, J. L., (2003), Pasión por el futuro. Una Nueva planeación 
estratégica fundada en valores, México: Mc Graw Hill. 

Editor (es):
López Segrera, F.; Grosso, J. L.; Mojica, F.J.; Didrikson, A.; Muñoz, M.R. (coords.) 
(2004), América Latina y el Caribe en el Siglo xxi. Perspectiva y prospectiva de la 
globalización, México: Miguel Ángel Porrúa editor. 
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Patrocinado por una institución (es) corporación (es) u organización (es). 

World Future Society (2004). Special report, Forecasts for the next 25 years, U.S.A. 
The futurist.

Series:
Garduño, R. (2004), Prospectiva para todos. Construcción de escenarios, Working 
Papers No. 1, México, unam, fcps. 

Capítulo de un libro colectivo: 
Godet, M., (1998), “Visión del mundo en el próximo milenio”, en Mojica, F.J. 
Análisis del siglo xxi. Concepto de prospectiva, Colombia: ed. Alfaomega. 

Sin autor, sin editor: 
Si no aparece el autor, el título se usará como el primer elemento de la fuente y de 
la cita. Ejemplo: Enciclopedia de la Psicología infantil y Juvenil. Desarrollo del niño 
(1996), Barcelona: Océano. 

**Para un artículo se requieren los datos siguientes:  
Apellido autor, Iniciales nombre autor., (Año), “Título entre comillas”, Nombre de 
la  publicación  y volumen en cursivas, (número de la publicación en paréntesis) 
pp-pp.

Ejemplo de artículo 

Gresser, J. y Cusumano, J., (2005), “Hydrogen and the New Energy Economy”, The 
Futurist, vol. 39, (no. 2), pp. 19-25. 
** Para artículo de periódico impreso y digital
Apellido A. A. (Fecha día mes y año). Título del artículo. Nombre del periódico, 
pp-pp

Ejemplo impreso

Manrique Grisales, J. (14 de noviembre de 2010). La bestia que se tragó Armero. 
El Espectador, pp. 16-17.
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Ejemplo digital

Apellido A. A. (Fecha día mes y año). Título del artículo. Nombre del periódico. 
Recuperado fecha y URL.
Bonet, E. (2 de febrero de 2011). Miles de personas oran en la plaza Tahrir de 
El Cairo. El Tiempo. Recuperado el 12 de noviembre de 2015 de http://www. 
eltiempo.com/

**Para fuentes electrónicas se requieren los siguientes datos:
Apellido, A. A. (Año). Título. Recuperado el (fecha) de http://www.xxxxxx.xxx
Ejemplo: De Jesús Domínguez, J. (1887). La autonomía administrativa en Puerto 
Rico. Recuperado el 21 de diciembre de 2018 de http://memory.loc.gov/ 

4. Citas

Respetarán el formato APA 6ta edición:

•	 Cita textual o directa: se entrecomillará y colocará de la siguiente manera 
(Apellido del autor, año de la publicación, p.#). 

•	 Cita indirecta o Paráfrasis: no lleva comillas, y se coloca de la siguiente 
manera (Apellido del autor, año de la publicación).

Si son dos autores: se coloca “y” entre un apellido y otro. Ejemplo: Siliceo 
y Gónzalez, 2003). De tres a cinco autores la primera vez que realices la cita 
escribirás los nombres de todos los autores. En el caso que la cita se repita se 
escribirá el apellido del primer autor seguido por la sigla “et al.” que significa “y 
otros”.

Cita de cita, ejemplo:
Al respecto, Gutiérrez (1999), menciona que “la reacción ante cualquier situación 
siempre está en la función de la percepción que tiene ésta, lo que cuenta es la 
forma en que ve las cosas y no la realidad objetiva “(Citado en Márquez, 2003, 
p. 57).

Si una cita tiene más de 40 palabras el formato de la cita cambia, se realiza en un 
párrafo aparte con una sangría de 5 espacios.

Para diferenciar  obras de un mismo autor con el mismo año de publicación, 
colocarás, luego del año de publicación, una letra minúscula comenzando desde 
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la “a” correlativamente: (Giles, 1998a) – (Giles, 1998b), para diferenciar las obras. 
De igual manera se colocará en la lista de referencias.

De preferencia no se usarán notas de pie de página, las referencias abreviadas, así 
como las ideas complementarias, irán al interior del texto.
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